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2.1.
Actual marco de gobernanza 
multinivel: las regiones como tercer 
nivel de gobierno en la Unión 
Europea 

2.1.1. Las regiones como tercer nivel de gobierno de la Unión Europea

La idea de una Europa de las regiones no es 
nueva sino que surgió hace ya algunas décadas, 
incluso antes del nacimiento de la Unión Euro-
pea (UE), con una fuerte carga ideológica en sus 
orígenes, como alternativa a la política exclusiva-
mente fundada en el Estado-Nación como estruc-
tura política, territorial, ideológica e identitaria 
del continente europeo. Sin embargo, el sorpren-
dentemente rápido proceso de regionalización 
GH�OD�SROtWLFD�HXURSHD�GH�ÀQDO�GH�ORV�RFKHQWD�\�OD�
creciente participación regional tanto en los pro-
gramas europeos como en las reformas del marco 
constitucional de la UE, han vuelto a despertar 
los anhelos de las entidades sub-estatales euro-
peas por asumir un papel protagonista.

Como consecuencia, durante los últimos años se 
ha comenzado a hablar de una Europa con las re-
giones, es decir, de una Europa cada vez más in-
tegrada que aunque no base en ellas su estructura 
político-administrativa, tampoco puede dejar de 
contar con ellas. El gran número y la profundidad 
de las reformas regionales y federales acaecidas 
en media Europa de una parte, las iniciativas de 
la UE para alcanzar mayores dosis de democra-
cia y pluralismo de otra, o la idea de la progre-
VLYD�SpUGLGD�GH�HÀFDFLD�GHO�PRGHOR�GHO�(VWDGR�
Nación, han provocado la atmósfera idónea para 

HO�ÁRUHFLPLHQWR�GH�ODV�GHQRPLQDGDV�SROtWLFDV�GHO�
tercer nivel. Según la teoría del tercer nivel, las 
autoridades sub-estatales gozan de una creciente 
importancia en el sistema europeo, pues tienen 
la posibilidad de desarrollar toda una serie de 
capacidades y disfrutan de un status reconocido 
dentro de la arquitectura institucional comunita-
ria. Concretamente la expresión tercer nivel hace 
referencia a la acción y a la involucración de las 
unidades sub-estatales dentro del marco de la 
UE, junto a las instituciones comunitarias (Primer 
Nivel) de una parte, y a las de los Estados-nacio-
nales (segundo nivel).

Aunque muchas de las reivindicaciones del nivel 
de gobierno regional no han sido todavía atendi-
das, resulta innegable tanto la existencia como la 
importancia a escala europea de ese denominado 
tercer nivel de gobierno por debajo de la UE y de 
los Estados-nacionales. El nivel regional está más 
cerca de la ciudadanía y en muchas ocasiones es 
PiV�~WLO�\�HÀFD]�SDUD�HO�GHVDUUROOR�GH�ODV�SROtWL-
cas comunitarias. Es por ello que la interacción 
entre el tercer nivel y la denominada gobernanza 
a múltiples niveles (GMN), resulta evidente. La 
GMN es un esquema interpretativo, un modelo 
abstracto del cambio de las relaciones entre los 
niveles de poder existentes dentro de la UE, que 
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implica básicamente que el gobierno de Europa 
se realiza a diferentes niveles interconectados en-
tre sí, y que el sub-estatal es uno de ellos, concre-
tamente el tercero.

El concepto de gobernanza aplicada a la UE re-
sulta útil para explicar la complejidad del sistema 
político comunitario, fundamentado en un dere-
FKR�HVSHFtÀFR��HQ�HO�HTXLOLEULR�HQWUH�ODV�LQVWLWXFLR-
nes, así como la cooperación, la interdependencia 
e interacción entre los diferentes poderes y los 
GLVWLQWRV� QLYHOHV�� (Q� GHÀQLWLYD�� OD� JREHUQDQ]D�
europea permite sustituir un modelo lineal, jerár-
quico y vertical, por otro circular, basado en una 
participación plural y multinivel y en la nego-
ciación e interacción entre los actores y las redes 
comprometidos (Rojo Salgado, 2006). Asimismo, 
la UE debe reorganizar su funcionamiento pres-
tando una mayor atención a los principios de 
proporcionalidad y subsidiariedad, a la luz de los 
criterios de apertura, participación, responsabi-
OLGDG��HÀFDFLD�\�FRKHUHQFLD��(Q�HVWH�FRQWH[WR��ODV�
regiones y los entes locales deben tener la posibi-
lidad de acceder sistemáticamente a los estadios 
iniciales de la discusión de la elaboración de las 
políticas europeas.

La GMN supone en cambio una transferencia de 
competencias hacia arriba a la UE, y hacia abajo 
a las entidades sub-estatales, con lo que los Es-
tados centrales siguen tomando las decisiones 
esenciales, pero comparten competencias con los 
otros dos niveles, motivo por el que a las regio-
nes se les atribuye un amplio reconocimiento. Si 
existe un elemento novedoso dentro del modelo 
de la GMN, ese es el del nivel de gobierno regio-
nal. Que no solo se ha revelado como el aliado 
estratégico de instancias como la Comisión Euro-
pea, sino que cada vez se presenta como el nivel 
más adecuado para la introducción de nuevos 
conceptos de policy y nuevos modos de imple-
mentación. Además, la regionalización permite 
tanto acercar la toma de decisiones europea a los 
ciudadanos como expresar más auténticamente la 
pluralidad de identidades que conviven en la UE. 
Y es que la regionalización de la UE, lejos de obs-
taculizar, constituye un elemento de equilibrio en 

el proceso de integración supranacional o conti-
nentalización. 

Prueba de la eclosión del fenómeno regional a 
HVFDOD�HXURSHD�ÀMDGD�FRQ�OD�HQWUDGD�HQ�YLJRU�HQ�
1993 del Tratado de Maastricht, o «instituciona-
lización del tercer nivel» en el marco de la nueva 
UE ha sido la continua y creciente movilidad de 
las regiones europeas con respecto a Bruselas. La 
capital europea viene siendo por tanto el lugar 
privilegiado para orquestar la estrategia regio-
nal de lobbying, por medio de diversos canales 
directos o mediados a través de los Estados de 
los que forman parte, y por medio de los que in-
WHQWDQ� LQÁXLU� HQ� HO� SURFHVR� GHFLVLRQDO� HXURSHR��
Ni la posición, ni las demandas actuales de las 
regiones son idénticas a las que sostenían en el 
pasado. La evolución y la consecución de algu-
nas de las reivindicaciones regionales primitivas 
de carácter institucional (participación directa en 
el Consejo de Ministros o creación del Comité de 
las Regiones), han provocado una reformulación 
de las prioridades regionales. En este sentido, ac-
tualmente se reproducen reclamaciones acerca de 
las garantías para la autonomía regional a esca-
la europea, el acceso al Tribunal de Justicia de la 
Unión Europea, o la reforma de los mecanismos 
de participación (Domínguez García, 2005).

(Q�GHÀQLWLYD��OD�8(�VH�FRQÀJXUD�HQ�OD�DFWXDOLGDG�
como un sistema de gobernanza a múltiples nive-
les, en el que participan formal e informalmente 
diversos actores de niveles institucionales dife-
rentes. Por lo tanto, la UE no es ya solamente una 
cuestión de Estados, sino que las entidades sub-
estatales han adquirido ciertas cuotas de poder. 
Las regiones no han sustituido a los Estados pero 
participan junto a ellos, aunque no con la misma 
extensión ni disfrutando de idéntico peso, en el 
proceso de toma de decisiones. Particularmente, 
aquellas que gozan de capacidades legislativas 
(poseen un Parlamento y un Gobierno propios a 
escala sub-estatal) se vienen postulando de mane-
ra autónoma como el tercer escalón de gobierno 
de la Unión Europea, por debajo del Gobierno 
europeo, de una parte, y de los Gobiernos de los 
Estados que componen la misma, de otra. 
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A pesar de que ya resulten más realistas los dis-
cursos que abogan por una «Europa con las re-
giones» en lugar de aquellos primitivos acerca 
de una «Europa de las Regiones», en el contexto 
de la UE del Tratado de Lisboa, resulta innega-
ble tanto la existencia como la importancia a es-
cala europea de ese denominado tercer nivel de 
gobierno por debajo de la UE y de los Estados-
nacionales. No cabe duda de que ese escalafón re-
gional está más cerca de la ciudadanía y por ello 
VH�UHYHOD�PiV�HÀFLHQWH��WDQWR�SDUD�OD�SURSRVLFLyQ�

como para la implementación de las políticas co-
munitarias. Por eso, la interacción entre el tercer 
nivel y la denominada gobernanza a múltiples ni-
veles (Multilevel Governance), resulta evidente. 
La idea implica (básicamente) que el gobierno de 
Europa se realiza a diferentes niveles interconec-
tados entre sí, y que el sub-estatal es uno de ellos, 
concretamente el tercero. En ese sentido, a las re-
giones con capacidades legislativas se les puede 
augurar todavía un notable recorrido, al menos 
como contra-poder, dentro del marco europeo.

2.1.2. Modelos y fórmulas de regionalización en el sur de Europa:  
diferencias político-institucionales y asimetrías competenciales

España

Actualmente, España es un Estado miembro de 
la UE formado tanto por regiones como por na-
cionalidades. Efectivamente, España ha sido de-
ÀQLGD�FRPR�XQD�HQWLGDG�FODUDPHQWH�LGHQWLÀFDEOH�
como un país de países o como una nación de na-
ciones. A pesar de la existencia de una cohesión 
social y cultural, básica para la construcción de la 
unidad española, la misma no excluye ni impide 
la existencia de evidentes rivalidades internas. De 
hecho, el segundo de los artículos de la Constitu-
ción española (1978) reconoce y garantiza tanto 
el derecho a la autonomía de las nacionalidades 
y regiones que conforman el Estado, como la so-
lidaridad entre las mismas. Aun así y con motivo 
del periodo histórico en el cual debió ser refren-
dada, la Constitución se decanta por una termi-
QRORJtD�HXIHPtVWLFD�TXH�GHÀQH�(VSDxD�FRPR�XQ�
país descentralizado pero que evita el término fe-
deral. No obstante, ello no ha sido óbice para que 
OD�ÀORVRItD�FXDVL�OLEHUDO�VREUH�OD�TXH�VH�LQVSLUD�HO�
texto, haya sido largamente resaltada (Moreno, 
1997 y 2008). 

A lo largo de más de medio millón de kilómetros 
cuadrados de territorio dividido en 17 Comuni-
dades Autónomas (CCAA), más de 45 millones 

de habitantes comparten diferentes nacionalida-
des, identidades, culturas regionales e idiomas 
RÀFLDOHV�� 6L� ELHQ� HO� FDVWHOODQR� HV� OD� OHQJXD� RÀ-
cial del conjunto del Reino de España, tanto el 
catalán, como el vasco y el gallego son también 
OHQJXDV�FR�RÀFLDOHV�HQ�&DWDOXxD��HO�3DtV�9DVFR�\�
Galicia, las denominadas «nacionalidades histó-
ricas». Además, una proporción de ciudadanos 
�SULQFLSDOPHQWH�HQ�HO�3DtV�9DVFR�\�&DWDOXxD��QR�
se considera española, a la vez que se vienen 
desarrollando fuertes sentimientos de identidad 
regional en otras CCAA como Andalucía, las Is-
las Baleares, las Islas Canarias o la Comunidad 
9DOHQFLDQD��7XxyQ�������\��������$GHPiV��XQ�IDF-
tor esencial que tradicionalmente ha invitado a 
la descentralización ha sido la elevada diferencia 
económica entre las más desarrolladas regiones 
periféricas del norte, y las más deprimidas (a ex-
cepción de la isla que supone Madrid) del centro 
y sur de la Península. 

La presente España constitucional es una reali-
dad democrática de solo algo más de tres déca-
das de historia. Por ello, tras una larga e híper-
FHQWUDOL]DGD� GLFWDGXUD� ������������� XQD� SDFtÀFD�
transición a la democracia (1975-1979), y una ac-
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tiva involucración europea tras su adhesión a la 
UE (1986), España ha experimentado profundas 
transformaciones en su calidad de Estado multi-
nacional dentro de los tiempos modernos. 

En efecto, la necesidad de dar una respuesta a 
esa nueva organización territorial del Estado 
obligó a los distintos compromisarios al pacto 
de una solución global que superase la residual 
estructura franquista excesivamente centralista. 
Se pretendía un nuevo modelo descentralizado, 
en el que las reivindicaciones periféricas de un 
mayor autogobierno tuvieran también su encaje. 
Precisamente, un año más tarde se establecieron 
los primeros gobiernos regionales de Cataluña 
\�HO�3DtV�9DVFR�� 6LQ� HPEDUJR�� HQ�HO�PDUFR�GH� OD�
denominada estrategia del «café para todos» es-
tas primeras experiencias de gobierno regional 
produjeron un efecto dominó sobre otras áreas 
que nunca se habían distinguido por poseer fuer-
tes sentimientos regionalistas. En 1983, apenas 
cinco años más tarde, se habían conformado ya 
todas las CCAA españolas, como consecuencia 
del poder estatuyente emanado de la norma ins-
titucional básica de cada una de ellas, su Estatuto 
de Autonomía. Estos estatutos son, como explica 
el artículo 147 de la Constitución española, leyes 
orgánicas que el Estado ampara y reconoce como 
partes integrantes de su ordenamiento jurídico. A 
inicios de los ochenta (menos de una década des-
pués de la muerte del dictador), todo el territorio 
español, a excepción de los enclaves situados en 
el norte de África de las ciudades autónomas de 
Ceuta y Melilla, que no alcanzarían su peculiar 
grado de autonomía hasta 1995, se encontraba ya 
profusamente regionalizado. 

Habiendo quedado sustanciada la fase decisiva y 
constituyente del modelo del Estado de las Auto-
nomías entonces, una segunda fase de consolida-
ción del mismo se abrió durante la segunda mitad 
de la primera década del siglo XXI. Esencialmen-
te consiste en la aprobación y entrada en vigor 
(en su caso) de una segunda y nueva generación 
de estatutos regionales. No obstante, esta segun-
da fase no puede todavía darse por concluida. Si 
bien algunos Parlamentos regionales han aproba-

do ya sus nuevos estatutos regionales (Andalu-
cía, Extremadura, Islas Baleares, Aragón, Castilla 
y León), el Parlamento español no ha considerado 
conveniente por el momento aprobar algunos de 
ellos. Incluso, el Tribunal Constitucional español 
(en el marco de una controvertida y durante mu-
cho tiempo esperada sentencia) ha rechazado la 
constitucionalidad de algunos artículos inclui-
dos en el Estatuto de Cataluña (que previamente 
había sido aprobado tanto por el Parlamento de 
Cataluña como por el Parlamento de España). En 
la actualidad, esta segunda fase del denominado 
proceso del Estado de las Autonomías aún no se 
HQFXHQWUD� FRPSOHWDPHQWH� FRQÀJXUDGD�� PRWLYR�
por el que el modelo necesitará todavía de algún 
WLHPSR�SDUD� FRQVLGHUDUVH� FRPR�GHÀQLWLYDPHQWH�
concluido y cerrado (Tuñón, 2010: 41-42). 

Particularmente, el modelo competencial español 
DFWXDOPHQWH� FRQÀJXUDGR�GLVWLQJXH� HQWUH� WUHV� WL-
pos de competencias: las atribuidas en exclusiva 
a las CCAA, las del Estado, y las compartidas 
entre ambos. De esta manera, todas las CCAA 
tienen competencias ejecutivas y legislativas en 
las siguientes materias: urbanismo, vivienda, me-
dio ambiente, idioma regional (solo en algunos 
casos), deporte, políticas sociales, sanidad e hi-
giene, así como los puertos y aeropuertos comer-
ciales. Por su parte, el Estado tiene competencia 
exclusiva sobre las materias reservadas por el ar-
tículo 149 de la Constitución en relación al asegu-
ramiento de la unidad y la soberanía nacionales 
como: inmigración, defensa, el sistema monetario 
y las relaciones internacionales. 

Pero el Estado y sus CCAA también pueden com-
partir el ejercicio de competencias de dos maneras: 
el Estado puede retener el poder legislativo sobre 
una materia particular mientras que las CCAA dis-
frutan del poder ejecutivo sobre la misma; o bien 
el Estado puede encargarse de la regulación básica 
sobre una materia y las CCAA de la legislación de 
desarrollo de la misma. A todo este sistema deben 
añadírsele tres cláusulas a favor del Estado: la re-
sidual, por la que le corresponden todas aquellas 
competencias no previstas en los Estatutos de Au-
tonomía; la de prevalencia, en relación con la regu-
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lación o intervención en materias compartidas; y 
una cláusula supletoria, que establece la vigencia 
del derecho del Estado para evitar vacíos normati-
vos (Rodríguez Drincourt, 2006). 

Como bien se ha podido advertir en el reparto 
competencial, las asimetrías existentes dentro 
de la organización autonómica, derivadas de los 
modelos de acceso a la autonomía de las respecti-
vas CCAA, son evidentes. La asimetría territorial 
HV�HO�UHVXOWDGR�GH�OD�FRQÁXHQFLD�GH�WUHV�IDFWRUHV��
la herencia histórica de un Estado fuertemente 
centralizado; el reconocimiento al derecho al au-
togobierno de las denominadas nacionalidades 
históricas; y la posibilidad de descentralización 
concedida al resto de regiones que aspiraban a 
la consecución de su propio Gobierno autónomo.

Desde el inicio del proceso descentralizador, las 
asimetrías de iure y de facto han constituido un 
estímulo adicional a la naturaleza competitiva de 
las relaciones políticas en el seno del Estado de 
las Autonomías. Y como resultado: nacionalida-
GHV�KLVWyULFDV��&DWDOXxD��*DOLFLD�\�HO�3DtV�9DVFR���
nacionalidad histórica del 151 (Andalucía); nacio-
QDOLGDG�GHO������&RPXQLGDG�9DOHQFLDQD���FRPX-
nidades del 143; comunidad foral (Navarra); y los 
consejos insulares y los cabildos (en Baleares y 
Canarias, respectivamente).

En efecto, existen competencias muy concretas de 
las que disfrutan tan solo algunas CCAA (Navarra 
\�HO�3DtV�9DVFR�KDQ�DVXPLGR�PD\RUHV�FRPSHWHQ-
FLDV� ÀVFDOHV�� &DWDOXxD� \� HO� 3DtV� 9DVFR� WLHQHQ� VX�
propia policía autonómica, y Canarias un régimen 
ÀVFDO�HVSHFtÀFR���PRWLYR�SRU�HO�FXDO�VH�KDQ�RUTXHV-
tado mecanismos de cooperación, en muchas oca-
siones orientados a la participación de algunas de 
las entidades sub-estatales en la postura nacional 
a defender a escala europea, desconocidos incluso 
en otros ordenamientos federales. 

Italia

La cuestión del regionalismo o progresiva federa-
lización italiana se abrió en tiempos del Risorgi-
mento, en un momento en el que la problemática 
consistía en reconciliar e integrar a los distintos 
pueblos y a las diferentes culturas de la península 
itálica. Las demandas federalistas (últimamente 
lideradas por el partido de la Liga Norte), han 
FDODGR� H� LQÁXHQFLDGR� D� ORV� SULQFLSDOHV� SDUWLGRV�
políticos italianos. La regionalización italiana, 
cuyo inicio podemos situar a mitad de la década 
de los setenta, y que ha supuesto un permanente 
y paulatino incremento del poder de las regiones, 
viene siendo un proceso poco planeado y cohe-
rente en el que las reformas anteceden a la entra-
da en vigor de la legislación reformada. Por ello, 
la irregular e inconstante regionalización italiana 
QR� SXHGH� GDUVH�� DFWXDOPHQWH�� SRU� ÀQDOL]DGD�� \�
supone además un claro ejemplo de rápida, asi-
métrica y asistemática evolución de las formas de 
gobierno.

No se puede hablar de una verdadera reforma 
regional en el país transalpino hasta la descentra-
OL]DFLyQ�DGPLQLVWUDWLYD�GHVDUUROODGD� WUDV�HO�ÀQDO�
de la II Guerra Mundial y la elaboración y poste-
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rior promulgación en 1948 de la, actualmente en 
vigor, Constitución italiana. Desde entonces, la 
reforma regional italiana ha pasado por diferen-
tes etapas. Una primera, entre 1947 y 1970, en la 
TXH� VH� LGHQWLÀFy�XQD� DSUR[LPDFLyQ�PLQLPDOLVWD�
en la reforma regional. Una segunda, entre 1970 e 
inicios de los ochenta, en la que se puede advertir 
una aproximación maximalista. Una tercera fase, 
que acaeció durante la década de los ochenta. 
<�SDUD�ÀQDOL]DU� OD� IDVH�DFWXDO� �GHVGH������KDVWD�
QXHVWURV�GtDV��PX\�SUROtÀFD�HQ�UHIRUPDV�OHJLVODWL-
vas en la materia.

La reciente reforma constitucional italiana en 
PDWHULD�GH�SROtWLFD�WHUULWRULDO�SXHGH�GHÀQLU�DO�UH-
gionalismo italiano como un proceso gradual y 
asimétrico de devolución de competencias desde 
el centro y hacia los entes sub-estatales. Se trata 
de un sistema todavía abierto puesto que debe 
ser refrendado paso a paso con la aprobación de 
los nuevos estatutos de cada una de las regiones. 
Será una cuestión de las propias regiones adoptar 
estatutos homogéneos o bien heterogéneos. Ac-
tualmente, tanto los estatutos regionales como las 
estructuras gubernamentales de las regiones ordi-
narias son prácticamente idénticos, mientras que 
un mayor nivel de asimetría puede observarse en 
las regiones especiales. La asimetría del regiona-
lismo italiano no es solo una consecuencia de los 
acontecimientos históricos, las negociaciones po-
líticas y la existencia de grupos minoritarios, sino 
un derecho constitucional de algunas regiones 
y, ahora, una oportunidad para todas ellas. Una 
oportunidad que derivará en un sistema regional 
de una elevada asimetría, claramente inspirado, 
tanto en sus estructuras como en sus procedi-
mientos, en el modelo español (Palermo, 2005).

De esta manera, el sistema territorial italiano se 
caracteriza por un elevado grado de regionaliza-
ción en el que la gobernanza se ejerce a distintos 
niveles. Los 8.100 municipios, las 103 provincias o 
las 20 regiones en que se divide Italia dan cuenta 
de los referidos distintos niveles de gobierno, así 
como de la «complejidad del nivel sub-nacional 
italiano». Son dos los tipos de regiones que con-
IRUPDQ� ,WDOLD�� /DV� FLQFR� ©HVSHFLDOHVª� �9DOOH� GH�

$RVWD��7UHQWLQR�$OWR�$GLJLR��9HQHFLD�)ULXOL�-XOLD��
Cerdeña y Sicilia), que poseen un estatuto consti-
tucional individual situado al mismo nivel que la 
propia Constitución italiana (art. 116). En teoría, 
estas regiones disfrutan de una autonomía mayor 
que el resto de regiones italianas. Las otras quin-
ce «regiones ordinarias» se regulan por «estatuto 
ordinario» según las previsiones constitucionales 
GHO�7tWXOR�9�GH�OD�&RQVWLWXFLyQ�LWDOLDQD�

La conformación en Italia de un sistema regional 
de marcada tendencia asimétrica conlleva, según 
el objeto de nuestra investigación, al menos tres 
consecuencias fundamentales desde el punto de 
vista constitucional y político: (1) la importancia 
de la percepción política del nivel de autogobier-
no a escala sub-estatal; (2) un regionalismo de 
PDUFDGR�FDUiFWHU�SURFHGLPHQWDO�\�FRQÁLFWLYR�TXH�
se viene desarrollando progresivamente tras las 
reformas legales; y (3) muchos de los exclusivos 
poderes mantenidos por el Estado no son com-
petencias en sentido estricto, lo que dependiendo 
del desarrollo del regionalismo italiano, puede, 
bien limitar de una forma sustancial el ámbito del 
autogobierno regional, o por el contrario, encajar 
las diferencias regionales.

Cada región posee una asamblea deliberativa o 
Consiglio compuesto por entre 30 y 80 miem-
bros elegidos por representación proporcional. El 
presidente de dicho Consiglio será elegido, bien 
por el mismo foro de representación regional o 
bien directamente por los electores regionales. 
En todo caso, el presidente liderará la Giunta re-
gional, responsable de funciones administrativas 
transferidas por el Gobierno central. Además, las 
responsabilidades regionales se encuentran deli-
PLWDGDV�HQ�HO�UHIRUPDGR�7tWXOR�9�GH�OD�&RQVWLWX-
ción italiana. En este sentido, el artículo 117 de la 
misma establece los límites competenciales de los 
gobiernos regionales. Entre las competencias re-
gionales encontramos la policía local, salud, pla-
QLÀFDFLyQ�XUEDQD��WXULVPR��DJULFXOWXUD��DVt�FRPR�
otras funciones constitucionales delegadas por le-
yes constitucionales. El artículo 118 de la Consti-
tución italiana complementa al anterior aportan-
do poderes administrativos de acompañamiento 
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a nivel regional. Sin embargo es el artículo 119 del 
texto constitucional el potencialmente más im-
portante para las regiones, puesto que garantiza 
VX�©DXWRQRPtD�ÀQDQFLHUDª��DXQTXH�VROR� OR�KDJD�
«dentro de las formas y de los límites establecidos 
por las leyes de la República, que coordinan esta 
autonomía». Además, los impuestos regionales 
también se garantizan por medio de este artícu-
OR��HQ�WDQWR�HQ�FXDQWR�VH�FRQÀJXUDQ�FRPR�FXRWDV�
de los impuestos estatales según «las necesidades 
de las regiones». Sin embargo, en la práctica, la 
minimalista interpretación de los citados artícu-
los 117, 118 y 119 por parte del Gobierno central, 
junto a la jurisprudencia también marcadamente 
centralista de la Corte Constitucional, han dilui-
do bastante la utilidad de los mismos.

En cualquier caso el paradigma del federalismo 
italiano reside en el hecho de que no es conse-
cuencia de un proceso perfectamente estructura-
do y orquestado que haya respondido a un plan 
SUHGHÀQLGR��VLQR�TXH�HV�HO�UHVXOWDGR��WRGDYtD�LQ-
concluso, de una serie de circunstancias y situa-
ciones históricas que han derivado en un modelo 
que mira con cierta admiración los sistemas fe-
derales alemán, belga o austriaco, pero que, sin 
duda, tiene grandes similitudes con el todavía 
más avanzado asimétrico regionalismo español. 

Francia

Al contrario de lo que sucede en Italia o España, 
)UDQFLD� HV�XQ�(VWDGR�XQLWDULR� WDO� \� FRPR�TXHGD�
enunciado en los primeros artículos de la Consti-
tución francesa de 1958. A pesar de los diferentes 
intentos de descentralización que se han sucedido 
en el país galo desde entonces, la debilidad de la 
misma radica, entre otros factores, en la gran frag-
mentación de competencias entre las diferentes 
entidades territoriales, así como consecuencia de 
la falta de jerarquía institucional entre regiones, 
departamentos y municipios. Todo ello, no solo 
diluye la visibilidad de la acción pública de las 
colectividades territoriales, sino también las res-
ponsabilidades políticas de los cargos electos. 

A pesar de todo lo anterior, no se puede argumen-
WDU�TXH�)UDQFLD�KD\D�VLGR�DMHQD�D�OD�WHQGHQFLD�GHV-
centralizadora y de regionalización que ha vivido 
el continente europeo desde la mitad del pasado 
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siglo. Como rasgos fundamentales de este mode-
lo de descentralización «a la francesa», a juicio de 
Ares (2010), podemos subrayar los que siguen: a) 
obtención de un modelo uniforme, diseñado por 
las instancias centrales, en el que las regiones tie-
nen un mismo estatuto (salvo excepciones mar-
ginales), carecen de poder de autoorganización y 
cuyas elecciones regionales son organizadas por 
el Gobierno de París; b) el acompañamiento al 
proceso de una desconcentración de la Adminis-
tración central, creciendo, por tanto, las atribucio-
nes del prefecto regional (una suerte de delegado 
del gobierno en la región), que se erige en interlo-
FXWRU�\�ÀVFDOL]DGRU�GH�OD�DFWLYLGDG�GHO�SUHVLGHQWH�
del Consejo Regional; c) refuerzo igualitario de 
todas las colectividades territoriales con la con-
siguiente disputa competencial entre regiones y 
departamentos; y d) ausencia de jerarquía entre 
las entidades sub-estatales. 

$FWXDOPHQWH��)UDQFLD�VH�GLYLGH�HQ�YHLQWLFLQFR�UH-
giones (las veinte metropolitanas —ley de 6 de ju-
nio de 1986— más las cuatro regiones de ultramar 
de Guadalupe, Martinica, Guayana y Reunión), 
además de la excepción constituida por la «Colec-
tividad Territorial» de Córcega, que con motivo 
de la ley de 13 de mayo de 1991 recibe la condi-
ción de «Colectividad con Estatuto Especial» (a 

pesar de lo cual no deja de ser una circunscrip-
ción administrativa bajo la jurisdicción del pre-
fecto de la región).

Dentro de este marco general, a pesar de las 
nuevas atribuciones competenciales derivadas 
de la ley de 13 de agosto de 2004, las regiones 
francesas suponen una administración de mi-
sión y prospección pero no de gestión, y gozan 
de escasas competencias exclusivas: transporte 
ferroviario y la construcción y el mantenimiento 
de centros de enseñanza secundaria. A pesar de 
ello, las regiones francesas ejercen responsabili-
dades (compartidas) en ámbitos de la trascen-
dencia del desarrollo económico, la ordenación 
del territorio, la formación profesional o el me-
dio ambiente. 

Institucionalmente, las regiones francesas cuen-
tan con un Consejo Regional y un presidente de 
ese Consejo Regional, cuyas atribuciones y fun-
cionamiento son una réplica del modelo de los 
departamentos. El Consejo Regional se constitu-
ye, por tanto, como una asamblea deliberante for-
mada por consejeros regionales, elegidos por su-
fragio universal directo en el marco de un sistema 
electoral proporcional pero con circunscripciones 
departamentales.

2º Congreso sobre Cooperación Descentralizada.   © Committee of the Regions.
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Tal y como se apreciaba en los supuestos ante-
riores, uno de los indicadores del grado de au-
tonomía regional es el derivado de la autonomía 
ÀQDQFLHUD�GH�ODV�UHJLRQHV��(Q�HVH�VHQWLGR�� OD�GH-
SHQGHQFLD�ÀQDQFLHUD�GH�WRGDV�ODV�HQWLGDGHV�VXE�
estatales francesas resulta más elevada respecto 
a los recursos del Estado central que en los casos 
de Italia y España. Y ello a pesar de la revisión 
constitucional de marzo de 2003 que pretendía 
paliar la tendencia a través de un cierto recono-
FLPLHQWR�GH�OD�DXWRQRPtD�ÀQDQFLHUD�GH�WRGDV�ODV�
colectividades territoriales. De cualquier manera, 
como subraya Ares (2010), el presupuesto anual 
de los Consejos Regionales (entre 600 y 800 millo-
nes de euros), es muy inferior al manejado por las 
regiones con poderes legislativos de la UE. Con-
cretamente, mientras que el gasto de los Consejos 
Regionales franceses supone el 12% del gasto del 
conjunto de las colectividades territoriales galas, 
la capacidad de gasto de las CCAA ronda el 70% 
del total del gasto de las entidades sub-estatales 
españolas. 

Si bien las regiones francesas van progresiva-
mente obteniendo competencias y reconocimien-
to institucional, el nivel regional sigue estando 
marginado a escala de representación política en 
)UDQFLD��DO�FRQWUDULR�GH�OR�TXH�VXFHGH�HQ�ORV�(VWD-
dos federales o en los fuertemente regionalizados 
(como España e Italia) de la UE. En la práctica, las 
competencias de las regiones francesas continúan 
siendo solo atribuidas por ley, y en ningún caso 
alcanzan aquellas de naturaleza legislativa. Sal-
vo en el caso del excepcional supuesto corso, la 
importancia relativa del espacio público regional 
dista de alcanzar la trascendencia que obtienen 
las regiones italianas o las CCAA españolas en 
sus respectivos países. 

Midiendo las asimetrías: indicadores de 
autoridad / autonomía regional 

Tal y como ha sido explicitado, los modelos de 
UHJLRQDOL]DFLyQ� GLÀHUHQ� D~Q� HQ� HO� FRQWH[WR� GHO�
Mediterráneo norte occidental. Al haber segui-
do fórmulas históricas y políticas diferentes (en 
ocasiones también contrapuestas y divergentes), 
las instituciones descentralizadas creadas en sus 
respectivos modelos no son siempre fácilmente 
comparables. En este último sentido, no se trata 
solo de una cuestión de denominación, sino que 
WDQWR�,WDOLD�FRPR�)UDQFLD�\�(VSDxD�KDQ�VLGR�WHVWL-
gos de un incremento evidente de la descentrali-
zación (tal y como ha sucedido en muchos otros 
países de la Europa Occidental), que sin embargo 
ha afectado de manera diferente las escalas políti-
cas y administrativas. 

(IHFWLYDPHQWH�� HQ� HO� JUiÀFR� ���� SRGHPRV� RE-
servar la tendencia descentralizadora en Italia, 
)UDQFLD� \� (VSDxD� D� WUDYpV� GHO� SDVR� GHO� WLHPSR��
De cualquier manera, la organización de estos 
tres países ha venido promoviendo una mayor o 
menor autonomía de sus entidades sub-estatales. 
Todos ellos han concedido con el paso del tiempo 
PiV�FRPSHWHQFLDV�\�DXWRQRPtD�ÀQDQFLHUD�WDQWR�D�
las regiones como a las CCAA. La importancia de 
los actores regionales (Gobiernos y Parlamentos, 
pero también partidos políticos) viene incremen-
tándose y no puede ser ignorada en la actualidad. 
La tendencia es prácticamente paralela en los 
tres países, comenzando desde un sistema rela-
tivamente centralizado después de la II Guerra 
Mundial, hasta obtener modelos bastante regio-
nalizados o descentralizados en la actualidad. A 
pesar de ello, mientras que Italia y España exhi-
ben niveles de descentralización muy elevados y 
KRPRJpQHRV��)UDQFLD�VH�KD�TXHGDGR�DWUiV�SXHVWR�
que sus regiones no son tan fuertes ni tan autóno-
mas como las italianas o las españolas. 
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Gráfico 2.1. 
Autonomía regional en Francia, Italia y España 
(1950-2010). Índice de autonomía regional a escala 
comparativa inter-estatal, compuesto por criterios/
indicadores como la autonomía fiscal, constitutiva, 
legislativa, o competencial, entre otros*  
(Una puntuación más elevada implica una mayor autonomía regional)

Fuente: (Hooghe, Marks y Schakel, 2010).
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* En función de las variables escogidas y de la ponderación de las mismas, los índices de autonomía y descentralización en países que gozan de una auto-
nomía regional elevada pero comparable (España o Italia) pueden oscilar situando a uno o a otro de los países por encima, sin ser ese posicionamiento en 
ningún caso representativo.
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Sin embargo, esas autonomías regionales no se 
encuentran uniformemente repartidas dentro de 
sus respectivos países. Existen diferentes niveles 
incluso dentro del marco de las propias entida-
des sub-estatales (en España existen CCAA pero 
también regiones, en Italia regiones y provincias 
\�HQ�)UDQFLD� UHJLRQHV�\�GHSDUWDPHQWRV���\�XQDV�
regiones son más autónomas que otras. De he-
cho, aquellos modelos políticos en los que existen 
diferencias respecto al grado de autonomía entre 

las regiones que los componen reciben la denomi-
nación de «asimétricos». Mientras que en el caso 
francés esta posibilidad apenas tiene trascenden-
cia en tanto en cuanto sus regiones tienen una au-
tonomía similar (salvo la excepción de Córcega, 
que disfrutó de un grado de autonomía superior 
al del resto de las regiones francesas entre 1982 
y 1990); tanto en España como en Italia existen 
ejemplos evidentes de asimetría en el marco de 
sus respectivos sistemas políticos. 

Gráfico 2.2. 
Autonomía regional en Italia (2010). Índice de 
autonomía regional, compuesto por criterios/
indicadores como la autonomía fiscal, constitutiva, 
legislativa, o competencial, entre otros  
(Una puntuación más elevada implica una mayor autonomía regional)

Fuente: (Hooghe, Marks y Schakel, 2010).
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&RPR�VH�SXHGH�REVHUYDU�HQ� ORV�JUiÀFRV�GHGLFD-
dos a la autonomía regional en Italia y España, 
ambos modelos presentan importantes diferen-
cias interregionales internas. En ambos casos, las 
provincias españolas e italianas tienen concedido 
un menor grado de autonomía que las CCAA es-
pañolas o que las regiones italianas (salvo la ex-
cepción de las provincias de Bolzano y Trento en 

Gráfico 2.3. 
Autonomía regional en España (2010). Índice 
de autonomía regional, compuesto por criterios/
indicadores como la autonomía fiscal, constitutiva, 
legislativa, o competencial, entre otros  
(Una puntuación más elevada implica una mayor autonomía regional)

Fuente: (Hooghe, Marks y Schakel, 2010).
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el norte de Italia). Además, tanto algunas regiones 
italianas como CCAA españolas tienen estatutos 
especiales que les proveen de una más amplia 
autonomía que la disfrutada por sus homólogas 
dentro de sus sistemas nacionales. Particularmen-
WH�QRV�UHIHULPRV�D�&HUGHxD��6LFLOLD��9DOOH�GH�$RVWD��
7UHQWLQR�$OWR�$GLJLR�\�)ULXOL�9HQHFLD�-XOLD�HQ�,WD-
OLD��R�HO�3DtV�9DVFR�\�1DYDUUD��HQ�(VSDxD��
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2.1.3. La actuación de las regiones en el marco de la Unión Europea

La competencia en materia de relaciones 
internacionales de las regiones

Para describir las relaciones que los Estados na-
cionales sostienen con otros Estados se ha habla-
do de política internacional o de política exterior. 
Como estas denominaciones han estado tradicio-
nalmente reservadas a los Estados cabe pregun-
tarse por el término a utilizar para referirnos a 
las relaciones que las regiones sostienen con otros 
Estados o regiones extranjeras. Por ello, autores 
como Petschen (1992) han defendido también 
para las regiones la idoneidad del término políti-
ca exterior. A su juicio, «existen algunas regiones 
que tienen una verdadera “política exterior”, en-
tendiendo por ello un conjunto de objetivos liga-
GRV�HQ�XQD�UHODFLyQ�GH�PHGLRV�DÀQHV��FRQ�ORV�TXH�
VH�SUHWHQGH�XQD�HÀFD]�LQFLGHQFLD�HQ�OD�HVIHUD�GHO�
SRGHU�\�GH�OD�LQÁXHQFLD�LQWHUQDFLRQDOª��

Sin embargo, académicamente se han buscado 
diversos términos para referirse exclusivamente 
a las relaciones exteriores que protagonizan las 
regiones. Desde la perspectiva jurídico-política se 
ha hablado de «actividades de relieve internacio-
nal», «actividades promocionales en el exterior», 
o «relaciones internacionales en sentido técnico 
o estricto», entre otras denominaciones. Desde 
la perspectiva de la diplomacia se han utilizado 
distintos neologismos, como «microdiplomacia», 
«paradiplomacia», o «protodiplomacia», unidos 
prácticamente de manera indistinta a adjetivos 
como «transfronteriza regional», «transregional», 
«global», «regional», «transfronteriza». 

La acción exterior o paradiplomacia regional, tér-
minos que utilizaremos de manera indistinta, es 
un fenómeno derivado de dos tipos de causas en 
función de su origen: las provenientes del inte-
rior de los Estados y las externas a los mismos. 
Las primeras incluyen tanto a aquellas comunes 

al conjunto del Estado, como las producidas es-
SHFtÀFDPHQWH� HQ� FDGD� XQR� GH� VXV� WHUULWRULRV��
mientras que las de origen externo, derivan de 
la globalización, la interdependencia o los pro-
cesos de integración supra-estatales (Ugalde, 
2005). De hecho, no sería comprensible la acción 
H[WHULRU�GH�)ODQGHV�VLQ�WHQHU�HQ�FXHQWD�HO�SURFHVR�
de construcción europea, el sentimiento naciona-
OLVWD�ÁDPHQFR��OD�HVWUXFWXUD�FRQVWLWXFLRQDO�EHOJD�
o las inquietudes personales del antiguo minis-
WUR�SUHVLGHQWH�ÁDPHQFR�/XF�9DQ�GHQ�%UDQGH�� R�
la de Cataluña sin comprender su nacionalismo 
burgués o los esfuerzos en el campo de la para-
diplomacia de su antiguo presidente, Jordi Pujol, 
o la extensión de la acción exterior actual toscana 
sin referirnos a dos de sus últimos presidentes re-
JLRQDOHV��9DQQLQR�&KLWL�\�&ODXGLR�0DUWLQL��HQWUH�
otros ejemplos.

Más allá de las causas, factores o variables que 
favorecen la paradiplomacia regional, la acción 
exterior de las regiones no es el resultado de la 
suma de decisiones puntuales sino que responde 
a una táctica, a una decisión política de carácter 
estratégico. Aunque no siempre se pueden es-
tablecer diferencias evidentes, puesto que hay 
situaciones intermedias y la estrategia puede es-
tar más o menos desarrollada, sí que es posible 
distinguir ciertas regiones que se han preocupado 
por dotarse de un plan sostenido por: principios 
inspiradores; objetivos a corto, medio y largo 
plazo; líneas de acción; cuadros de actividades; 
SULRULGDGHV�JHRJUiÀFDV��LPSOLFDFLyQ�VHFWRULDO�LQ-
terna; o evaluación de los resultados, entre otros. 
El desarrollo pormenorizado de estos planes de 
acción exterior, algo a lo que no se había presta-
do excesiva atención en las décadas anteriores, se 
debe según Keating (2008), a que ahora la ecua-
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ción coste/resultados resulta rentable para las 
regiones, motivo por el que depuran su estrategia 
incidiendo en las políticas que les resultan más 
EHQHÀFLRVDV��

El grado de extensión de la acción exterior de las 
regiones depende no solo de su estrategia, sino 
también de las características estructurales de 
la misma y de los recursos con los que cuenta. 
En ocasiones, las políticas exteriores de algunas 
regiones son incluso más ambiciosas que las de 
algunos países, pero eso siempre depende tanto 
de las diferencias entre los Estados, como igual-
mente de las diferencias entre las distintas regio-
nes dentro del mismo país. A escala general, las 
regiones suelen tener una estructura político/
administrativa (puede recibir distintas denomi-
naciones) en su propio territorio responsabiliza-
do de la coordinación de la presencia regional en 
el extranjero.

Aunque existe una multiplicidad de fórmulas 
para materializar esa presencia internacional de 
las regiones, una de las más costosas pero tam-
bién de mayor valor simbólico, es la de las redes 
o delegaciones de representación en el extranjero. 
Las más extendidas son las abiertas en Bruselas, 
que suelen tener por lo general funciones de in-
formación, de seguimiento de las iniciativas le-
gislativas comunitarias, de establecimiento de re-
des de contactos, y de asesoría regional en temas 
europeos. Insistimos en que aparte del valor de 
su trabajo, cuenta y mucho el aspecto simbólico 
que ha llevado a regiones con conciencia de na-
FLyQ�FRPR�)ODQGHV�R�&DWDOXxD��D�DEULU�YDULDV�GH-
legaciones de representación, o que ha llevado a 
académicos como el belga De Winter (De Winter, 
Gómez Reino y Lynch, 2006) a referirse habitual-

PHQWH�D� OD�RÀFLQD�FDWDODQD�GH�%UXVHODV��FRPR�OD�
embajada catalana en la capital europea. 

$GHPiV�GH�HVWD�IyUPXOD�WDQ�HVSHFtÀFD��ODV�UHJLR-
nes con una estrategia europea más avanzada 
han desarrollado unos «cuadros de actividades 
internacionales» (Ugalde, 2005) muy pormenori-
zados, entre las que se incluyen los viajes, las vi-
sitas y las actividades promocionales, dirigidos a: 
establecer o consolidar relaciones institucionales 
o intercambios económicos con Estados, regiones, 
organizaciones internacionales u otras entidades; 
publicitar las características del propio territorio; 
formalizar acuerdos exteriores de colaboración 
con otros gobiernos y entidades; fomentar la pre-
sencia regional en redes de cooperación, las orga-
nizaciones internacionales y asociaciones interre-
gionales; o potenciar la participación regional en 
la cooperación al desarrollo, o la vinculación con 
las comunidades en el exterior, entre otros. 

El hecho de que las regiones se hayan conciencia-
do de la necesidad de sostener una acción exterior, 
para la que han diseñado unas estrategias y han 
dispuesto unos medios, implica que la paradi-
plomacia tiene unos efectos importantes sobre las 
relaciones internacionales contemporáneas. No en 
vano, la extensión del fenómeno a escala europea 
se explica por el interés de las regiones por hacer 
política europea de las cuestiones internas. Y lo 
que es más importante, el Estado-Nación no es ya 
el único actor con capacidad para comprometerse 
contractualmente en el ámbito internacional, ni 
tampoco el único que tiene acceso a las organiza-
ciones internacionales. Es decir, el desarrollo de 
la paradiplomacia regional ha provocado que el 
Estado ya no ostente el monopolio de la represen-
tación internacional (Paquin, 2005).
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La presencia de las regiones en la Unión 
Europea

Solo la toma de conciencia de las propias regiones 
\�OD�FRQÀJXUDFLyQ�GH�QXPHURVDV�DVRFLDFLRQHV�LQ-
WHUUHJLRQDOHV�PX\�LQÁX\HQWHV�FRPR�OD�$VDPEOHD�
de las Regiones de Europa (1984), pusieron a mi-
tad de la década de los ochenta el tema regional 
en el escaparate comunitario. La Unión Europea 
no pasó por alto esta realidad a inicios de los 
QRYHQWD��FRQ� OD�ÀUPD�GHO�7UDWDGR�GH�0DDVWULFKW�
(1992). Entre otros avances, el más visible fue la 
creación del Comité de las Regiones, controverti-
do foro de expresión en el que conviven regiones 
y autoridades locales europeas. 

6LQ�HPEDUJR��DSHQDV�XQRV�DxRV�PiV�WDUGH��D�ÀQD-
les de los noventa surgió un evidente desencanto 
regional, que perdura en la actualidad. Ya enton-
ces era evidente que el nivel regional o sub-estatal 
de gobierno no estaba en condiciones de sustituir 
al nacional. Pronto se tomó conciencia de la nece-
sidad de reformular el modelo de participación 
de las regiones en la UE del siglo XXI. Sin embar-
go, y pese al interés demostrado por algunas de 
las regiones más extensas, pobladas y poderosas 
de Europa (plasmadas, en su participación, entre 
otros foros, en la Convención Europea de 2002-
2003; la fallida Constitución europea de 2004, y 
Tratado de Lisboa de 2007), solo se han logrado 
limitados avances en relación al papel de las re-
giones en la UE.

Detrás de esta realidad existen diferentes con-
dicionantes. De una parte, la UE es todavía más 
una unión económica que política. De otra, se 
trata de una organización supranacional consti-
tuida originaria y tradicionalmente por Estados y 
no por regiones, no estando dispuestos los países 
miembros a ceder a las regiones competencias de 
manera gratuita. «El paso de los años ha quitado 
OD�UD]yQ�D�TXLHQHV�D�ÀQDOHV�GH�ORV�RFKHQWD�KDEOD-
ban de una Europa de las Regiones. En cambio, 
ese idealismo inicial parece haberse rebajado ac-
tualmente a una Europa con las Regiones, siendo 

estas un nivel de gobierno que coopera, pero que 
de ninguna manera sustituye al de los Estados 
miembros» (Tuñón y Dandoy, 2009).

A pesar de ello, el incremento de oportunidades 
de participación de las regiones europeas en el 
proceso decisional de la UE durante las últimas 
dos décadas, ha sido evidente. Los canales de 
acceso, tanto formales como informales, a través 
de los cuales las entidades sub-estatales europeas 
pueden hacer llegar sus reivindicaciones a Bru-
selas se han incrementado notablemente desde 
ÀQDOHV�GH�ORV�RFKHQWD��$FWXDOPHQWH��ODV�UHJLRQHV�
tienen la posibilidad de participar, bien directa, 
bien indirectamente, a través del Estado del que 
forman parte, en el Consejo de Ministros de la 
Unión Europea; pero también pueden participar 
directamente en los comités de la Comisión Eu-
URSHD��GLVSRQHU�GH�XQD�RÀFLQD�GH�UHSUHVHQWDFLyQ�
regional en Bruselas, participar en el seno del 
Comité de las Regiones, así como involucrarse en 
diferentes asociaciones interregionales.

Aunque los avances del fenómeno regional ha-
yan sido limitados desde mitad de los noventa, 
hoy en día el papel de las regiones en la UE tie-
ne una importancia, que al menos en el caso de 
aquellas con capacidades legislativas, debe crecer 
GH� PDQHUD� VLJQLÀFDWLYD� HQ� HO� IXWXUR� SUy[LPR��
Esto no sucederá como consecuencia de la sus-
titución de los Estados por regiones, sino por la 
cristalización de las posibilidades abiertas por el 
principio de subsidiariedad. Concretamente, por 
la puesta en funcionamiento del innovador Me-
canismo de Alerta Temprana, que permite, en el 
contexto del Tratado de Lisboa, a los Parlamentos 
sub-estatales una participación en el proceso de 
toma de decisiones europeas, de la que nunca ha-
bían gozado las regiones hasta la fecha. 

El principio de subsidiariedad, que desde el 
Tratado de Maastricht viene ocupando un lugar 
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privilegiado en el debate sobre la reforma insti-
WXFLRQDO�GH�OD�8(��WLHQH�OD�ÀQDOLGDG�GH�JDUDQWL]DU�
que la adopción de decisiones se efectúe lo más 
cerca posible de los ciudadanos, contribuyendo 
a reforzar la legitimidad democrática de la UE, 
algo muy relevante en la presente situación de 
crisis interna que vive el proceso de europeiza-
ción. Con su aparición en la Constitución europea 
y su posterior revisión en el Tratado de Lisboa, 
la subsidiariedad se ha reforzado añadiendo un 
protocolo sobre la aplicación de los principios de 
subsidiariedad y proporcionalidad. 

En este sentido, la innovación esencial ha sido el 
Mecanismo de Alerta Temprana, que posibilita 
que los Parlamentos nacionales, pero también 
los Parlamentos regionales que posean compe-
tencias legislativas en Estados de estructura te-
rritorial descentralizada, realicen un control po-
lítico previo acerca del respeto del principio de 
subsidiariedad de las iniciativas legislativas de 
la Unión. Ello permitirá a los Parlamentos regio-
nales aportar su criterio sobre el cumplimiento 
del principio de subsidiariedad de unas acciones 
comunitarias que pueden limitar o bloquear no 
solo competencias estatales, sino también regio-
nales. «No se trata de una cuestión menor, puesto 
que en el seno del proceso de co-decisión, unas 
determinadas mayorías compuestas, entre otros, 
por Parlamentos sub-estatales, pueden no solo 
obligar a un nuevo estudio del proyecto de los 
actos legislativos, sino también en algunos casos, 
incluso a desestimarlos» (Tuñón y Dandoy, 2009). 

La aplicación efectiva de este Mecanismo de 
Alerta Temprana supondrá un notable avance 
desde la perspectiva de la democracia y de la in-
teracción entre el nivel comunitario y el regional. 
De hecho, la participación de los Parlamentos 
regionales constituye una fórmula indirecta de 
control de las actuaciones de los Gobiernos de 
los Estados miembros, dentro del proceso deci-

sional europeo. En este sentido, el debate acerca 
de la subsidiariedad debería evolucionar y dejar 
de centrarse en el reparto competencial, para 
profundizar en la mejora de la cooperación y la 
transparencia necesarias dentro del proceso de 
FRQÀJXUDFLyQ�GH�ODV�SROtWLFDV�HXURSHDV��UHVSHWDQ-
do tanto las funciones como la representatividad 
de cada uno de los niveles de gobierno, el sub-
estatal incluido.

Por todo lo anterior, resulta actualmente inconce-
bible hablar de la gobernanza europea sin hacer 
referencia a su dimensión de múltiples niveles de 
poder. La UE, sus Estados y sus regiones (que ya 
no son meros escenarios de la europeización sino 
verdaderos actores en el proceso de toma de deci-
siones) necesitan interactuar conjuntamente para 
avanzar y progresar.

Mecanismos de activación regional 
respecto a la Unión Europea

Como bien se ha subrayado, es innegable el incre-
mento de oportunidades de participación de las 
regiones europeas en el proceso decisional de la 
UE durante las últimas dos décadas. Los canales 
de acceso, tanto formales como informales, a tra-
vés de los cuales las entidades sub-estatales euro-
peas pueden hacer llegar sus reivindicaciones a 
Bruselas se han incrementado notablemente desde 
ÀQDOHV�GH� ORV�RFKHQWD��'HVGH�DTXHOODV�SULPLWLYDV�
experiencias de cooperación transfronteriza desa-
rrolladas en la década de los setenta, se ha pasado 
en la actualidad a una multiplicidad de fórmulas 
de movilización de las que participan en mayor o 
menor medida la práctica totalidad de regiones 
HXURSHDV��)DUJLRQ��0RUOLQR�\�3URIHWL��������

Podemos advertir en todo caso la distinción en-
tre canales o mecanismos de activación directos y 
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aquellos indirectos o mediados. Aunque la reali-
dad del proceso de integración europeo haga que 
no en todos los casos la distinción sea clara, cuan-
do hablamos de mecanismos de movilización di-
rectos nos referimos a los canales de activación 
que ponen en contacto de forma inmediata a las 
regiones europeas con las instituciones u órganos 
de la UE. Por el contrario, entendemos por me-
canismos indirectos los canales que prevén que 
esa relación transcurra a través de los Gobiernos 
QDFLRQDOHV��(Q�IXQFLyQ�GH�OD�DQWHULRU�FODVLÀFDFLyQ��
estipulamos que actualmente existen preferente-
mente cinco mecanismos de movilización direc-
tos y uno indirecto. Entre los directos incluimos la 
participación regional en el Consejo de Ministros 
de la UE, aquella que efectúan las entidades sub-
estatales en los comités de la Comisión Europea, 
OD�GLVSRVLFLyQ�GH�OD�RÀFLQD�GH�UHSUHVHQWDFLyQ�UH-
gional en Bruselas, la participación en el seno del 
Comité de las Regiones, así como la involucración 
en diferentes asociaciones interregionales. Por su 
parte, el mecanismo indirecto consiste en la parti-
cipación regional en los instrumentos de concer-
tación internos de la voluntad estatal a defender 
ante las instituciones de la UE y preferentemente 
en el Consejo de Ministros de la UE. 

Hace tiempo que las regiones europeas con ma-
yores capacidades se concienciaron de que para 
SRGHU�WHQHU�DOJXQD�LQÁXHQFLD�VREUH�ODV�GHFLVLR-
nes europeas no podían seguir esperando a que 
la UE se acercase a ellas, sino que debían tomar 
la iniciativa para participar del proceso decisio-
nal europeo. Por ello, actualmente muchas de las 
regiones europeas hacen uso de los cauces de 
activación ascendentes para conseguir que sus 
intereses sean escuchados en Bruselas. Algunas 
de ellas participan directamente en el Consejo 
de Ministros de la UE, bajo diferentes fórmulas 
convenidas con los Estados de los que forman 
parte y de manera más o menos formal en fun-
ción de los casos y las situaciones. A pesar de 
haber sido la anterior la ancestral reivindicación 
de las regiones con mayor conciencia de nación 
a escala europea, en muchas ocasiones se ha de-

mostrado más efectivo el cauce indirecto de la 
participación en el Consejo a través del propio 
Estado nacional.

)XHUD�GHO�&RQVHMR�GH�0LQLVWURV��XQR�GH�ORV�IRURV�
abiertos a la participación regional que ofrece 
unas mayores posibilidades de impacto, sobre 
todo al inicio del proceso legislativo europeo, 
es el de la Comisión Europea, a través del más 
formalizado proceso de la comitología, pero tam-
bién a partir de las informales pero muy efectivas 
técnicas de lobbying que ejercen los funcionarios 
regionales sobre los de la institución europea. 
Muchos de esos funcionarios regionales están 
destacados de manera permanente en la capital 
europea formando parte de la delegación regio-
nal en Bruselas. Estas delegaciones, en algunos 
casos «cuasi embajadas», conforman un mecanis-
mo aprovechado por la práctica totalidad de las 
regiones europeas, como fórmula para gestionar 
GH�XQD�PDQHUD�PiV� FHUFDQD�\�HÀFD]�HO� UHVWR�GH�
canales de activación regional europea.

Tampoco renuncian las regiones europeas a par-
ticipar en algunos otros foros fuera de las insti-
tuciones comunitarias. El Comité de las Regiones 
es concebido por algunas estrategias regionales 
como un foro de escaso impacto directo pero de 
enorme visibilidad y reconocimiento político; 
mientras que algunas de las más poderosas aso-
ciaciones interregionales conforman potentísi-
mos grupos de lobbying, con elevadas opciones 
de impacto sobre las decisiones europeas. 

Tanto las regiones que optan por la utilización de 
unos mecanismos en detrimento de otros, como 
las que desarrollan unas estrategias más extensas, 
ponderan unos cauces sobre otros ya que tienen 
la convicción de que no todos ellos les resultan 
igualmente efectivos. Así, la utilización de unos 
mecanismos u otros, pero también el impacto 
regional a través de cada uno de los mismos de-
penden de diferentes factores. De una parte, los 
independientes de la composición de la arqui-
tectura institucional interna regional a una triple 
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escala: ejecutiva, legislativa y administrativa; o el 
nivel nacional, que comprende básicamente la es-
tructura constitucional a escala nacional que dota 
a la región de unas competencias más o menos 
extensas así como de unos elementos de coordi-
nación formales tanto con el Gobierno como con 
la administración central. De otra parte, una se-
rie de factores externos más o menos relevantes 
para cada una de las regiones europeas, entre los 
que cabe reseñar: la cuestión socio-económica, el 
VHQWLPLHQWR�GH�LGHQWLGDG�UHJLRQDO��OD�DÀQLGDG�SR-
lítica entre los Gobiernos regional y nacional, la 
estabilidad y la duración de las mayorías de go-
bierno regionales, el interés exhibido por las elites 
políticas regionales, o la sinergia de las mismas 
con las administrativas.

Por último, debemos reseñar que los mecanismos 
de activación regional europea conforman un ám-
bito en continua evolución y transformación. De 
ahí, que en muchas ocasiones los cauces informa-
les, aquellos a los que la literatura apenas hace 
vagas referencias, sean los más efectivos. Estos 
cauces más informales, por su propia naturaleza 
PHQRV�ÀVFDOL]DGRV��SHUPLWHQ�D� ODV� UHJLRQHV�XQD�
interacción a escala europea mucho más directa 
que les aporta una aproximación en ocasiones 
singular, y muchas veces diferenciada. Ese valor 
añadido se pierde desde el momento en el que la 
utilización de esos cauces informales se generali-
za y se opta por «poner las cartas sobre la mesa», 
es decir, por la formalización de los mismos. En 
GHÀQLWLYD�� \D� UHVXOWD� LPSRVLEOH� QHJDU� TXH� ODV�
regiones ejercen una paradiplomacia y acción 
exterior a escala europea, y que desarrollan una 
más o menos sistemática, extensa y efectiva es-
trategia de activación ascendente europea. Con 
OD�LQWHQFLyQ�GH�VHU�WHQLGDV�HQ�FXHQWD�\�GH�LQÁXLU�
en el proceso decisional europeo, las entidades 
sub-estatales europeas utilizan toda una serie de 
mecanismos, cauces y vías (de mayor o menor 
formalización) para que sus voces sean cada vez 
más escuchadas en Bruselas.
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2.2.
Nuevos marcos de cooperación 
mediterráneos y la participación y 
aportación de las regiones: Consejo 
de Ministros, Comité de las Regiones, 
REG-LEG, ARLEM, CRPM, ARFE, ARE, 
entre otros foros

2.2.1. El nivel estatal: Italia, Francia y España

Consejo de Ministros de la Unión Europea

El Consejo de Ministros de la Unión Europea 
viene siendo por excelencia el foro decisional 
comunitario, si bien la institucionalización de la 
formación del Consejo Europeo, compuesta por 
los jefes de Estado y Gobierno, le ha quitado el 
monopolio de la representación de los intereses 
estatales en el seno de la Unión. A pesar de ello, el 
Consejo de Ministros es asimismo la única insti-
WXFLyQ�HXURSHD�FX\D�GHÀQLFLyQ�MXUtGLFD�FRQWHQLGD�
en los Tratados posibilita la presencia de repre-
sentantes sub-estatales, aunque la misma deba 
circunscribirse a la defensa de los intereses de 
todo el Estado. 

Hasta la entrada en vigor del Tratado de Maas-
tricht tan solo los miembros de los gobiernos na-
cionales podían formar parte de los Consejos de 
Ministros de la UE. Sin embargo, con el entonces 
artículo 146 del Tratado de la Comunidad Econó-
mica Europea, se pasó a admitir que el Consejo de 
Ministros estuviese formado por «un represen-

tante de cada uno de los estados miembros a ni-
vel ministerial, habilitado para desarrollar el go-
bierno de dicho estado miembro». Esta novedad 
dentro del marco legal comunitario, adoptada a 
iniciativa belga y patrocinada por la movilización 
de los länder alemanes que anhelaban su posible 
participación directa en el Consejo de Ministros, 
hizo posible la inclusión, desde noviembre de 
1993, de representantes de las regiones en las de-
liberaciones del Consejo de Ministros de la UE, 
siempre que acreditasen su rango ministerial. 
Por tanto, dentro del marco legal europeo, la hi-
potética participación directa de representantes 
regionales en las deliberaciones del Consejo de 
Ministros de la UE, siempre en representación del 
conjunto de su propio Estado, es factible desde 
ÀQDOHV�GH�������(V�QHFHVDULR�UHVHxDU�TXH� OD�SDU-
ticipación de ministros regionales es tan solo una 
posibilidad y no una exigencia, por lo que no se 
obliga a la utilización de una representación re-
gional sino que solo se facilita, reservándose a los 
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Estados la decisión tanto de aprovechar tal posi-
bilidad, como la manera de hacerlo.

De hecho, esta posibilidad del Tratado ha termi-
nado por ser aplicada principalmente en aque-
llos países en los que existen «representantes de 
nivel ministerial» a escala regional, es decir, en 
los Estados federales de Alemania, Austria y Bél-
gica. Asimismo, ha sido posible también en los 
casos del Reino Unido, Portugal (solo puntual-
mente en los supuestos de Azores y Madeira), y 
también desde diciembre de 2004 en el supuesto 
del profusamente regionalizado Estado español1. 
La diferencia sustancial entre los supuestos de 
los países federales de Austria, Bélgica y Alema-
nia con respecto a los de los demás países cuyas 
entidades sub-estatales han participado en el 
Consejo de Ministros, radica en que mientras que 
en el caso de los primeros esa participación es un 
derecho constitucionalmente establecido que el 
Gobierno central no puede obviar ni limitar, en 
los demás supuestos es una posibilidad que se 
rige por el régimen de la invitación de los Go-
biernos centrales a sus entidades sub-estatales, y 
que como toda invitación puede formularse o no, 
e incluso una vez formulada cabría la posibilidad 
de retirarla, algo legalmente imposible en el caso 
de los primeros. 

Aunque el Consejo de Ministros de la UE es un 
órgano unitario, debido a la cantidad de distin-
tas políticas comunitarias tratadas se viene arti-
culando funcionalmente en consejos sectoriales, 
FX\D�FRPSRVLFLyQ�GLÀHUH�HQ�IXQFLyQ�GH�ODV�iUHDV�
temáticas. Corresponde pues a los mismos Esta-
dos escoger en función de las materias a discutir 
a los representantes sub-estatales capacitados 
para participar. Pero no solo eso, sino que tam-
bién depende de la elección jurídico-política de 

cada uno de los Estados miembros la decisión 
sobre el papel, el rol y la medida en la que se con-
siente a los representantes regionales participar 
en las sesiones del Consejo. Sobre esta elección, 
el Tratado no hace a los Estados ninguna suge-
rencia a que tengan en cuenta su propia articu-
lación territorial. 

Como la existencia de una colectividad de perso-
nas que pueden representar al Estado en el Con-
sejo posibilita la participación regional más allá 
GH�OD�ÀJXUD�GHO� MHIH�GH�OD�GHOHJDFLyQ��OD�SUiFWLFD�
de los Estados ha dado lugar a tres tipos de si-
tuación:

(a) El Gobierno central está constitucionalmente 
obligado a designar a un ministro regional 
como jefe de la delegación al tratarse asuntos 
que internamente sean de competencia re-
gional. Ese ministro dirige las negociaciones 
con el resto de los representantes europeos, 
expone la posición del Estado al que perte-
nece y emite los votos que le correspondan al 
mismo. Este tipo de sistema se viene utilizan-
do en Alemania y en una modalidad particu-
larmente compleja en Bélgica, tal y como se 
analiza en el capítulo valón de este trabajo de 
investigación.

(b) Existe un acuerdo interno por el cual los mi-
nistros regionales pueden, en los casos en los 
que así se decida y con autorización expresa 
del Gobierno central, actuar como jefes de la 
delegación nacional. Este es el caso de Aus-
tria e Italia.

(c) El Gobierno central puede acompañarse de 
ministros regionales que participen en las 
negociaciones bajo la dirección del represen-

1 En España la fórmula fue rechazada por los sucesivos Gobiernos centrales hasta que, en 2004, el nuevo Ejecutivo socialista dispuso los medios oportunos 
para la implementación de la posibilidad. Concretamente en la reunión de la entonces Conferencia de Asuntos Relacionados con las Comunidades Europeas 
(CARCE) de 9 de diciembre de 2004 se acordó la incorporación a la delegación española en las reuniones de las formaciones de: empleo, política social, 
sanidad y consumo; agricultura y pesca; medio ambiente; y educación, juventud y cultura, de un miembro con rango de consejero de un Gobierno autonómico, 
para representar a las CCAA en los asuntos que incidiesen en sus competencias. Como representante de pleno derecho de la delegación española de!ende el 
interés conjunto de las CCAA y su elección se efectúa siguiendo un sistema rotatorio. 
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tante nacional. Pueden hablar en la sala del 
Consejo de Ministros en los casos en los que 
el jefe de la delegación les autorice, pero no 
pueden emitir el voto nacional. Se trata del 
caso del Reino Unido (en los supuestos esco-
cés, galés y norirlandés), de Portugal (para 
Azores y Madeira), y de España.

Las posibilidades de participación regionales en 
el Consejo de Ministros de la UE han sido objeto 
de distintas valoraciones tanto académicas como 
políticas. Y es que si bien es innegable el valor 
simbólico de la participación regional directa en 
el Consejo de Ministros de la UE (sobre todo en 
el caso de las regiones europeas con conciencia de 
nación), también es cierto que esa participación 
directa no implica automáticamente un incremen-
WR� GH� OD� LQÁXHQFLD� UHJLRQDO� VREUH� ODV� GHFLVLRQHV�
europeas. El motivo deriva de que ninguno de 
los modelos nacionales arbitrados contempla la 
participación regional en defensa únicamente de 
sus particulares intereses regionales, sino que por 
el contrario esas participaciones deben realizarse 
bajo el prisma de los intereses del conjunto de las 
entidades sub-estatales del Estado en cuestión, 
siguiendo un más o menos complejo sistema de 
rotación entre las mismas, y desarrollando leal-
mente las directrices marcadas por los diferentes 
modelos de conformación de las posiciones eu-
ropeas de cada uno de los Estados. Por ello, no 
HV�WDQ�LPSRUWDQWH�VHQWDUVH�HQ�OD�VLOOD�FRPR�LQÁXLU�
decisivamente en la posición nacional a defender 
en Bruselas. 

Comité de las Regiones

El Comité de las Regiones (CdR) es uno de los ór-
ganos consultivos de la Unión Europea. Su cons-
titución en 1994 como consecuencia del Tratado 
de Maastricht supone la forma más elevada de re-
conocimiento de la realidad del progresivo invo-
lucramiento de las estructuras de gobierno sub-
estatales en el proceso decisional europeo. Y es 
que casi cuatro décadas más tarde del nacimiento 
de la UE, las regiones europeas conseguían dis-

poner de un organismo representativo que les sir-
viese para hacer llegar directamente los intereses 
regionales a los centros de decisión europeos. En 
el momento de su institución el CdR estaba for-
mado por 222 miembros efectivos con mandato 
HOHFWLYR� QRPLQDGRV� RÀFLDOPHQWH� SRU� HO� &RQVHMR�
de la UE a propuesta de los Estados miembros 
y por periodos de cuatro años. Con las sucesivas 
adhesiones de nuevos Estados miembros, las di-
mensiones del organismo han aumentado. Así, en 
mayo de 2004 aumentó hasta los 317 miembros 
provenientes de 25 Estados y en representación 
de todos los niveles de gobierno inferiores al es-
tatal, incluidos las regiones, las provincias, los 
condados, los municipios y los distritos. Y el 1 
de enero de 2007, el CdR experimentó su última 
ampliación, quedando su número de miembros 
establecido en 344 tras la adhesión de Rumanía 
y Bulgaria. 

Estructuralmente el CdR está dirigido por el 
Gabinete de Presidencia, del que forman parte 
el presidente y los numerosos vicepresidentes. 
Asimismo, cabe subrayar dentro de la presiden-
FLD�OD�ÀJXUD�GHO�YLFHSUHVLGHQWH�SULPHUR��GLIHUHQ-
te de los demás vicepresidentes), a la que el CdR 
concede especial importancia, ya que según el 
artículo 38.3 de su reglamento interno sustituye 
al presidente en su ausencia o impedimento. La 
estructura organizativa se articula por medio del 
Secretariado General y la Asamblea Plenaria (en 
la que participan todos los miembros y que adop-
ta las opiniones, las resoluciones, el presupuesto, 
el reglamento y elige los cargos). Junto a la Asam-
blea General, podemos encontrar dos órganos de 
eminente poder de decisión político. De una par-
te, el Bureau Político, que articula el mandato po-
lítico del CdR, implementando y coordinando el 
trabajo de las sesiones plenarias. De otra parte, el 
CdR está dividido en seis comisiones (Política de 
Cohesión Territorial; Política Económica y Social; 
Educación, Juventud, Cultura e Investigación; 
Medio Ambiente, Cambio Climático y Energía; 
Ciudadanía, Gobernanza y Asuntos Instituciona-
les y Exteriores; y Recursos Naturales), que tienen 
la responsabilidad sectorial de apoyar la prepara-
ción de las opiniones (no vinculantes) del organis-
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mo a propuesta de la Comisión Europea. La com-
posición de ambos órganos no deriva solo de una 
serie de cuotas nacionales sino que tiene relación 
con las capacidades y dimensiones y fortalezas 
de las regiones. Como resultado, muchos cargos 
son compartidos entre las regiones que forman 
parte del organismo: de esta manera se comparte 
la presidencia y la vicepresidencia, un lugar en el 
Bureau Político, o las presidencias y vicepresiden-
cias de las Comisiones. Además, el CdR cuenta 
con una estructura administrativa propia forma-
da por casi un centenar de funcionarios, junto al 
medio millar que comparte con el Comité Econó-
PLFR�\�6RFLDO��XELFDGR�HQ�HO�PLVPR�HGLÀFLR��

Los miembros del CdR (tanto los 344 titulares 
como sus 344 suplentes) son elegidos por el Con-
sejo de Ministros por periodos de cuatro años 
según la propuesta de los Estados miembros. Si 
bien cada uno de los países tiene libertad para 
escoger a sus representantes, se recomienda que 
ODV�GHOHJDFLRQHV�QDFLRQDOHV�UHÁHMHQ�OD�FRUUHVSRQ-
GLHQWH�GLYHUVLGDG�SROtWLFD��JHRJUiÀFD�\�UHJLRQDO�
local del Estado al que representan. En base a los 
repartos internos de cada una de las delegacio-
nes, mientras que todas las regiones belgas, ale-
manas, austriacas, británicas y españolas están 
representadas, solo catorce regiones italianas y 
doce francesas pueden estar representadas du-
rante cada periodo en el CdR. Concretamente, 
,WDOLD�\�)UDQFLD�UHSDUWHQ�ORV����DVLHQWRV�TXH�OHV�FR-
rresponde a cada uno, no solo entre sus regiones, 
sino también entre sus ciudades y provincias o 
departamentos. Una situación que contrasta con 
OD�GH�UHJLRQHV�EHOJDV�FRPR�)ODQGHV�\�9DORQLD��TXH�
tienen seis y tres puestos respectivamente, Esco-
cia con cuatro representantes, o diferentes länder 
alemanes con dos asientos, por nombrar solo al-
gunos ejemplos. 

El CdR tiene como objetivo primordial la defen-
sa del principio de subsidiariedad, motivo por 
el cual actualmente tiene dos funciones primor-
diales. De una parte, debe ser consultado por la 
CE, el Consejo de Ministros, y por el Parlamento 
Europeo, en relación a aquellas políticas comuni-
tarias que supongan responsabilidades regiona-

les (cohesión económica y social, redes europeas, 
sanidad, educación, juventud y cultura); de otra, 
tiene la posibilidad de presentar informes a ini-
ciativa propia. En el momento de su creación, el 
CdR pareció ser un acicate sobre todo para aque-
llos presidentes regionales alemanes, belgas, ita-
lianos y españoles que apostaban por un fuerte 
tercer nivel en Europa que representase a las re-
giones y a las naciones sin Estado. Sin embargo, 
durante este tiempo el órgano europeo ha tenido 
un recorrido difícil y controvertido, ya que desde 
el inicio de sus actividades se ha encontrado con 
handicaps insalvables. Al no poseer una estruc-
tura adecuada ni disfrutar de recursos autóno-
mos, no ha sido capaz de obtener una verdadera 
LQÁXHQFLD�GHQWUR�GH� OD�SROtWLFD�HXURSHD��SHUR�QL�
siquiera de aportar como prometía legitimidad 
democrática a la UE, o informar y potenciar la 
involucración de los ciudadanos comunitarios. 
El transcurso del tiempo ha revelado que los po-
deres del CdR son demasiado débiles, porque 
aunque debe ser consultado, sus resoluciones no 
son vinculantes. Además, su composición es de-
masiado heterogénea ya que va desde REG-LEG 
con 18 millones de habitantes hasta pequeñas au-
toridades locales, e impide muchas de las veces 
encontrar posiciones comunes acerca del futuro 
de Europa. De hecho, estas limitaciones han lle-
vado a las regiones belgas o a los länder alemanes 
a desentenderse de una fórmula de participación, 
muy descafeinada a su juicio, respecto a las po-
sibilidades ofrecidas por el Consejo de Ministros 
(Philippart, 1997). 

/DV� GHVFULWDV� OLPLWDFLRQHV� GHO� &G5� VH� UHÁHMDQ�
también en la muy mejorable visibilidad de la 
que disfruta el organismo, en tanto en cuanto 
resulta casi desconocido para la opinión pública. 
&RQFUHWDPHQWH�QXHVWUR�JUiÀFR�����LOXVWUD�OD�SUR-
porción de la población del conjunto de la UE, 
SHUR� WDPELpQ� HQ� ORV� FDVRV� HVSHFtÀFRV� GH� ,WDOLD��
)UDQFLD� \� (VSDxD�� TXH� FRQRFHQ� OD� H[LVWHQFLD� GH�
las diferentes instituciones y órganos de la UE. 
Los datos aportados son concluyentes. Entre las 
instituciones y órganos de la UE examinados, el 
CdR es claramente el menos conocido por la ciu-
dadanía europea (28%). Un índice alarmante si 



lo comparamos con el muy popular Parlamento 
Europeo (90%), la Comisión Europea (81%) o el 
Banco Central Europeo (78%). A escala estatal, 
a pesar de existir apenas pequeñas diferencias 
entre los Estados analizados, sí que podemos ad-
vertir unos resultados más diferenciados, princi-
palmente en el caso francés y con respecto al co-
nocimiento sobre el CdR. Mientras que las cifras 
españolas se mueven en torno a un tercio de la 
población (34% en España y 33% en Italia), solo 
el 17% de los franceses tienen conocimiento del 
mismo. Las menores autonomías y capacidades 
de las regiones francesas respecto a sus homó-
logas italianas y españolas ayuda a explicar esta 
baja popularidad. 

Gráfico 2.4. 
Popularidad de instituciones y órganos de la UE 
en Francia, Italia y España

Fuente: elaboración propia a partir de los datos del Eurobarómetro 73 (2010).
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Más allá de la popularidad podemos comparar 
también el nivel de participación que han veni-
do demostrando las regiones de estos tres países. 
Como vimos, no solo las regiones españolas son 
las únicas que tienen asegurada en su totalidad 
su participación permanente en el CdR, sino que 
mientras que tres o cuatro regiones españolas han 
estado tradicionalmente representadas en el Bu-
reau Político del organismo, solo entre uno y tres 
representantes de las regiones italianas y fran-
cesas han hecho lo propio. Esta diferencia debe 
ser explicada por el hecho de que las delegacio-
nes francesa e italiana están compuestas por un 
mayor número de representantes provinciales y 
locales que la española. De hecho, durante el pre-
sente 2011 las CCAA de Castila y León, y Murcia 
ocupan dos vicepresidencias, mientras que las de 
Asturias y Extremadura forman parte del Bureau 
Político. 

Asociaciones Interregionales generalistas: 
REG-LEG, CALRE, ARE, CLRAE y ARFE

REG-LEG

La asociación interregional más determinante en 
la actualidad es una de carácter informal y de re-
ciente creación, el Grupo de Regiones con Capa-
cidades Legislativas (REG-LEG), fundada como 
consecuencia del desencanto de las 74 regiones 
europeas con poderes legislativos con la defensa 
de sus intereses por parte del CdR a partir de la 
Primera Conferencia de los Presidentes de Regio-
nes con Poder Legislativo, celebrada en Barcelona 
en noviembre de 2000 y que desde entonces ha 
seguido celebrándose anualmente. De carácter 
eminentemente político, su mayor éxito derivó 
de la Declaración de Laeken en 2001, que fue el 
SULPHU� GRFXPHQWR� SROtWLFR� ÀUPDGR� SRU� ORV� HQ-
tonces quince Estados miembros, que reconocía 
la existencia singular de las REG-LEG, y concedía 
al CdR la posibilidad de nombrar seis represen-
tantes ante la Convención Europea, de los cuales 
cinco correspondieron a las REG-LEG. 

En la actualidad hasta ocho de los veintisiete Es-
tados miembros de la UE poseen regiones con 
capacidades legislativas y aportan miembros al 
REG-LEG: Bélgica, Alemania, Austria, Italia, Es-
SDxD�� 3RUWXJDO�� )LQODQGLD� \� HO� 5HLQR�8QLGR�� (Q�
la práctica se consideran regiones con capacida-
des legislativas aquellas entidades sub-estatales 
que disponen de sus propios Gobiernos y Par-
lamentos regionales y que comparten (a escala 
sub-estatal) similares responsabilidades que las 
contraídas por los Estados miembros, en el mar-
co de las áreas de sus competencias dentro de los 
tres diferentes niveles de gobierno: legislativo, 
ejecutivo y judicial. El objetivo del grupo REG-
LEG consiste en ampliar el papel que juegan las 
regiones y principalmente aquellas con más po-
deres y capacidades, en el marco de la UE. Lo 
TXH�VLJQLÀFD�LQWHQWDU�LQFUHPHQWDU�WDQWR�HO�VWDWXV�
político como legal de las regiones con poderes 
legislativos en todas y cada una de las esferas de 
competencia de la gobernanza europea (poderes 
legislativo, ejecutivo y judicial), en función de sus 
propias atribuciones y responsabilidades. 

Debido a la citada informalidad del grupo REG-
LEG y a la inexistencia de un listado (más allá del 
dato objetivo de que 74 regiones de 8 países de 
la UE gozan de los citados poderes legislativos), 
la pertenencia deriva de la participación efectiva 
en las sucesivas conferencias convocadas. En ese 
sentido se ha constatado que existen algunas re-
giones que nunca participan de las citadas con-
ferencias como Murcia o Liguria. Más allá de la 
mera pertenencia podemos también analizar la 
presidencia del REG-LEG. Se organiza en torno 
a la denominada «Troika» compuesta por el pre-
sidente de la región que organiza la conferencia 
anual de ese año, junto a los presidentes regio-
nales anterior y posterior. Asimismo, el REG-LEG 
se organiza también en torno a su comité de co-
ordinación, que está compuesto por entre una y 
cuatro regiones con capacidades legislativas de 
cada uno de los Estados, y que se ocupa tanto 
de la organización de la conferencia anual como 
de asegurar la continuidad de las actividades del 
grupo. Junto a la mera pertenencia, la presiden-
cia del grupo así como una plaza en el comité de 
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coordinación tienen su importancia y su simbo-
lismo para las regiones. En ese sentido, destacan 
tres presidencias españolas (las catalanas de 2000 
y 2007 y la aragonesa de 2010), además de dos 
italianas (Toscana en 2002 y Piamonte en 2009). 

CALRE

La Conferencia de Asambleas Legislativas de las 
Regiones Europeas (CALRE), reúne a los presi-
dentes de las asambleas legislativas (Parlamentos 
federados) de las regiones europeas, motivo por 
lo que tiene una estrecha vinculación en cuanto a 
su composición con el REG-LEG, si bien la misma 
se realiza a escala de Parlamentos y no de Ejecuti-
vos regionales. La intención de la CALRE consis-
te en consolidar la representación de las regiones 
europeas con poderes legislativos en el marco de 
la UE. 

La CALRE reúne por tanto a los 74 Parlamentos 
regionales de otras tantas regiones con pode-
res legislativos ubicadas en ocho de los Estados 
miembros de la UE. Concretamente, incluye a los 
Parlamentos de las CCAA españolas; los Parla-
mentos de las regiones italianas; las asambleas 
tanto de las regiones como de las Comunidades 
belgas; los Parlamentos tanto de los länder alema-
nes como de los austriacos; el Parlamento autóno-
PR�GH�ODV�LVODV�$OODQG�HQ�)LQODQGLD��ODV�DVDPEOHDV�
regionales de las regiones portuguesas de Azores 
y Madeira; o aquellas de Escocia, Gales e Irlanda 
del Norte en Reino Unido. Cabe resaltar por tan-
to, tal y como sucedía en el grupo REG-LEG, que 
ninguna de las regiones francesas tiene cabida en 
estas asociaciones. 

En cuanto a su estructuración y organización, 
junto a su presidencia anual, la CALRE está com-
puesta, de una parte por una asamblea plenaria de 
la que forman parte los presidentes de todos los 
Parlamentos que forman parte de la Conferencia. 
De otra parte, la CALRE también se apoya en un 
comité ejecutivo formado por ocho presidentes 
regionales, procedente cada uno de los Estados 
miembros que tienen Parlamentos regionales re-

presentados en la Conferencia. Así, como veremos 
que también sucede para el caso de la ARE, tanto 
la presidencia de la Conferencia como una de las 
plazas en el Comité Político son cargos deseados, 
pactados y buscados por las regiones. 

Más concretamente, podemos medir la participa-
ción y el liderazgo en la Conferencia a través del 
número de ocasiones en las que regiones de un 
determinado país ostentaron la presidencia de la 
CALRE y la subsiguiente organización de la con-
ferencia anual. En ese sentido, España ha disfru-
tado cuatro veces de la misma (Asturias —1997—, 
*DOLFLD�³����³��&DWDOXxD�³����³�\�3DtV�9DVFR�
—2008—), mientras que Italia ha tenido tal dis-
tinción en cinco ocasiones (Toscana —1999—, 
&DODEULD� ³����³�� /RPEDUGtD� ³����³�� 9pQHWR�
—2006—, y la provincia de Bolzano —2010—), y 
está prevista la organización de la de 2011 por la 
también italiana región de los Abruzos. 

ARE

La Asamblea de las Regiones de Europa (ARE) es 
una organización política de un elevado núme-
ro de regiones europeas que sirve como altavoz 
de sus intereses tanto a escala europea como in-
ternacional. Su vocación es la de amalgamar los 
intereses de las regiones europeas otorgándoles 
la oportunidad de participar tanto de la integra-
ción europea como de la construcción de la mis-
ma Europa. Por ello, en el marco de sus posibili-
dades, la ARE se erige en guardiana del orden y 
garante de los intereses y las necesidades de las 
regiones, asegurándose de que sean tenidos en 
cuenta a escala europea. En sus momentos más 
álgidos ha estado formada por más de trescientos 
miembros pertenecientes a 26 países europeos, 
así como por doce organizaciones interregiona-
les. De hecho, cualquier región europea puede 
formar parte de la ARE siempre que posea ins-
tituciones políticas, administrativas y legales. De 
ahí la diferencia entre la ARE y otros organismos 
como el CdR o la CLRAE, en las que la repre-
sentación se efectúa a través de delegados envia-
dos por los gobiernos pero en representación de 



47

GOBERNANZA MULTINIVEL: EL RETO DE LAS REGIONES MEDITERRÁNEAS

todo tipo de entidades territoriales —regiones y 
municipalidades— por cuotas según los Estados 
miembros. A pesar de ello, y de manera sorpresi-
va, no todas las regiones europeas forman parte 
de la ARE. A modo de ejemplo, algunos länder 
alemanes, pero también ciertas CCAA españolas 
han dejado de formar parte. El Bureau Político 
forma el órgano ejecutivo de la ARE. En repre-
sentación de los intereses de los miembros de 
la ARE, implementa las decisiones de la Asam-
blea General y ejecuta las decisiones pertinentes 
entre la celebración de cada Asamblea General. 
Junto al estatuto de miembro y a la presidencia 
de alguno de sus comités, una plaza en el Bureau 
Político es muchas veces querida y buscada por 
las diferentes regiones europeas, al margen de su 
origen nacional, toda vez que puede ser tenido 
en cuenta como indicador válido de su interés y 
participación internacional. 

La ARE ha constituido un referente dentro del 
fenómeno del asociacionismo interregional, ya 
que: en su momento apareció como el «máximo 
exponente del proceso de institucionalización de 
la cooperación interregional iniciado en la década 
de los 70» (Castro Ruano, 2003); pretendió cubrir 
todas las mencionadas necesidades sectoriales y 
convertirse en un instrumento de cooperación y 
representación al margen de los Estados; nació 
con la intención de promover el diálogo y la co-
operación interregional, la efectiva regionaliza-
ción europea y el principio de subsidiariedad, y 
la mejora de la participación institucional de las 
regiones en el entramado de la UE; porque pronto 
gracias a su diferencia cualitativa y cuantitativa 
respecto a las demás asociaciones «se convirtió en 
el órgano principal de representación regional de 
las Regiones europeas, así como en un poderoso 
JUXSR�GH� LQÁXHQFLD�\�SUHVLyQ� WDQWR� DQWH� ODV�GL-
versas organizaciones supra-estatales como ante 
los propios Estados»; así como por la gran apor-
tación de la Declaración sobre Regionalismo en 
Europa, adoptada por su Asamblea General el 4 
de diciembre de 1996 en Basilea, un documento 
SROtWLFR� GHÀQLGR� LQFOXVR� FRPR� ©XQD� DXWpQWLFD�
Carta Constituyente de la Regionalización Euro-
pea» (Jáuregui, 1997). 

Al contrario de lo sucedido en el marco de otras 
asociaciones de carácter generalista, muchas re-
giones de la Europa Occidental han decidido 
dejar de formar parte de la asociación durante el 
curso de los últimos años. De hecho, en 2010 ya 
solo 19 regiones francesas (territorios asociados 
incluidos), 18 regiones italianas (provincias au-
tónomas incluidas), y, lo más sorprendente, solo 
cinco CCAA españolas permanecían como miem-
bros de la asociación. Por mucho que la ARE da 
la bienvenida cada año a nuevos miembros, pro-
cedentes principalmente de Europa Central y del 
Este, lo cierto es que la mayoría de las regiones 
españolas y alemanas han abandonado este foro. 
En cualquier caso, las asambleas generales de la 
DVRFLDFLyQ�VH�KDQ�FHOHEUDGR�VLHWH�YHFHV�HQ�)UDQFLD�
(Alsacia en 1986, 1990, 1994 y 2005; Languedoc-
Rosellón en 1997; Ródano-Alpes en 1999; y el 
)UDQFR�&RQGDGR�HQ��������GRV�HQ�,WDOLD��&DPSD-
xD�HQ�������\�)ULXOL�9HQHFLD�-XOLD�HQ��������\�WUHV�
en España (Extremadura en 1992; Cataluña en 
1993; y Canarias en 2006).

CLRAE 

La Conferencia Permanente de Autoridades Lo-
cales y Regionales de Europa (CLRAE) del Con-
sejo de Europa fue establecida originariamente 
como un órgano consultivo cuyo objetivo con-
sistía en conformarse como la voz de las regio-
nes y los municipios de Europa en el Consejo de 
Europa proporcionándoles un foro en el cual los 
representantes locales y regionales seleccionados 
pudieran discutir sus problemáticas comunes, ex-
SRQHU�VXV�H[SHULHQFLDV�\�FODULÀFDU�VXV�SRVLFLRQHV�
a los Gobiernos nacionales. La Conferencia está 
compuesta por 318 miembros titulares y otros 
tantos suplentes y se divide en dos cámaras: la 
de las autoridades locales y la de las regiones. 
Como quiera que el número de plazas por Estado 
es limitado, no todas las regiones pueden verse 
representadas en este foro. Así pues, el número 
de representantes es inferior al número de regio-
nes existentes en países como Italia o España, un 
factor que ha excluido algunas regiones como 
Piamonte o Castilla-La Mancha de la asociación. 
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La conferencia elige a su presidente de entre los 
miembros de cada una de sus cámaras de manera 
rotatoria. El comité, resultado de la elección de las 
delegaciones nacionales, es el cuerpo ejecutivo de 
la asociación. Actualmente, la presidencia corre a 
cargo del länder austriaco del Tirol, mientras que 
la vicepresidencia es desempeñada por la Comu-
nidad Autónoma de Extremadura. La asociación 
no celebra sus sesiones plenarias de forma des-
centralizada sino que anualmente tienen sede en 
la ciudad francesa de Estrasburgo. Asimismo, el 
comité ejecutivo engloba representantes de todas 
y cada una de las delegaciones nacionales y se re-
úne en las sesiones de otoño y primavera junto a 
otros comités de carácter sectorial: Institucional, 
Educación y Cultura, Desarrollo Sostenible, o Co-
hesión Territorial.

ARFE

/D� $5)(� �$VRFLDFLyQ� GH� 5HJLRQHV� )URQWHUL]DV�
Europeas) tiene como cometido la representación 
de los intereses comunes de las regiones fronte-
rizas y transfronterizas frente a las autoridades 
nacionales e internacionales, así como ante las 
instituciones (preferentemente de la UE); pero 
también la iniciativa, el apoyo y la coordinación 
de la cooperación entre esas regiones dentro del 
marco europeo. Estas tareas vienen siendo desa-
rrolladas a partir de la implementación de progra-
mas y proyectos, la organización de eventos o el 
traspaso de información tanto a los organismos 
europeos como a la opinión pública a través del 
GHVDUUROOR� GH� FDPSDxDV� FRPXQHV�� )XQGDGD� HQ�
1971, se trata de una de las asociaciones interre-
gionales de mayor longevidad, característica a la 
que une que en la actualidad alberga al menos a 93 
regiones fronterizas y transfronterizas, además de 
XQD�VLJQLÀFDWLYD�FDQWLGDG�GH�PLHPEURV�DVRFLDGRV�
y honorarios (entre los que se incluyen fórmulas 

de cooperación interregional que examinaremos 
posteriormente, como las eurorregiones). Entre los 
citados miembros podemos encontrar muchas re-
giones españolas, francesas e italianas, principal-
mente procedentes de las áreas pirenaica y alpina, 
aunque también de la frontera franco-germana.

/RV�yUJDQRV�SULQFLSDOHV�GH�OD�$5)(�VRQ�HO�&RPL-
té Ejecutivo, el Secretariado General, la Asamblea 
General, y en menor medida, los comités temáti-
FRV�\�GH�FRQVXOWD��8ELFDGD�JHRJUiÀFDPHQWH�HQ�OD�
ciudad alemana de Gronau (cerca de la frontera 
holandesa), permite en la actualidad que dife-
rentes regiones francesas, italianas o españolas 
ocupen puestos de responsabilidad tales como la 
vicepresidencia, que en estos momentos ostentan 
$TXLWDQLD�� )ULXOL�9HQHFLD�-XOLD� \� ([WUHPDGXUD��
En relación a la organización de sus Asambleas 
Generales y Conferencias Anuales, se han desa-
rrollado en una ocasión en Italia, dos veces en 
)UDQFLD�\� WUHV�HQ�(VSDxD��%RO]DQR� ��������3$&$�
(1998), Alsacia (2001), Cataluña (1989), Castilla y 
León (1997) y Navarra (2006).

Asociacionismo interregional en el marco 
del Mediterráneo: ARLEM, CRPM (Comisión 
Inter-mediterránea)

CRPM (Comisión Intermediterránea) 

La Comisión Intermediterránea (CIM) de la Confe-
rencia de Regiones Periféricas y Marítimas (CRPM) 
fue creada en Andalucía en 1990. Los objetivos 
esenciales de la Comisión consistían en defender 
los intereses de las regiones mediterráneas dentro 
del contexto de las principales políticas de la UE. 
De esta manera se pretendía incorporar tanto el 
FRQFHSWR� WHUULWRULDO� FRPR�HO�SHUÀO� DWULEXLGR�D� ODV�
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autoridades regionales en el marco del Proceso de 
Barcelona y de la Unión por el Mediterráneo, desa-
rrollando proyectos piloto en políticas clave para 
el impacto regional. La CIM celebra una asamblea 
general anual, así como una asamblea plenaria 
también anual como complemento de la Asamblea 
General anual de la CRPM. Al igual que sucede 
en el caso de otras asociaciones interregionales, el 
análisis del desempeño del cargo de la presiden-
cia resulta indicativo del activismo regional en la 
organización. De esta manera, recientemente las 
DVDPEOHDV�JHQHUDOHV� IXHURQ�RUJDQL]DGDV�HQ�)UDQ-
cia (PACA en 2008), e Italia (Campaña en 2008, La-
cio en 2009, Toscana en 2010 y Sicilia en 2011). 

El Bureau Político elige a sus miembros por un 
periodo de dos años, contando cada país con un 
número de puestos asegurados. En ese sentido, 
durante el último periodo concluido la presidencia 
corrió a cargo de PACA, mientras que la vice-presi-
dencia correspondió a Murcia. Además, formaron 
parte del Bureau durante este periodo: las regiones 
francesas de Córcega y Languedoc-Rosellón; las 
LWDOLDQDV� GH� )ULXOL�9HQHFLD�-XOLD�� $SXOLD� \� 6LFLOLD��
así como las CCAA de Andalucía, Baleares, Catalu-
xD�\�OD�&RPXQLGDG�9DOHQFLDQD��$VLPLVPR��ORV�WUD-
bajos de la comisión han sido organizados en siete 
grupos de trabajo, seis de los cuales fueron lidera-
dos por una de las regiones integrantes: Comuni-
GDG�9DOHQFLDQD��3$&$��&DPSDxD��/DFLR��$SXOLD�\�
Cerdeña. En relación a la pertenencia a la Comisión 
Intermediterránea, todos los miembros de la mis-
ma deben ser también miembros de la CRPM. Por 
ello, en la actualidad engloba seis CCAA españo-
las, cuatro regiones francesas y doce italianas. 

ARLEM 

La ARLEM es la Asamblea Regional y Local 
Euromediterránea y consiste en una asamblea 
de carácter consultivo cuyo objetivo es dotar de 
una doble dimensión local-regional al partena-
ULDGR�(XUR�0HGLWHUUiQHR��)XH�FUHDGD�HQ�HQHUR�GH�
2010 y está compuesta por 84 miembros tanto de 
la UE como de sus 16 socios mediterráneos, que 
representan tanto al nivel local como al regional. 
Los objetivos de la asociación pasan por implicar 
a los niveles local y regional en el desarrollo de 
la Unión por el Mediterráneo, llevando a cabo 
proyectos concretos de cooperación euro-medite-
rráneos que hagan la iniciativa presente y visible 
para ciudadanía. 

La ARLEM está dirigida por una co-presidencia 
que da cabida tanto a la UE como a sus socios 
mediterráneos. El co-presidente procedente de 
la UE es el presidente del CdR de turno, mien-
tras que el Bureau Político está compuesto por 
regiones individuales, como PACA y Murcia, que 
lo fueron durante el periodo 2010-2011. Entre los 
miembros de la asociación, en 2011 podemos ad-
vertir a cuatro regiones francesas (Bretaña, Isla 
GH�)UDQFLD��/DQJXHGRF�5RVHOOyQ�\�3$&$���FXDWUR�
italianas (Las Marcas, Piamonte, Apulia y Sicilia) 
y cuatro CCAA (Andalucía, Baleares, Cataluña y 
0XUFLD���)LQDOPHQWH�� OD�$5/(0�HVWi�FRPSXHVWD�
por dos comités que pueden contener un máximo 
de 41 miembros cada uno: el Económico, Social 
y de Asuntos Territoriales (ECOTER) y el de De-
VDUUROOR�6RVWHQLEOH��68'(9���(Q�OD�DFWXDOLGDG��OD�
región de PACA preside uno de ellos. 
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2.2.2. El nivel regional (Medgovernance): Cataluña, PACA, Toscana, Piamonte, 
Lacio y Andalucía

Comité de las Regiones

Como ya es sabido, el Comité de las Regiones 
(CdR) engloba no solo regiones sino también 
otras entidades sub-estatales tales como provin-
cias, ciudades, etc. A pesar de que cada una de 
las CCAA españolas poseen un miembro (uno 
titular y uno suplente) permanente en la Asam-
blea, no sucede lo mismo con las regiones fran-
cesas e italianas. Con un total de 21 puestos en el 
CdR, el Gobierno de España estableció la compo-
sición de su delegación en función de la moción 
del Senado votada el 20 de octubre de 1993, que 
atribuía 17 de los 21 miembros de la delegación 
española a las CCAA, mientras que los cuatro 
restantes serían ocupados por autoridades loca-
OHV�\�PXQLFLSDOHV�GHVLJQDGDV�SRU� OD�)HGHUDFLyQ�
Española de Municipios y Provincias. Precisa-
mente dentro de las autoridades locales se deci-
dió que las dos ciudades más pobladas del país, 
Madrid y Barcelona, debían estar representadas 
en la institución, manteniéndose un cierto equili-
brio político por medio de la elección también de 
otras entidades municipales de menores dimen-
siones. En el caso francés, de los 24 miembros (ti-
tulares y suplentes) que componen la delegación 
francesa, solo 12 corresponden a las regiones 
(por tanto más de la mitad se quedan sin repre-
sentación en cada uno de los periodos progra-
mados), mientras que seis miembros pertenecen 
a los departamentos y otros tantos a las munici-
palidades. De la misma manera, solo catorce de 
las veinte regiones italianas tienen asegurada su 
presencia como miembros titulares en el CdR, ya 
que tres puestos están reservados para las pro-
vincias y siete para los municipios. 

Del análisis conjunto de las seis regiones Medgo-
vernance, se ha pretendido extraer tanto su perte-
nencia como su desarrollo de cargos de relevancia 
ejecutiva durante los últimos tres periodos/legis-
laturas incluido aquel en el que nos encontramos. 
Durante este periodo analizado, que comprende 

entre 2002 y 2011, pudimos observar que solo 
cuatro regiones ostentaron la condición de miem-
bros permanentes: Andalucía, Cataluña, Lacio y 
Piamonte. De hecho, Toscana, que venía ocupan-
do ese puesto durante todos los periodos desde 
la creación del órgano no ha renovado su condi-
ción durante el último mandato (a partir de 2010), 
mientras que PACA no viene siendo miembro 
durante los dos últimos periodos. Durante estos 
años, algunas de ellas han sido particularmente 
activas, ocupando posiciones de relevancia como 
las vicepresidencias desempeñadas por PACA 
durante el periodo 2002-2005 o la de Piamonte 
entre 2006 y 2009. Debemos asimismo destacar 
que es esta última región italiana la que posee en 
la actualidad la presidencia del organismo. 

Asociaciones Interregionales generalistas: 
REG-LEG, CALRE, ARE y CLRAE

Tal y como se indicó con anterioridad, ninguna 
de las regiones francesas disfruta de las compe-
tencias necesarias para formar parte del grupo 
REG-LEG. Respecto a las otras cinco regiones 
objeto de análisis, pueden observarse diferencias 
HVSHFtÀFDV�TXH�QR�VH�UHSURGXFHQ�D�HVFDOD�HVWDWDO��
Podemos establecer dos índices claramente dife-
renciados que revelen tanto el liderazgo como la 
participación de las regiones Medgovernance en 
el marco del Grupo REG-LEG. Del análisis de am-
bos índices extraeremos resultados cuando me-
nos contradictorios entre las regiones italianas y 
españolas. De una parte, ni el Lacio ni Andalucía 
han desempeñado todavía la presidencia, mien-
tras que por el contrario las regiones italianas de 
Toscana y Piamonte ostentaron tal condición en 
2002 y 2009, respectivamente, algo que Cataluña 
ha efectuado ya en dos ocasiones (2000 y 2007). 
La presidencia del Grupo REG-LEG reúne al pre-
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Piamonte

VLGHQWH�GH�OD�UHJLyQ��TXH�DFW~D�FRPR�DQÀWULyQ�GH�
la Conferencia Anual, junto con el presidente an-
terior y el posterior. Estas regiones, formando una 
tríada, han venido siendo miembros activos del 
Comité de Coordinación del REG-LEG durante 
muchos años.

El segundo criterio que nos sirve para medir el 
activismo de cada región se fundamenta tanto en 
su presencia como en su participación en las con-
ferencias o cumbres anuales que se han venido 

celebrando desde 2001. En este sentido también 
se puede medir un diferente nivel de participa-
FLyQ��7DO�\�FRPR�TXHGD�H[SOLFLWDGR�HQ�HO�JUiÀFR�
2.5, mientras que PACA al carecer de capacidades 
legislativas no ha podido acudir en ninguna oca-
sión, Cataluña se sitúa en el extremo opuesto, ya 
que no ha dejado escapar oportunidad alguna y 
ha participado de todas las Conferencias (10) ce-
lebradas hasta la fecha. Cataluña es seguida en 
este índice por Piamonte con nueve participacio-
nes y Toscana y Andalucía, con siete cada una. 

Gráfico 2.5. 
Número de Participaciones en las Conferencias 
Anuales del Grupo REG-LEG (2001-2010)

Fuente: información compilada por los autores. 
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Por lo que respecta a la CALRE, entre nuestras 
seis regiones, dos de ellas han organizado ya su 
presidencia anual y por tanto su conferencia res-
pectiva: nos referimos a Toscana en 1999 y Cata-
luña en 2005. Además, ambas regiones presiden 
en la actualidad un grupo de trabajo cada una de 
los que componen la estructura de la asociación. 
Asimismo, el análisis de la participación activa 
de las regiones en las conferencias anuales de la 
CALRE nos lleva a resultados también muy inte-
resantes. De hecho, Andalucía es la única de las 
regiones analizadas que para el tramo de confe-
rencias anuales más reciente tenido en cuenta en 

HO�PDUFR�GHO�JUiÀFR������KD�SDUWLFLSDGR�HQ�WRGDV�
las sesiones celebradas. Y es que ninguna de las 
regiones que ostentaron la presidencia en el pa-
sado (Cataluña y Toscana) han exhibido una par-
ticipación continuada como la andaluza, lo que 
demuestra un evidente interés por el foro desde 
esta Comunidad Autónoma, al margen de las po-
sibles posiciones de liderazgo a desarrollar. Como 
WDPELpQ�UHYHOD�HO�UHIHULGR�JUiÀFR��OD�SDUWLFLSDFLyQ�
en la CALRE no es de ninguna manera una priori-
dad para las regiones italianas de Lacio y Piamon-
te, mientras que resulta inviable para la francesa 
PACA, que tampoco forma parte de la misma. 

Gráfico 2.6. 
Número de Participaciones en las Conferencias 
Anuales de la CALRE (2006-2010)

Fuente: Información compilada por los autores. No hubo datos disponibles respecto a la Conferencia Anual de 2008. 

Piamonte

04

03

02

01

00
PACA Lacio Toscana Andalucía Cataluña



53

GOBERNANZA MULTINIVEL: EL RETO DE LAS REGIONES MEDITERRÁNEAS

Tal y como ya fue mencionado, muchas de las 
regiones de Europa occidental se han venido reti-
rando recientemente de la ARE. Sin embargo, en 
2010 cinco de las seis regiones Medgovernance 
pertenecían todavía a la asociación. Solo la fran-
cesa PACA dejó la ARE en 2008. Asimismo, algu-
nas de nuestras regiones analizadas se han reve-
lado como muy activas y con un gran interés en el 
marco de este foro. A modo de ejemplo, Cataluña 
organizó la Asamblea General de la ARE en 1993, 
mientras actualmente y desde hace varios años, 
Andalucía ocupa un lugar muy relevante como 
miembro del Bureau Político de la asociación. 

De otra parte, dado que las sesiones plenarias de 
la CLRAE tienen lugar anualmente en la locali-
dad francesa de Estrasburgo, resulta inviable la 
descentralización de la organización de las mis-
mas en el territorio de ninguna de las regiones 
que conforman la asociación. Por ello, debemos 
acudir a otros índices reveladores del interés re-
lativo por la participación en las citadas sesiones. 
Concretamente nos referimos al análisis de la 
participación regional tanto en el Bureau Político 
(presidencia y vicepresidencia) como en el Comi-
té Ejecutivo, durante el transcurso de los últimos 
años. En ese sentido, nuestras seis regiones objeto 
de análisis han formado parte recientemente de la 
asociación a excepción del Piamonte (que no obs-
tante fue miembro suplente hasta 2010). Dentro 
de este marco, Cataluña se ha revelado como una 
región muy activa ya que ha formado parte de un 
grupo de trabajo en 2009 y en la actualidad (2011) 
forma parte del comité ejecutivo, donde compar-
te participación precisamente con la región fran-
cesa de PACA. 

(Q� UHODFLyQ�D� OD�$5)(��QLQJXQD�GH�QXHVWUDV� VHLV�
regiones objeto de estudio se han demostrado 
excesivamente activas. En primer lugar, porque 
DOJXQDV�GH�HOODV�QR�HVWiQ�OR�VXÀFLHQWHPHQWH�FRQ-
cernidas en relación al fenómeno fronterizo, que 
solo resulta trascendente para las regiones situa-
das en la periferia de los Estados-Nación. En se-
gundo lugar, ya que algunas regiones, aun cuando 
comparten la frontera nacional con otras regiones 
no se aprovechan de las ventajas proporcionadas 

SRU�OD�DVRFLDFLyQ��(Q�GHÀQLWLYD��OD�PD\RU�SDUWH�GH�
las regiones miembro pueden ser halladas tanto 
en el norte como en el centro y en el este de Eu-
ropa, áreas en las que no se ubican precisamente 
las regiones Medgovernance. Como resultado, 
solo Cataluña se ha revelado bastante activa en la 
asociación, a través de su status de miembro de 
pleno derecho y su posición en el comité ejecutivo. 
Por su parte, Andalucía también es miembro de la 
misma, proyectando su participación en compañía 
de las regiones portuguesas del Algarve y el Alen-
tejo, mientras que Toscana está actualmente crean-
do una región transfronteriza junto a Córcega, que 
pasaría a formar parte de la asociación, desde su 
constitución. Por lo que respecta a la organización 
y celebración de Asambleas Generales y Conferen-
FLDV�$QXDOHV�� VH�KDQ�YHULÀFDGR� ODV�GHVDUUROODGDV�
en Cataluña en 1989 y en PACA en 1998. 

Asociacionismo interregional en el marco 
del Mediterráneo 

Dado que todos los miembros de la Comisión 
Intermediterránea (CIM) deben ser miembros de 
la propia Conferencia de Regiones Periféricas y 
Marítimas, cinco de las seis regiones Medgover-
nance forman parte actualmente de la CIM, a sa-
ber: PACA, Lacio, Toscana, Andalucía y Cataluña. 
&RPR�TXHGD�GH�PDQLÀHVWR��OD�UHJLyQ�LWDOLDQD�GH�
Piamonte no pertenece a la Comisión. De otra 
parte, también podemos detectar la involucración 
y la participación en la misma a través del índice 
marcado por la celebración de la Asamblea Gene-
ral de la CIM. En ese sentido, resulta subrayable 
que algunas de las últimas asambleas generales 
han sido celebradas por regiones Medgovernan-
ce; concretamente: PACA (2008), Lacio (2009) y 
Toscana (2010). Estas regiones han demostrado 
unos índices de actividad y participación relati-
vamente elevados en el contexto de la CIM. De 
hecho, en el periodo 2009-2010 la presidencia co-
rrió a cargo de la región francesa de PACA, mien-
tras que entre los siete grupos de trabajo de la 
Comisión, dos estuvieron dirigidos por regiones 
0HGJRYHUQDQFH��3$&$�\�/DFLR��)LQDOPHQWH��HQ-
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tre las regiones representadas en el Bureau Políti-
co también hemos podido encontrar a Andalucía, 
Cataluña y Toscana. 

En relación a la pertenencia a la Asamblea Re-
gional y Local Euro-Mediterránea (ARLEM) 
debemos reseñar que cinco de las seis regiones 
Medgovernance forman parte de la asociación a 

excepción de la italiana Lacio. Dentro del marco 
de este foro, la región francesa de PACA se ha de-
mostrado particularmente activa en la asociación, 
ya que en el marco del actual periodo 2010-2011 
viene siendo miembro del Bureau Político a la vez 
que preside uno de los dos comités. Asimismo, 
otra de las regiones Medgovernance, Cataluña, 
celebró la Asamblea General de 2010. 

Tabla 2.1.
Marco de la participación de las regiones 
Medgovernance en el conjunto de foros 
de participación sub-estatal generales y 
específicamente mediterráneos durante 2011

Fuente: elaboración propia por parte de los autores. 

PACA Lacio Piamonte Toscana Andalucía Cataluña

CdR
- Miembro Miembro - Miembro Miembro

- -  Presidencia - - -

REG-LEG
- Miembro Miembro Miembro Miembro Miembro

- - Comité Comité - Comité

CALRE
- Miembro Miembro Miembro Miembro Miembro

- - - Grupo de trabajo - Grupo de trabajo

ARE
- Miembro Miembro Miembro Miembro Miembro

- - - - Bureau -

CLRAE
Miembro Miembro - Miembro Miembro Miembro

Comité - - - - Comité

CIM
Miembro Miembro - Miembro Miembro Miembro

Presidencia Grupo de trabajo - Bureau Bureau Bureau

ARLEM
Miembro - Miembro - Miembro Miembro

Bureau - - - - -

ARFE
- - - En curso Miembro Miembro

- - - - - Comité
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2.2.3. El nivel regional: el caso de Andalucía 

en todos los consejos abiertos tras los acuerdos de 
la CARCE, salvo en el de salud. 

De otra parte, España celebró entre enero y junio 
de 2010 la presidencia del Consejo de la Unión 
Europea. Junto a otras reuniones paralelas de ca-
rácter no político, muchos encuentros que reunie-
ron tanto a expertos como a funcionarios, fueron 
celebrados durante la presidencia española en el 
territorio de diferentes CCAA. Algunas de ellas 
se revelaron como más activas que otras a la hora 
de la organización de los eventos de la presiden-
FLD��UHÁHMDQGR��SRU�WDQWR��OD�WUDVFHQGHQFLD�TXH�WLH-
ne la UE para algunas. 

&RPR� SXHGH� H[WUDHUVH� GHO� JUiÀFR� ���� �IUXWR� GH�
OD�FRGLÀFDFLyQ�GH�ORV�PiV�GH�VLHWH�FHQWHQDUHV�GH�
eventos que fueron organizados en el marco de la 
Presidencia española), la Comunidad de Madrid 
se erigió en la Comunidad Autónoma en la que se 
desarrollaron la mayor parte de los eventos (que 
correspondieron a reuniones de carácter político 
con la participación de ministros y jefes de Estado 
de los países miembros, pero también a reuniones 
políticas de tipo informal, encuentros de exper-
tos nacionales o a escala administrativa, al igual 
que todo tipo de conferencias, seminarios, grupos 
de trabajo o actividades culturales). No se trata 
este de un hallazgo excesivamente sorprendente 
puesto que la Comunidad de Madrid no está solo 
ubicada estratégicamente en el centro del país y 
se halla entre las más pobladas junto a Cataluña y 
por detrás de Andalucía, sino que además es don-
de se ubican las instituciones nacionales deriva-
das de los poderes legislativo, ejecutivo y judicial. 
De hecho, esta observación queda refrendada por 
análisis similares realizados en el marco de otros 
países europeos (Dandoy, Tuñón y Joly 2011), que 
subrayan la sobre-representación de las capitales 
QDFLRQDOHV�HQ�OR�TXH�VH�UHÀHUH�D�OD�FHOHEUDFLyQ�GH�
eventos en el marco de las Presidencias rotatorias. 

Consejo de Ministros y Presidencia del 
Consejo

De una parte, respecto a la participación en el Con-
sejo de Ministros de la UE, Andalucía, en cuanto 
a Comunidad Autónoma española, es una de las 
regiones europeas que tiene en la práctica recono-
cido el derecho de participar directamente en el 
mismo, por medio de los Acuerdos de Representa-
ción y Participación regional en el Consejo y en sus 
grupos de trabajo, suscritos el 9 de diciembre de 
2004 por la Conferencia de Asuntos Relacionados 
con las Comunidades Europeas (CARCE) —actual 
CARUE—. Según el acuerdo de la entonces (2004) 
CARCE y actual CARUE, las CCAA tienen la posi-
bilidad de participar de manera consensuada y ro-
tatoria en cuatro de las diez formaciones del Con-
sejo de Ministros: empleo, política social, sanidad 
y consumo; agricultura y pesca; medio ambiente; 
y educación, juventud y cultura. 

Sin constituir una de las prioridades esenciales 
de la acción exterior regional tal y como puede 
suceder con otras regiones españolas como Cata-
OXxD�\�HO�3DtV�9DVFR��X�RWUDV�HXURSHDV��$QGDOXFtD�
viene gozando de la posibilidad de participar en 
el Consejo de Ministros de la UE desde 2005. Al 
igual que en el resto de CCAA españolas, disfruta 
de la posibilidad de acudir a un número limitado 
de formaciones de las reuniones y de sus grupos 
de trabajo de manera rotatoria y en representa-
ción de la postura común de todas las CCAA. 
Teniendo en cuenta el reducido número de for-
maciones abiertas a esta posibilidad, así como, 
por el contrario, el elevado número de entidades 
sub-estatales que componen el Estado español, 
Andalucía acude una media de tres ocasiones 
anuales a las formaciones del Consejo de Minis-
tros, así como a los grupos de trabajo que prepa-
ran las mismas. En función del mencionado sis-
tema rotatorio, algún año le ha tocado participar 
hasta en seis ocasiones, mientras que otros como 
los pasados 2009 y 2010, no ha tenido oportuni-
dad de acudir. Sectorialmente, ha participado ya 
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Consiguientemente, cabe la posibilidad de ex-
cluir a Madrid (como consecuencia de su capi-
talidad) del análisis, tal y como se explicita en 
HO� VLJXLHQWH�JUiÀFR������TXH� UHYHOD� HOHYDGDV�GL-
ferencias en cuanto al interés y a la participación 
regional entre las diferentes CCAA. De hecho, 
algunas de ellas se han demostrado mucho más 
activas que otras en cuanto a la organización de 
eventos. Muy por encima del resto encontramos 
el ejemplo de Andalucía, que ha organizado más 
de una cuarta parte de todos los eventos celebra-
dos fuera de Madrid, concretamente 56 de ellos, 
lo que supone el 25,7%. Los índices andaluces 
solo han podido ser seguidos (aunque bastante 
de lejos) por Cataluña (17%) y Castilla y León 
(10,6%). Estas cifras revelan que más allá del in-
HYLWDEOH� \� HVSHFtÀFR� FDVR� GH� OD� &RPXQLGDG� GH�
Madrid, Andalucía ha sido la Comunidad Au-

tónoma española más activa en el ámbito de la 
Presidencia española de 2010, y que la misma, al 
igual que el conjunto del Consejo de Ministros y 
de la propia UE, supone una clara prioridad para 
la región. Más allá de la cuestión cuantitativa, 
cabe resaltar, desde una perspectiva eminente-
mente cualitativa, el interés andaluz por la orga-
nización de eventos directamente relacionados 
con el funcionamiento tanto del CdR como de la 
ARE. Concretamente: la Reunión de la Comisión 
de Política de Cohesión Territorial del CdR en 
Jaén, acompañada de un subsiguiente seminario 
acerca del futuro de la Política de Cohesión cele-
brado en junio de 2010; así como la Conferencia 
de la Plataforma Europea de Cambio Climático 
de la ARE, organizada también por la Junta de 
Andalucía durante mayo de 2010 en el marco de 
la Presidencia española. 

Gráfico 2.7. 
Número de eventos organizados durante la 
Presidencia española del Consejo de la UE (2010) 
por Comunidad Autónoma

Fuente:  elaboración propia por parte de los autores.

Madrid 245

Murcia 3

La Rioja 1
Galicia 15Extremadura 8

Navarra 3

Cataluña 37

Castilla y León 23

Castilla-La Mancha 10

Cantabria 3

Canarias 7
C. Valenciana 12

País Vasco 7
Asturias 11

Aragón 11
Baleares 11

Andalucía 56



57

GOBERNANZA MULTINIVEL: EL RETO DE LAS REGIONES MEDITERRÁNEAS

Comité de las Regiones 

Como ya se explicó con anterioridad, todas las 
CCAA españolas gozan tanto de un miembro ti-
tular como de otro suplente en el marco del CdR. 
Ello implica que todas las regiones españolas 
gozan de idénticas oportunidades de participa-
ción en las seis comisiones en las que se divide 
el trabajo del organismo. Sin embargo, solo algu-
nas de ellas han venido ocupando recientemen-
te puestos de dirección en los diferentes foros 
previstos al efecto por el CdR. No puede existir 
XQD� PHMRU� HMHPSOLÀFDFLyQ� GH� OR� H[SOLFDGR� TXH�
el desempeño del cargo de las vicepresidencias 
del organismo por parte de diferentes CCAA du-
rante los últimos años. En ese sentido podemos 
reseñar las de Aragón y La Rioja en 2005, la de 
Extremadura en 2009, o las actualmente en curso 

de Castilla y León y Murcia en 2011. Asimismo, 
también resulta muy destacable la ocupación del 
Bureau Político del CdR, también por parte de los 
representantes autonómicos, como ha sucedido 
con Asturias (2005, 2009 y 2011), Castilla y León 
(2009) o Extremadura (2011). 

3RU� FXDQWR� UHVSHFWD� HVSHFtÀFDPHQWH� DO� FDVR�DQ-
daluz, al igual que el resto de CCAA, Andalucía 
goza de un miembro titular desde la fundación 
del órgano: el presidente de la Junta de Andalu-
cía, y además cuenta con otro suplente dentro del 
seno del CdR. La participación en el CdR es una 
de las fórmulas de participación regional más 
potenciada por Andalucía, hecho que ha queda-
do demostrado por la visibilidad obtenida con 

Gráfico 2.8. 
Número de eventos organizados durante la 
Presidencia española del Consejo de la UE (2010) 
por Comunidad Autónoma exceptuando el caso 
de la Comunidad de Madrid

Fuente:  elaboración propia por parte de los autores.
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motivo de la participación en el foro mencionado 
del presidente de la Junta de Andalucía, quien 
se ha dejado ver en el mismo con mayor asidui-
dad que la media de los presidentes del resto de 
CCAA. Precisamente, al contrario de lo que ha 
venido sucediendo en los casos de otras CCAA, 
la más alta elite de la política regional (incluido 
el propio presidente de la Junta de Andalucía) ha 
GHPRVWUDGR�HVWDU� OR�VXÀFLHQWHPHQWH�FRQFHUQLGD�
e involucrada directa y personalmente en esta 
dinámica europea al considerar que a pesar de 
todo, puede reportar una notoriedad, una visi-
ELOLGDG�\�XQD�LQÁXHQFLD�D� ODV�TXH�$QGDOXFtD�QR�
puede renunciar, y que le ha llevado a participar 
en los plenos del CdR para la defensa de dictá-
menes de notoria importancia para Andalucía 
FRPR� HO� GHO� ©(IHFWR� 3DODQFD� GH� ORV� )RQGRV� (V-
tructurales», o el de la «Participación en el Medi-
terráneo», entre otros. Concretamente, Andalucía 
viene participando en la actualidad también de 
manera activa como miembro de las comisiones 
de Política Territorial y Recursos Naturales. En 
este sentido, la participación regional en este foro 
deriva de una estrategia administrativo-política 
bastante parecida a la que también desarrollan 
otras regiones europeas en este órgano, por la 
cual la región considera necesaria obtener una vi-
sibilidad europea notoria otorgada por la utiliza-
ción de una suma de mecanismos de activación, 
más allá del rédito directo que le pueda aportar 
cada uno de ellos (Tuñón 2010).

Asociaciones Interregionales generalistas: 
REG-LEG, CALRE, ARE y CLRAE

La participación de Andalucía en el ámbito del 
asociacionismo interregional se ha revelado como 
un fenómeno complementario pero no básico 
de la estrategia europea regional. Sin embargo, 
aunque Andalucía todavía tenga el desafío de 
profundizar y ser aún más minuciosa por cuanto 
respecta a su estrategia en el marco del asociacio-
nismo interregional, no es menos cierto que tam-
poco ha renunciado a participar en tantos foros 
como ha tenido la posibilidad. Por ello, Andalu-
cía se ha integrado entre otros en diversos foros 
de cooperación interregional como la Asamblea 
de Regiones Europeas (ARE), el Congreso de Po-
deres Locales y Regionales de Europa (CPLRE), 
OD�$VDPEOHD�GH�5HJLRQHV�)URQWHUL]DV�GH�(XURSD�
�$5)(��� OD� &RQIHUHQFLD� GH� 5HJLRQHV� 3HULIpULFDV�
y Marítimas de Europa (CRPM), el Grupo de 
Regiones Legislativas (REG-LEG), la Conferen-
cia de Asambleas Legislativas de las Regiones 
Europeas (CALRE), que agrupa a los diferentes 
Parlamentos de las 74 REG-LEG. Asimismo lo ha 
hecho también en otras de carácter eminentemen-
te más sectorial como la Asociación Europea de 
Regiones y Productores de Origen (AREPO), el 
Network Europeo sobre Recursos e Información 
acerca de la Herencia Cultural (ENRICH), o la 
Iniciativa de Acciones Comunes para las Regio-
nes Europeas (EUREGA). Además, ha comple-
mentado esta participación con prácticas de co-
operación transfronteriza e interregional, en las 
que como consecuencia de diferentes programas 
derivados tanto de la política regional como de la 
política de vecindad de la UE, ha insistido tal vez 
más que el mismo fenómeno del asociacionismo 
interregional (Tuñón 2011).
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Gráfico 2.9. 
Número de Participaciones en las 
Conferencias Anuales del Grupo 
REG-LEG (2001-2010)

Fuente:  elaboración propia por parte de los autores.
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rencias anuales, mientras que otras vienen siendo 
solo miembros formales del grupo pero nunca 
han participado en ninguna de las conferencias 

anuales, tal y como puede comprobarse en el grá-
ÀFR������$GHPiV��DOJXQDV�&&$$�KDQ�RFXSDGR�OD�
presidencia de la organización como ha sucedido 
en los casos de Cataluña (2000 y 2007) o Aragón 
(2010), mientras que otras han sido designadas 
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CALRE

Como fue mencionado anteriormente, cuatro 
CCAA han tenido la oportunidad hasta la fecha 
de presidir la CALRE y de albergar sus confe-
rencias anuales. Concretamente, ha sido el caso 
de Asturias en 1997, Galicia en 2000, Cataluña 
HQ� ����� \� HO� 3DtV� 9DVFR� HQ� ������ $FWXDOPHQWH��
algunas de esas regiones todavía demuestran un 
importante nivel de activación respecto a la aso-
ciación, ya que lideran algunos de sus grupos de 
trabajo, como son el de Subsidiaridad (Cataluña) 
R� HO� GH� (�'HPRFUDFLD� �3DtV� 9DVFR��� $VLPLVPR��
cabe resaltar que durante 2011 Navarra viene 
siendo miembro del comité ejecutivo, ocupación 

en la que le precedió Extremadura. Si además de 
los anteriores tomamos en cuenta otro indicador 
decisivo como la participación continuada y rei-
terada en las sucesivas conferencias anuales, los 
resultados obtenidos son divergentes, como se 
UHÁHMD�HQ�HO�JUiÀFR�������6ROR�VHLV�GH�ODV�GLHFLVLHWH�
CCAA han participado en todas y cada una de 
las recientes conferencias de la CALRE (Andalu-
FtD��$UDJyQ�� &DQWDEULD�� &RPXQLGDG�9DOHQFLDQD��
Murcia y Navarra), mientras que (como también 
UHÁHMD�HO�FLWDGR�JUiÀFR��GLFKD�SDUWLFLSDFLyQ�QR�VH�
KD�UHÁHMDGR�FRPR�XQD�SULRULGDG�HQ�ORV�FDVRV�GH�
Baleares o Castilla y León.

Gráfico 2.10. 
Número de Participaciones en las Conferencias 
Anuales de la CALRE (2006-2010)

Fuente:  elaboración propia por parte de los autores. No existen datos disponibles sobre la reunión anual de 2008.
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ARE

Por cuanto respecta a la ARE, de una parte no 
todas las CCAA españolas forman parte de esta 
asociación, mientras que, de otra parte, algunas 
que sí han sido miembros tradicionales del foro, 
han decidido retirarse del mismo en fechas re-
FLHQWHV��*DOLFLD�HQ�������R�HO�3DtV�9DVFR��&DQDULDV��
Cantabria y Madrid en 2006). Por el contrario, 
Murcia supone el ejemplo opuesto, ya que ha 
decidido entrar a formar parte de la asociación 
en 2009. Aun así, actualmente (2011) solo cinco 
CCAA continúan formando parte de la asocia-

ción: Andalucía, Castilla y León, Cataluña, la Co-
PXQLGDG�9DOHQFLDQD�\�0XUFLD��$VLPLVPR��FRPR�
ya fue referido, tres veces han sido celebradas las 
asambleas generales de la ARE en territorio es-
pañol (Extremadura en 1992, Cataluña en 1993 y 
Canarias en 2006). Además, algunas CCAA han 
desempeñado puestos de responsabilidad en el 
marco de la asociación, y en 2011 dos de ellas 
tenían un puesto en su Bureau Político: concre-
WDPHQWH�OD�&RPXQLGDG�9DOHQFLDQD��DVt�FRPR�WDP-
bién Andalucía.

Gráfico 2.11. 
Afiliación / pertenencia a la ARE durante 2005, 
2009 y 2011

Fuente:  elaboración propia por parte de los autores. No existen datos disponibles sobre la reunión anual de 2008.
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CLRAE

Al igual que sucede en el caso de la ARE y se-
gún fue también reseñado con anterioridad, no 
todas las CCAA españolas forman parte de la 
CLRAE. Si hacemos una evaluación acerca de la 
pertenencia a la CALRE de las CCAA durante los 
años 2005, 2009 y 2011, podemos observar ciertas 
discrepancias en cuanto al comportamiento de las 
PLVPDV��FRPR�VH�GHVSUHQGH�GHO�JUiÀFR�������'H�
hecho, solo nueve de las diecisiete CCAA fueron 

miembros de la asociación en todos y cada uno 
de los periodos observados, contando también en 
este caso con Andalucía entre las elegidas. Asi-
mismo, en la actualidad Extremadura se revela 
también muy activa en el marco de la asociación 
puesto que ocupa la vicepresidencia, además de 
uno de los puestos del comité ejecutivo, junto a 
Aragón y Cataluña (entre otras regiones euro-
peas), en este último caso. 

Gráfico 2.12. 
Afiliación / pertenencia a la CLRAE durante 2005, 
2009 y 2011

Fuente:  elaboración propia por parte de los autores.
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ARFE

Siete regiones españolas son miembros de esta 
DVRFLDFLyQ�IURQWHUL]D��MXQWR�DO�HVSHFtÀFR�FDVR�DQ-
daluz, que participa en ella en relación con sus 
espacios fronterizos con Marruecos y Portugal 
(Eurorregión Alentejo-Algarve-Andalucía). En 
cualquier caso, las regiones españolas involucra-
GDV�HQ�OD�$5)(�VH�YLHQHQ�UHYHODQGR�FRPR�SDUWL-
cularmente activas puesto que junto a la actual 
vicepresidencia de Extremadura, otras seis regio-
nes españolas forman parte del comité ejecutivo. 
Además, tres Asambleas Generales y otras tantas 
conferencias anuales se han desarrollado en Es-
paña tras la institucionalización de este tipo de 
eventos: concretamente en Cataluña (1989), Cas-
tilla y León (1997) y Navarra (2006).

Asociacionismo interregional en el marco 
del Mediterráneo 

CRPM (Comisión Intermediterránea) 

Por lo que respecta a la Comisión Intermediterrá-
nea (CIM) de la Conferencia de Regiones Perifé-
ricas y Marítimas (CRPM), seis de las 17 CCAA 
españolas forman parte de la comisión: Andalu-
FtD��$UDJyQ��%DOHDUHV��&DWDOXxD��&RPXQLGDG�9D-
lenciana y Murcia. En cualquier caso, es necesario 
subrayar que Andalucía se encuentra particular-
mente vinculada con la comisión puesto que fue 
creada en 1990 precisamente en territorio anda-
luz. Entre los miembros del Bureau Político de 
la asociación durante 2010, podemos resaltar la 
participación de Andalucía, Baleares, Cataluña y 
OD�&RPXQLGDG�9DOHQFLDQD��DVt�FRPR�OD�YLFHSUHVL-
dencia desarrollada entonces por Murcia. Asimis-
mo, el trabajo de la comisión ha sido distribuido 
en siete grupos de trabajo que vienen siendo co-
ordinados por una de las regiones integrantes de 
ORV�PLVPRV��3UHFLVDPHQWH��OD�&RPXQLGDG�9DOHQ-
ciana preside uno de los siete.

ARLEM 

)RUPDQ� SDUWH� HQ� OD� DFWXDOLGDG� GH� OD� $5/(0�
(Asamblea Regional y Local Euro-Mediterránea) 
cuatro de las diecisiete CCAA españolas. Dentro 
de esas cuatro repite Andalucía, junto a Balea-
res, Cataluña o Murcia, que además durante el 
periodo 2010-2011, viene siendo miembro del 
Bureau Político. Sin embargo, cabe resaltar que 
ninguna región española lidera ninguno de los 
comités de la asociación ni ha albergado todavía 
la asamblea general. 
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Tabla 2.2. 
Marco de la participación de las CCAA en el 
conjunto de foros de participación sub-estatal de 
corte generalista durante 2011

Fuente:  elaboración propia por parte de los autores.

CdR REG-LEG CALRE ARE CLRAE ARFE

Andalucía Miembro Miembro Miembro Miembro y 
Bureau Miembro Miembro

Aragón Miembro Miembro y 
Comité Miembro - Miembro 

Comité
Miembro y 

Comité

Asturias Miembro y 
Bureau Miembro Miembro - - -

Baleares Miembro Miembro Miembro - - -

Canarias Miembro Miembro Miembro - - -

Cantabria Miembro Miembro Miembro - - -

Castilla  
y León

Miembro y 
Vicepresidencia Miembro Miembro Miembro Miembro Miembro y 

Comité

Castilla- 
La Mancha Miembro Miembro Miembro - -

Cataluña Miembro Miembro y 
Comité

Miembro y 
Grupo de 
Trabajo

Miembro Miembro y 
Comité

Miembro y 
Comité

Comunidad 
Valenciana Miembro Miembro Miembro Miembro y 

Bureau Miembro -

Extrema-
dura

Miembro y 
Bureau

Miembro y 
Comité

Miembro y 
Grupo de 
Trabajo

-
Miembro, 
Comité y 

Vicepresidencia
Miembro y 

Vicepresidencia

Galicia Miembro Miembro y 
Comité Miembro - Miembro Miembro y 

Comité

Madrid Miembro Miembro Miembro - - -

Murcia Miembro y 
Vicepresidencia Miembro Miembro Miembro Miembro -

Navarra Miembro Miembro
Miembro 
y Comité 
Ejecutivo

- - Miembro y 
Comité

País Vasco Miembro Miembro 
Comité

Miembro y 
Grupo de 
Trabajo

- Miembro Miembro y 
Comité

La Rioja Miembro Miembro Miembro - Miembro -
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El referente mediterráneo se presenta para aque-
llos territorios que se asoman al mismo como un 
HVSDFLR� FRP~Q� HQ� HO� TXH� FRQÁX\HQ� HOHPHQWRV�
culturales, sociales e históricos muy heterogé-
neos. Unidos por un mismo mar, los territorios 
situados en sus dos orillas presentan importan-
tes diferencias (políticas, administrativas, econó-
micas, etc.) que podrían actuar como obstáculos 
SDUD� OD�GHÀQLFLyQ�\�SXHVWD�HQ�PDUFKD�GH�SROtWL-
cas e iniciativas comunes. Aceptado el dato de 
OD� GLYHUVLGDG� FRPR� HOHPHQWR� FRQÀJXUDGRU� GHO�
espacio, sin embargo, la existencia de múltiples 
iniciativas regionales en dicho ámbito pone cla-
UDPHQWH� GH� PDQLÀHVWR� OD� YROXQWDG� GH� LQWHJUD-
ción y puesta en común de retos estratégicos de 
carácter compartido. Desde tal constatación de 
fondo, los esquemas de gobernanza multinivel y 
con vocación transnacional se muestran particu-
larmente aptos para la cooperación territorial en 
la zona. La existencia de diversas organizaciones 
y entidades colectivas que toman como referen-
te el espacio mediterráneo, a las que se ha hecho 
cumplida referencia en este capítulo, ofrecen una 
prueba inapelable de esa comunidad de intereses 
operando sobre un espacio común.

La Declaración de la Comisión Intermediterránea 
de la CRPM sobre «La promoción de nuevas for-
mas de cooperación en el Mediterráneo» suscrita 

en Marsella, el 23 de enero de 2008, supone una 
de las más destacadas aportaciones en este sen-
tido, subrayando la «Necesidad de crear, a dife-
rentes niveles, mecanismos de reparto de tareas y 
de responsabilidades más sólidos y equilibrados, 
para que las acciones de desarrollo en el Medi-
WHUUiQHR� OOHJXHQ� D� VHU� UHDOPHQWH� HÀFDFHVª�� 3RU�
su parte, el proyecto Medgovernance, dentro del 
marco del proyecto MED de Cooperación Territo-
rial en la Unión Europea, responde a un objetivo 
global que se sintetiza en la necesidad de «re-
ÁH[LRQDU�VREUH�XQD�SROtWLFD�UHJLRQDO�FRP~Q�HQ�HO�
seno del Mediterráneo». Una política que debería 
aplicar en el espacio mediterráneo los esquemas 
de la gobernanza a distintos niveles en el desa-
rrollo de políticas comunes en sectores clave de 
desarrollo para la zona. 

Precisamente en sintonía con dicha orientación, 
la Declaración suscrita por los seis presidentes de 
las regiones integrantes del Medgovernance (An-
dalucía, Cataluña, PACA, Liguria, Lacio y Tosca-
na), en Marsella el 29 de mayo de 2009 traza las 
líneas esenciales que delimitan el marco de acción 
de este proyecto:

1) A modo de premisa, se incide en la idea base 
de proceder a reforzar las relaciones institu-
cionales y promover políticas comunes en un 

2.3.
La participación de las regiones 
mediterráneas en el esquema 
de gobernanza multinivel: 
Andalucía en el marco del Proyecto 
Medgovernance
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contexto de crisis «muy dura». En tal coyun-
tura, se formula la necesidad de una «acción 
más enérgica para promover el desarrollo lo-
cal y regional, más cercana a los ciudadanos, 
expresión de una fuerte solidaridad y capaci-
dad para hacer frente a la pobreza».

2) Es en tal escenario en el que se enmarca una 
estrategia selectiva que pivota sobre una serie 
de ejes temáticos estratégicos comunes, como 
son la innovación y protección medioambien-
tal, la accesibilidad al territorio, el desarrollo 
económico local, así como el diálogo y la co-
operación pueblo a pueblo.

3) Dejando constancia de la capacidad para la co-
RSHUDFLyQ�GHPRVWUDGD�SRU�ODV�UHJLRQHV�ÀUPDQ-
tes a través del tiempo, se apela a la necesidad 
de que estas traten con los Estados y la Unión 
Europea, asumiendo un papel creciente en to-
das las políticas mediterráneas. En función de 
tal perspectiva, se alude a la tarea pendiente 
SDUD�ODV�UHJLRQHV�GH�FRQWULEXLU�D�OD�GHÀQLFLyQ�
de una nueva política mediterránea, muy se-
ñaladamente en el debate sobre el futuro pre-
supuesto europeo para el periodo 2014-20.

4) Conscientes de la necesidad de un enfoque 
prospectivo en el desarrollo de las tareas asu-

midas por el proyecto, los presidentes aluden 
a la necesidad de promover el fortalecimiento 
de la Red de Institutos de Investigación Me-
diterráneos (RIM), como vía para enriquecer 
nuestras políticas, mejorar las relaciones ins-
titucionales y también comparar experiencias 
similares en el mundo.

5) Expresión inmediata de la envergadura de 
los retos asumidos es el hecho de que el re-
IHUHQWH�JHRJUiÀFR�DO�TXH�VH�FLUFXQVFULEHQ�ODV�
acciones del proyecto no sea el Mediterráneo 
en su conjunto sino el «área del Mediterráneo 
occidental». Avanzar por pasos y de forma 
SURJUHVLYD��FRQWUDVWDQGR�GLÀFXOWDGHV�\�DYDQ-
ces, permitirá experimentar, en un momento 
posterior, «estrategias de desarrollo común 
en toda la Cuenca» que ayuden «a superar 
divisiones y malentendidos».

Así pues, el Medgovernance es un proyecto que 
nace con una clara vocación regionalista que se 
concentra en la orilla europea occidental del Me-
diterráneo, albergando a regiones e institutos de 
investigación cuyo plan de acción presenta una 
indudable impronta orientada hacia el ensayo de 
fórmulas de gobernanza multinivel en el marco 
de la Unión Europea. Los ámbitos temáticos so-
bre los que se proyecta la acción del Medgover-
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nance hacen referencia a una serie de cuestiones 
estratégicas para el área mediterránea y en torno 
D� ODV� FXDOHV� ORV� VRFLRV� SDUWLFLSDQWHV�PDQLÀHVWDQ�
un interés relevante. Desde tal aproximación se-
lectiva, el proyecto abarca las siguientes materias: 
Transporte, Medioambiente, Cultura, Inmigra-
ción, Competitividad e Investigación. 

(Q�HO�GRFXPHQWR�©+DFLD�XQD�FRQWULEXFLyQ�HÀFD]�
de las autoridades regionales a las políticas euro-
mediterráneas. Informe de la Gobernanza medi-
terránea» (Institut de la Méditerranée, abril 2010) 
se hace una referencia expresa a la idea de que 
«evaluar el impacto de las regiones y las orga-
nizaciones que las representan en las decisiones 
políticas de la UE es tarea harto difícil. El policy 
making europeo es altamente complejo (se ha de-
ÀQLGR�FRPR�XQ�URPSHFDEH]DV��\�VH�GHVDUUROOD�HQ�
un contexto competitivo que exige el desarrollo 
de herramientas y estrategias profesionales». 

&RQVFLHQWHV�GH�WDO�GLÀFXOWDG�\�PRYLGRV�SRU�XQD�
ÀUPH� LQWHQFLyQ� GH� UHPRYHU� REVWiFXORV� VREUH� OD�
base de la implicación regional en las dinámicas 
europeas, la contribución de Andalucía ha sido 
relevante en determinados ámbitos de actua-
ción, desplegando iniciativas materializadas en 

proyectos concretos de acción y, asimismo, en el 
mantenimiento de canales de interlocución con el 
Estado central (tanto a nivel interno como en las 
instancias estatales que trabajan ante la Unión) en 
aquellas materias que presentan un interés estra-
tégico para nuestra Comunidad Autónoma.

&HQWUDQGR� QXHVWUR� LQWHUpV� HQ� OD� LQÁXHQFLD� GHV-
plegada por Andalucía en los ámbitos temáticos 
de la Medgovernance, y posponiendo el análisis 
pormenorizado de las actividades concretamente 
desarrolladas en cada uno de los mismos que se 
llevará a cabo en el próximo capítulo, resulta nece-
sario en este momento aproximarnos a la cuestión 
desde una perspectiva general, ofreciendo al lector 
un primer y somero diagnóstico al respecto. 

1. Transporte 

En esta fundamental esfera, las autoridades re-
gionales andaluzas han mostrado una destacada 
actividad, participando en el desarrollo de ins-
WUXPHQWRV�RULHQWDGRV�D� LQÁXLU�HQ� ODV�HVWUDWHJLDV�
nacionales y europeas. En tal sentido, destaca la 
participación de Andalucía en la Comisión espe-

90º Sesión Plenaria del Comité de Regiones.   © Committee of the Regions.
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FtÀFD�HQ�OD�&530�TXH��FRPR�HV�VDELGR��PDQWLHQH�
XQD�LQWHUORFXFLyQ�ÁXLGD�FRQ�OD�'LUHFFLyQ�*HQHUDO�
de Transporte y Energía (DGTREN) de la CE. 

2. Medio ambiente

En este ámbito, la contribución de Andalucía pre-
senta un alto valor añadido, según se deduce de 
los proyectos y actuaciones desarrolladas. Cierta-
mente, tan destacado grado de implicación resul-
ta potenciado por la circunstancia fundamental 
de que el diseño de políticas medioambientales 
recae dentro del ámbito de las competencias pro-
piamente autonómicas. Asimismo, también se de-
tecta un destacado protagonismo en relación con 
los incendios forestales, que se ha concretado en 
el desarrollo de planes regionales de prevención, 
previsión y lucha activa contra incendios. 

3. Competitividad e innovación

La constatación general de que las autoridades 
regionales vienen asumiendo un papel creciente 
en el diseño de políticas de investigación e inno-
vación, con una notable intensidad en el ámbito 
GH� OD� HGXFDFLyQ� VXSHULRU�� YLHQH� D� FRQÀUPDUVH�
plenamente en el caso de Andalucía. En tal sen-
tido, conviene subrayar que la investigación y el 
GHVDUUROOR��OD�SROtWLFD�GH�,�'��VH�FRQÀJXUD�FRPR�
una de las líneas prioritarias de la agenda del Go-
bierno andaluz.

Desde una perspectiva integral, debemos lla-
mar la atención sobre la Declaración de El Cairo, 
adoptada por la I Conferencia Euromediterránea 
de Ministros de Educación Superior e Investi-
JDFLyQ�&LHQWtÀFD�����������\�HQ�OD�TXH�ORV�VRFLRV�

GH�(XURPHG�FRQÀUPDURQ�VX�FRPSURPLVR�FRQ�HO�
objetivo de crear un área euromediterránea de 
educación superior e investigación e innovación. 
En tal sentido, la Declaración dedica una espe-
cial referencia a los siguientes programas: (1) 
7(0386��HGXFDFLyQ�VXSHULRU�������9,,�3URJUDPD�
Marco de Investigación y Desarrollo Tecnológi-
co (cuyo objetivo es promover la investigación, 
la tecnología, el desarrollo y la innovación en 
cooperación con los países asociados medite-
rráneos); (3) Erasmus Mundus, con particular 
atención a la dotación de las denominadas becas 
Euromed, cuyos destinatarios son estudiantes 
situados en países asociados.

Sin embargo, el potencial de cooperación en este 
ámbito se ha visto limitado por la heterogeneidad 
de modelos educativos (rémora estructural) con-
cluyentes en el área. A ello debe unirse la circuns-
tancia coyuntural que se detecta en los Estados de 
la Unión, que se hallan en un momento de transi-
ción marcado por los diversos procesos de adap-
tación de los estudios universitarios a las exigen-
cias derivadas del Espacio Europeo de Educación 
Superior. En tales circunstancias, la cooperación 
transnacional y también la de índole transregional 
presenta un escaso nivel de desarrollo. 

4. Inmigración

Al ser la competencia en materia de inmigración 
de titularidad exclusiva del Estado en nuestro 
ordenamiento jurídico, la capacidad de actua-
ción autonómica en dicho ámbito se reduce sus-
tancialmente. No sucede así en el caso de otras 
regiones socias del proyecto, como es el caso de 
las italianas, las cuales gozan de amplios poderes 
en la materia, según se deduce de las previsiones 
constitucionales, lo cual les permite un grado de 
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activismo e implicación mucho más destacado. 
(Q�HO�FDVR�GH�(VSDxD��VLQ�HPEDUJR��OD�GHÀQLFLyQ�
de las grandes líneas de la política migratoria co-
rresponde al poder central que, de esta forma, se 
presenta como factor clave. Tal planteamiento de 
fondo lastra el protagonismo autonómico.

No obstante, tal circunstancia no ha sido óbice 
para que Andalucía haya asumido un destacado 
protagonismo en un aspecto esencial relacionado 
con la inmigración, como es el referido a la pro-
moción de políticas de integración de los inmi-
grantes residentes en territorio andaluz. Expre-
sión directa de la sensibilidad institucional hacia 
esta cuestión es la existencia de una Dirección 
General de Coordinación de Políticas Migratorias 
(inicialmente ubicada en la Consejería de Gober-
nación y que, en la actualidad, se incardina en la 
Consejería de Trabajo) y, asimismo, la elaboración 
del Plan Integral de Inmigración de la Junta de 
Andalucía, que permite la coordinación de todas 
las políticas relacionadas con los trabajadores ex-
tranjeros y sus familias.

5. Cultura

La larga tradición, así como la fecunda experien-
cia que caracteriza la trayectoria de la Junta de 
Andalucía en este ámbito actúan como factores 
determinantes a la hora de apreciar la señala-
da implicación que se presenta en el proyecto 
Medgovernance. A la competencia exclusiva 
de la CA en cultura (punto de vista jurídico) se 
une la capacidad administrativa demostrada en 
la práctica a la hora de gestionar los considera-
bles recursos disponibles y la puesta en marcha 
de proyectos sectoriales de diversa índole en el 
ámbito euromediterráneo. 

Como contrapunto a esta demostrada capacidad 
por parte de Andalucía, sin embargo, las acciones 

GHVDUUROODGDV�SRQHQ�GH�PDQLÀHVWR�XQD�VLWXDFLyQ�
que se constata a nivel general, a saber, la necesi-
GDG�GH�GHÀQLU�XQD�HVWUDWHJLD�FXOWXUDO�D�QLYHO�HX-
URSHR�TXH�VH�PDQLÀHVWH�\�DFW~H�VREUH�OD�EDVH�GH�
unas redes temáticas especializadas. 

3RU� OR� TXH� VH� UHÀHUH� D� OD� YDORUDFLyQ� GH� OD� IXQ-
cionalidad desarrollada en la práctica por la 
Medgovernance desde la perspectiva de Andalu-
cía, los representantes de la Junta de Andalucía 
entrevistados coinciden en señalar que tras una 
primera fase de impulso, que coincide con la fase 
inmediatamente posterior a su creación, el interés 
por el proyecto ha tendido a disminuir progresi-
vamente. Las causas de este declive tendencial 
se encuentran en la falta de continuidad de las 
personalidades políticas de las regiones socias 
presentes en el momento constitutivo del pro-
yecto, lo que a la postre, ha venido limitando la 
capacidad para proceder a articular un enfoque 
HVWUDWpJLFR�GHÀQLGR�GH�IRUPD�FRQMXQWD�VREUH�ODV�
materias concernidas por el proyecto.

Sin embargo, el caudal de proyectos en los que ha 
participado la región de Andalucía junto con los 
RWURV� VRFLRV� HQ� ORV� iPELWRV� WHPiWLFRV�GHÀQLGRV��
SRQH�GH�PDQLÀHVWR�TXH�OD�YRFDFLyQ�PHGLWHUUiQHD�
GH�OD�UHJLyQ�VH�DÀUPD�FRQ�XQD�IXHU]D�LQGXGDEOH��
La principal debilidad, como ya se ha apuntado, 
es la falta de un enfoque estratégico de amplio 
espectro. Los entrevistados son conscientes de 
esta situación y de la necesidad de un esfuerzo 
de superación que ha de partir del máximo nivel 
político. 

En cuanto a la coordinación a nivel interno de las 
iniciativas y proyectos europeos en régimen de 
concurrencia con otras regiones (aplicable al caso 
concreto de la Medgovernance, pero también 
desde una perspectiva amplia), la mayor parte 
de los funcionarios entrevistados subrayaron la 
necesidad de mejorar dicho aspecto. Expresión 
directa de la existencia de un compromiso activo 
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en tal sentido por parte de la Junta de Andalucía 
es la creación del Observatorio de Cooperación 
Territorial de Andalucía (OCTA), proyecto de la 
Secretaría General de Acción Exterior de la Con-
sejería de la Presidencia aprobado en el marco 
3URJUDPD�2SHUDWLYR�)('(5�GH�$QGDOXFtD������
�����\�ÀQDQFLDGR�SRU�HO�)RQGR�(XURSHR�GH�'HVD-
UUROOR�5HJLRQDO��)('(5���(O�2&7$�QRV�SRQH�DQWH�
una experiencia pionera movida por la toma de 
conciencia institucional relativa a la necesidad de 
una mejor vehiculación de la información sobre 
los proyectos e iniciativas sectoriales en los que 
participan las diversas Consejerías en materia de 
cooperación territorial europea y de vecindad. 
Junto con la dimensión coordinadora focalizada 
HQ� HVWH� iPELWR�� HO� 2&7$� DÀUPD� VX� SUHWHQVLyQ�
en otras áreas de actuación relacionadas con el 
mismo: asesoramiento, difusión, información y 
evaluación.

Otra cuestión importante que ha sido puesta de 
PDQLÀHVWR�HQ�ODV�HQWUHYLVWDV�D�DOWRV�UHVSRQVDEOHV�
administrativos de nuestra Comunidad es la re-
ODWLYD�D�OD�QHFHVLGDG�GH�LGHQWLÀFDU�HQ�$QGDOXFtD�
instancias concretas (think tanks) que asuman un 
rol de liderazgo en los procesos de investigación 
\�UHÁH[LyQ�HQ�PDWHULD�GH�JREHUQDQ]D�PXOWLQLYHO�
en general y con su aplicación en el espacio me-
diterráneo, en particular. En tal sentido, no puede 
obviarse que la formulación de propuestas para 
potenciar la participación regional en las dinámi-
cas europeas orientadas hacia el espacio medite-
rráneo, así como la evaluación de experiencias 
comparadas de gobernanza multinivel en otros 
iPELWRV�JHRJUiÀFRV�VH�IRUPXODQ�FRPR�UHWRV�TXH�
se proponen el proyecto Medgovernance. Di-
FKR� HVSDFLR�GH� UHÁH[LyQ�� HQ� OD�SUiFWLFD�� KD� VLGR�
asumido por la Red de Institutos Mediterráneos 
(RIM) —uno de los socios del mismo—, habiendo 
desarrollado sus componentes individuales una 
importante labor de prospectiva y análisis.
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Teniendo presentes las diversas dinámicas coo-
perativas que concurren en el espacio europeo, 
en el presente epígrafe nos proponemos centrar 
nuestro interés en el análisis de los rasgos esen-
ciales inherentes a determinados esquemas de 
cooperación actualmente vigentes para, a conti-
nuación, calibrar su potencial aplicabilidad en el 
ámbito mediterráneo, así como el grado de sin-
tonía con la vocación participativa de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía. En tal sentido, 
hemos de aclarar que se ha optado por aplicar un 
criterio selectivo a la hora de abordar la tarea ex-
plorativa propuesta, concentrando el objeto del 
estudio a desarrollar en tres mecanismos concre-
tos de cooperación: 

(1) En primer lugar, se hará referencia a la mo-
dalidad de cooperación regional dotada de 
una tradición más arraigada en el ámbito de 
la Unión Europea y que, según se deduce 
GH� VX� FRQWUDVWDGD� HÀFDFLD�SUiFWLFD�� VH� FRQ-
ÀJXUD�FRPR�XQR�GH� ORV�PDUFRV�SUHIHUHQWHV�
a través de los que se encauzan las dinámi-
cas de colaboración entre territorios trans-

fronterizos. Nos referimos, obviamente, a la 
«eurorregión».

(2) A continuación, pasaremos a estudiar la Agru-
pación Europea de Cooperación Territorial 
(AECT), cuya creación se remonta a 2006 y 
que ofrece un soporte normativo formal a 
diversas modalidades de cooperación inter-
territorial que, en todo caso, presenta carácter 
transnacional, pero que no aparece circuns-
crita dentro de los límites de una dimensión 
necesariamente transfronteriza o interregio-
nal, pudiendo albergar en su seno ambos 
vectores de la cooperación territorial. 

(3)�)LQDOPHQWH��VH�DQDOL]DUi�OD�QRYHGRVD�ÀJXUD�GH�OD�
«macrorregión», en tanto que expresión de co-
operación transfronteriza, caracterizada por su 
escaso grado de formalización y, asimismo, por 
la dimensión transnacional a gran escala que 
presenta. A este respecto, merecerá particular 
interés el estudio de los dos únicos supuestos 
actualmente vigentes en la Unión Europea: las 
macrorregiones del Báltico y del Danubio. 

2.4.
Posibilidades de los nuevos 
esquemas de cooperación territorial. 
Su potencial aplicabilidad al ámbito 
del Mediterráneo
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2.4.1. El mantenimiento y la potenciación de las eurorregiones en tanto que ex-
presión paradigmática de la cooperación transfronteriza

nalidades debidas a la existencia de la frontera 
(Oliveras y Durà, 2010). 

Aunque las eurorregiones no responden a un 
patrón caracterizador unívoco, mostrando ras-
JRV�HVSHFtÀFRV�\�GLIHUHQFLDGRUHV�TXH�DUURMDQ�XQD�
gran riqueza en clave empírica, resulta posible 
apuntar hacia una serie de rasgos básicos que, a 
modo de común denominador, concurren por lo 
general en estas formas cooperativas. Así, en pri-
mer lugar, si bien debe ponerse el acento en que la 
eurorregión no implica la creación de una nueva 
estructura institucional ni tampoco la aparición 
de un nuevo nivel administrativo, no cabe des-
conocer que la misma trae consigo la aparición de 
un ente diferenciado, la denominada «Comuni-
dad de Trabajo», en el que se encarna el acuerdo 
estratégico cooperativo suscrito por las autorida-
des correspondientes. Corresponde precisamente 
a dicho sujeto el ejercicio de las competencias que 
inicialmente corresponden a aquellas que, como 
consecuencia del convenio de cooperación, se 
delegan. A tal efecto, el nuevo ente se organiza 
sobre la base de unos órganos propios a los que se 
atribuyen y entre los que se distribuyen funciones 
HVSHFtÀFDV�\�FRPSHWHQFLDV�GH�tQGROH�GLYHUVD�

Como ya se ha indicado, la voluntad de constituir 
una eurorregión corresponde a entes sub-estata-
les, regiones y entes locales, que de este modo sus-
criben acuerdos con otras unidades territoriales 
que aparecen situadas allende la frontera estatal. 
¿Quiere esto decir que se trata de una actividad 
internacional? Para responder a la incógnita plan-
teada ha de tenerse muy presente que, desde una 
perspectiva jurídica, el desarrollo de estas inicia-
tivas cooperativas no se incardina en el ámbito de 
las relaciones internacionales que, como es sabi-
do, por lo general las Constituciones nacionales 
reservan a la competencia exclusiva de la esfera 
del poder central (Estados). Consecuentemente, 
los acuerdos suscritos por los entes regionales y 
locales tampoco resultan equiparables a la cate-

Dentro del contexto de las dinámicas coopera-
WLYDV� TXH� FRQÁX\HQ� HQ� HO� SDQRUDPD� HXURSHR��
PHQFLyQ�HVSHFLDO�PHUHFH�OD�ÀJXUD�GH�OD�HXURUUH-
gión, en tanto que destacada expresión de la co-
operación entre territorios transfronterizos. Este 
instrumento cooperativo, que recibe denomina-
ciones diversas (comunidad de trabajo, región, 
etc.) goza de un destacado arraigo en la realidad 
HXURSHD�� UHPRQWDQGR� VXV� RUtJHQHV� D� ÀQDOHV� GH�
los años cincuenta del siglo pasado, con la cons-
titución de Euroregio, integrada por territorios 
situados en la frontera entre Holanda y Alema-
QLD��(VWXGLRV�UHFLHQWHV�KDQ�SXHVWR�GH�PDQLÀHVWR�
el extraordinario vigor que las eurorregiones pre-
sentan en la actualidad, constatándose que en la 
última década han experimentado un espectacu-
lar incremento numérico, duplicando su cuantía. 
Los fondos estructurales en general y de forma 
muy señalada el programa INTERREG —a tra-
vés de sus sucesivas convocatorias— han jugado 
un papel central en el impulso de la cooperación 
transfronteriza, fomentando la aparición de uni-
dades de gestión regidas por autoridades regio-
nales y locales en función de estrategias comunes 
de desarrollo. A modo de elemento fundamen-
WDO�TXH�MXVWLÀFD�OD�FRRSHUDFLyQ�\�TXH��DVLPLVPR��
opera como centro de gravedad en torno al cual 
esta gira, despunta el objetivo de la cohesión te-
rritorial que persigue la política regional euro-
pea, contribuyendo a superar las divergencias 
socio-económicas concurrentes, en este caso, en 
zonas limítrofes. 

Situada en su contexto general de referencia, la 
HXURUUHJLyQ� VH� FRQÀJXUD� FRPR� H[SUHVLyQ� GH� OD�
YROXQWDG�TXH�PDQLÀHVWDQ� ODV�DXWRULGDGHV�GH� WH-
rritorios contiguos, aunque separados por fronte-
ras estatales, de aplicar una estrategia común en 
la gestión de programas e iniciativas incardina-
GDV�HQ�OD�SROtWLFD�UHJLRQDO�HXURSHD�TXH�FRQÁX\HQ�
VREUH�OD�PLVPD�iUHD�JHRJUiÀFD��3HUNPDQQ���������
En este sentido, la cooperación se dirige a la solu-
ción de problemas originados por las disfuncio-
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goría de tratados o convenios internacionales. En 
puridad estamos ante una actividad cooperativa 
desarrollada entre territorios situados a ambos 
lados de la frontera que no son expresión de la vo-
luntad soberana que resulta consustancial al desa-
rrollo de las relaciones internacionales. Aclarado 
dicho aspecto, sin embargo, lo cierto es que desde 
una perspectiva sustancial, el radio de acción de 
los entes sub-estatales se transforma, puesto que 
siempre en el ámbito competencial propio, el ejer-
cicio de las mismas se encomienda a un ente —la 
Comunidad de Trabajo— que opera más allá de 
VX�WHUULWRULR��HQ�XQ�HVSDFLR�TXH�VH�GHÀQH�LJQRUDQ-
do la frontera que los separa.

Sin embargo, hay que hacer especial hincapié en 
la idea de que, como ya se apuntó más arriba, la 
eurorregión no es un sujeto dotado de competen-
cias políticas (no es un nuevo nivel de gobierno), 
SXHVWR� TXH� VX� FRQÀJXUDFLyQ� JHQpWLFD� DSXQWD�
esencialmente hacia el desempeño de tareas re-
lacionadas con la gestión (actor estratégico). En 
efecto, la Comunidad de Trabajo surge imbuida 
de una sustancial impronta práctica, como me-
canismo para gestionar problemas que requieren 
una actuación conjunta y coordinada en un ámbi-
to territorial que se presenta común, aunque polí-
ticamente separado por la frontera interestatal y 
en el que el objetivo de la cohesión resulta deter-
minante. Así pues, con la eurorregión se articulan 
espacios de cooperación multinivel (gobernanza) 
orientados a facilitar la adopción de decisiones 
conjuntas en relación con programas y proyectos 
europeos que cada autoridad ha de aplicar según 
sus competencias y recursos (Morata, 2009). Por 
lo tanto, mediante dicha técnica no se atribuyen 
competencias decisionales en clave política a la 
Comunidad de Trabajo, operando esta en un pla-
QR�GLYHUVR��3UHFLVDPHQWH�HVH�SHUÀO�GH�JHVWLyQ�UD-
cional y el enfoque integrado a la aplicación de 
los recursos aporta potencialmente a la eurorre-

gión una destacada funcionalidad. En la práctica, 
sin embargo, el logro de tales objetivos depende 
directamente de la capacidad de implicar a los 
actores sociales y económicos en la gestión de los 
retos planteados. Si bien el impulso desde las es-
tructuras públicas es condición necesaria para que 
la eurorregión eche a andar, no resulta en sí mis-
PD�VXÀFLHQWH��DPERV�SODQRV�GH�OD�JREHUQDQ]D��HO�
vertical, que hace referencia a los niveles adminis-
trativos implicados y el horizontal, referido a los 
actores socio-económicos) han de correr parejos, 
retroalimentándose en una relación que exige una 
continuada voluntad de cooperación y mejora. 

El caso de la cooperación transfronteriza desarro-
llada entre la Comunidad Autónoma andaluza 
con las regiones portuguesas del Algarve y Alen-
tejo, en el marco de los programas INTERREG, 
dan buena muestra de ello. El hecho de que las 
experiencias bilaterales (Andalucía/Algarve y 
Andalucía/Alentejo) se hayan fundido reciente-
mente, dando lugar a la creación de la Eurorre-
gión Alentejo, Algarve, Andalucía (mayo 2010), 
supone una manifestación inequívoca del vigor 
que presenta la cultura cooperativa en Andalucía.

El convenio de cooperación transfronteriza por 
el que se crea la Comunidad de Trabajo «Euro-
rregión Alentejo-Algarve-Andalucía»2 se plantea 
como la necesidad de profundizar en las dinámi-
cas cooperativas, en tanto que instrumento fun-
damental para participar de forma conjunta en 
programas y acciones europeas. En tal sentido, 
la positiva experiencia acumulada a lo largo de 
20 años entre Andalucía y ambas regiones por-
tuguesas sirve de acicate para seguir avanzando 
en el ámbito de la cooperación, dotándola de una 
nueva dimensión que le permita extraer mejores 
resultados y, asimismo, adaptarla a los cambios 
experimentados por el marco jurídico, económi-
co e institucional experimentado a nivel europeo, 

2 El convenio se suscribió en la ciudad portuguesa de Faro, el 5 de mayo de 2010 por parte de los presidentes de la Junta de Andalucía y de los presidentes 
de la Comisión de Coordinación y Desarrollo Regional del Alentejo y de la Comisión de Coordinación y Desarrollo Regional del Algarve. Posteriormente, dicho 
convenio fue publicado en el BOE de 9 de julio de ese mismo año.
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nacional y regional. Enmarcada en este espíritu 
de superación, la comunidad tripartita que se ins-
taura (y que es expresión de una cooperación de 
segunda generación, en palabras de la responsa-
ble de la Junta de Andalucía entrevistada) supone 
un avance sustancial, puesto que su ámbito terri-
torial coincide con el establecido por los progra-
mas europeos de cooperación transfronteriza que 
ÀQDQFLDQ�OD�PD\RU�SDUWH�GH�ORV�SUR\HFWRV�WUDQV-
fronterizos de este espacio (POCTranfr Andalu-
cía-Algarve-Alentejo: POCTEP, 2007). Asimismo, 
se presenta imbuida de un espíritu orientado 
hacia la aplicación de estrategias globales o ma-
FUR�HQ�HO�iPELWR� WHUULWRULDO�GHÀQLGR�TXH�VRQ�H[-
presión evidente de la necesidad, subrayada en 
diversas ocasiones en la entrevista realizada a la 
responsable de la Junta de Andalucía, de poner 
los fondos, tanto los europeos como los propios, 
©DO�VHUYLFLR�GH�OD�SODQLÀFDFLyQª��(VWDPRV��SRU�OR�
tanto, ante un proyecto de cooperación transfron-
teriza cualitativamente mejor y más avanzado 
con respecto a las experiencias precedentes.

La Comunidad de Trabajo «Eurorregión Algarve-
Alentejo-Andalucía» (según lo dispuesto por el 
7UDWDGR�GH�9DOHQFLD�VXVFULWR�HQ������HQWUH�3RUWX-
gal y España en materia de cooperación transfron-
teriza entre Entidades e Instancias Territoriales), 
se constituye como una instancia diferenciada de 
los respectivos Gobiernos que acuerdan su cons-
titución, pero que carece de personalidad jurídica 
(artículo 1.1 Convenio). Dicha Comunidad apa-
rece dotada de una estructura orgánica propia, 
articulada en torno a las siguientes instancias: 
presidente y vicepresidentes; Consejo; Comité de 
Coordinación; Comités Sectoriales y Secretaría. 
Asimismo, goza de autonomía presupuestaria.

Con respecto al ejercicio de las funciones asigna-
das a la Comunidad de Trabajo, el convenio no 
deja resquicio alguno a la indeterminación, pues-
to que se prohíbe taxativamente que la misma 
adopte decisiones que supongan el ejercicio de 
potestades administrativas que el derecho interno 
atribuye a los integrantes de dicha Comunidad, 
así como la adopción de decisiones de contenido 
obligatorio para terceros (artículo 5 Convenio). 

Dentro del respeto a tales límites infranqueables, 
quedan atribuidos a la eurorregión los siguientes 
objetivos (artículo 3):

a) Promover el intercambio de información y el 
estudio de materias de interés común.

b)� )RPHQWDU�\�FRRUGLQDU�LQLFLDWLYDV��SUR\HFWRV�\�
propuestas de acción para la cooperación y el 
intercambio de experiencias.

c) Preparar proyectos, programas y propuestas 
FRQMXQWDV�TXH�SXHGDQ�EHQHÀFLDUVH�GH�OD�FRÀ-
nanciación europea.

d) Promover la colaboración y coordinación en-
tre agentes, estructuras, entidades públicas y 
privadas que puedan contribuir al desarrollo 
de los respectivos territorios fronterizos.

e) Ejecutar las tareas previstas en el marco de 
los programas de cooperación territorial o 
cualesquiera otros instrumentos aceptados 
por los Estados de España y Portugal.

Particular atención requiere el ámbito de la coope-
ración (artículo 4), la cual se desarrollará dentro 
del marco de competencias que según los respec-
tivos marcos internos atribuyen como propios: 
fomento de la competitividad y el empleo; medio 
ambiente, patrimonio y entorno natural; accesi-
bilidad y ordenamiento territorial; fomento de la 
cooperación e integración económica y social. El 
principio de coordinación que necesariamente ha 
de regir entre las administraciones implicadas por 
las actuaciones desarrolladas por la Comunidad 
de Trabajo es susceptible de ser extendido a otras 
Comunidades de Trabajo existentes en la frontera 
hispano-lusa (artículo 15), contemplándose ex-
presamente tal posibilidad, si bien vinculada a los 
ámbitos de cooperación previstos.

Constituida la Eurorregión Alentejo-Algarve-An-
dalucía por un periodo de 10 años, las partes que 
suscriben el convenio por el que se crea se reser-
van sin embargo la posibilidad de proporcionarle 
«la forma jurídica de una Agrupación Europea 
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de Cooperación Territorial (AECT)» (artículo 16). 
De esta forma se apunta hacia una posible tercera 
etapa en la trayectoria de cooperación establecida 
entre dichos entes: si en principio, esta se mos-
traba más fragmentada y con un escaso grado 
de formalización jurídica (dos Comunidades de 
7UDEDMR���DKRUD�VH�DÀUPD�FRQ�XQ�FDUiFWHU�PiV�LQ-
tenso, que viene a sumar y poner en común ini-
ciativas comunes a los tres territorios, que serán 
gestionados por una única Comunidad de Tra-
bajo (tripartita). Un ejemplo similar nos brinda el 
caso de la Comunidad de Trabajo Extremadura-
Alentejo que, constituida en 1991, pasará a adop-
tar el status de Eurorregión gracias al acuerdo 
suscrito en 2009, en cuya virtud se constituye la 
EUROACE, ente en el que, junto con los dos te-
rritorios ya mencionados, participará también la 
región Centro de Portugal.

9ROYLHQGR� DO� FDVR� GH� OD� (XURUUHJLyQ� $OHQWHMR�
Algarve-Andalucía, debemos dejar constancia 
de cómo su acuerdo fundacional deja abierta la 
puerta para que dicha cooperación cristalice en 
el máximo grado de formalización jurídica y visi-
bilidad institucional que la misma presenta en el 
marco europeo actualmente vigente: la AECT. Ac-
tuando de tal manera, los sujetos creadores de la 
(XURUUHJLyQ�YLHQHQ�D�LGHQWLÀFDUVH�FRQ�OD�WHQGHQ-
cia que se detecta en otras experiencias similares, 
a saber, que estas han constituido predecesores 
importantes de muchas AECTs. 

En tal sentido, resulta pertinente traer a colación 
la tendencia que se constata entre ciertas Euro-
rregiones, que han abandonado su condición de 
tales para acceder al status de AECT, en tanto que 
expresión de una cooperación reforzada, con un 
grado mayor de institucionalización y formaliza-
ción jurídica. Ejemplos destacados a mencionar a 
este respecto, por la conexión mediterránea que 
presentan y, asimismo, por el hecho de la partici-
pación de alguna región socia del Medgovernan-
ce son los siguientes:

1) Eurorregión Pirineos-Mediterráneo, de ámbi-
to hispano-francés, integrada por las Comuni-
dades Autónomas de Cataluña, Aragón e Islas 

Baleares y, asimismo, por las regiones galas de 
Midi-Pirineos y Languedoc-Rosellón. Consti-
tuida en 2004, se transformará en AECT tras el 
acuerdo de constitución suscrito cuatro años 
más tarde (el 3 de diciembre de 2008) por los 
gobiernos territoriales competentes. 

2) Eurorregión Alpes Mediterráneo, de matriz 
franco-italiana, integrada por las regiones 
francesas de Provenza-Alpes-Costa Azul 
(PACA) y Ródano-Alpes y por sus homó-
QLPDV�LWDOLDQDV�GH�/LJXULD��9DOOH�GH�$RVWD�\�
Piamonte. Tras una breve fase de colabora-
ción, iniciada en 2005, se constituyó como 
AECT en 2008. 

Otros ejemplos que se enmarcan en una línea si-
milar son los que nos brindan las siguientes ex-
periencias:

1) En el caso de España, aunque con una co-
nexión orientada hacia Portugal, la Comuni-
dad de Trabajo de la región Norte de Portugal 
y Galicia, creada por acuerdo de ambas par-
tes en 1991, que pasó a convertirse en AECT 
en 2008 (acuerdo suscrito el 23 de octubre de 
dicho año).

2) En el caso de Italia, pero apuntando hacia una 
colaboración transalpina con Austria, encon-
tramos que la Europaregion integrada por el 
land austríaco del Tirol y las provincias au-
tónomas italianas de Bolzano y Trentino-Alto 
Adigio creada en 1998, ha manifestado su 
voluntad de constituirse como AECT en 2008, 
HVWDQGR� SHQGLHQWH� VX� GHÀQLWLYD� IRUPDOL]D-
ción bajo la denominación «Euroregio Tirol-
Alto Adigio-Trentino». 

3) Con un espectro territorial mucho más am-
SOLR�� LPSOLFDQGR� iUHDV� JHRJUiÀFDV� DG\DFHQ-
tes a las fronteras de la Unión Europea, ocupa 
un lugar destacado la Comunidad de Trabajo 
Alpe-Adria (denominada «Comunidad de 
Trabajo de las Regiones Transalpinas Orien-
tales» en el momento de su fundación formal, 
en 1978), que acoge en su seno diversas re-
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JLRQHV�LWDOLDQDV��9pQHWR��9HQHFLD�)ULXOL�-XOLD��
/RPEDUGtD��� K~QJDUDV� �9DV�\�%DUDQGD��� OlQ-
der austríacos (Corintia, Estiria, Burgerland), 
así como los Estados de Croacia y Eslovenia. 
Como expresión de una voluntad de reforzar 
la experiencia de colaboración acumulada 
a lo largo de los años, la Comunidad Alpe-
Adria se encuentra en la actualidad inmersa 
en un proceso de conversión en AECT.

(Q�EDVH�D�WRGR�OR�DQWHULRU�GHEHPRV�UHÁH[LRQDU�VR-
bre la eurorregión, preguntándonos acerca de la 
potencialidad de su uso en el ámbito del Medite-
rráneo, en tanto que herramienta aplicable en las 
dinámicas cooperativas desarrolladas en esa zona 

JHRJUiÀFD��$�HVWH�UHVSHFWR��OD�XWLOLGDG�HQWUH�WHUUL-
torios transfronterizos pertenecientes a Estados 
miembros de la Unión Europea resulta evidente. 
Máxime si se tiene en cuenta la amplia tradición 
existente al respecto. Desde una perspectiva de 
cooperación transfronteriza más amplia, inclu-
yendo también los territorios de la orilla sur, con 
especial atención a Marruecos, la instauración de 
redes cooperativas interconectadas por objetivos 
comunes y al servicio de la cohesión se presenta 
como una vía fructífera y dotada de gran atracti-
vo. Además, ofrece la posibilidad de que, consta-
WDGD�VX�HÀFDFLD�\�DSRUWDFLyQ�HVWUDWpJLFD��Gp�SDVR�
a la constitución de AECTs, en tanto que expre-
sión formalizada de la cooperación territorial.

2.4.2. La Agrupación Europea de Cooperación Territorial (AECT) o la apuesta por 
una cooperación estable y altamente formalizada

Esta modalidad de cooperación en el espacio eu-
ropeo es muy reciente, habiendo sido introducida 
en el ordenamiento de la Unión por el Reglamento 
(CE) nº 1082/2006 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 5 de julio de 2006, sobre la Agrupa-
ción Europea de Cooperación Territorial (AECT). 
(O�HVStULWX�TXH� LQVSLUD� OD� FUHDFLyQ�GH�HVWD�ÀJXUD�
nos sitúa ante la voluntad de superar ciertas di-
ÀFXOWDGHV�RUJDQL]DWLYDV�GHWHFWDGDV�HQ�HO� VLVWHPD�
de cooperación transfronteriza que hasta enton-
ces se encontraba regulada por la normativa so-
bre fondos estructurales. Desde tal premisa, en el 
contexto de la Unión ampliada, la aparición de la 
Agrupación Europea de Cooperación Territorial 
supone la expresión de un compromiso institu-
cional fuerte, no meramente coyuntural (Morata, 
2009), que responde a la necesidad de diseñar un 
nuevo instrumento jurídico útil para la gestión 
del apreciable aumento que experimentan los 
recursos económicos dedicados a la cooperación 
WHUULWRULDO� �D� WUDYpV�GHO�)RQGR�(XURSHR�GH�'HVD-

UUROOR�5HJLRQDO�³)('(5³�� HO� )RQGR� 6RFLDO� (X-
URSHR�³)6(³�\�HO�)RQGR�GH�&RKHVLyQ�³)&³��
en el marco presupuestario previsto para el perio-
do 2007-2013. En dicho contexto de referencia, la 
$(&7�VH�SHUÀOD�FRPR�XQ�LQVWUXPHQWR�MXUtGLFR�GH�
QXHYR�FXxR�GLULJLGR�D�GDU�UHVSXHVWD�D�ODV�GLÀFXO-
tades que, como consecuencia de la existencia de 
legislaciones y procedimientos nacionales diver-
sos, debían afrontar tanto los Estados miembros 
como los entes regionales y locales en las tareas in-
herentes a la cooperación territorial (Janer, 2009). 

$�WDO� HIHFWR�� OD�ÀJXUD�GH� OD�$(&7�VH�DUWLFXOD�HQ�
WRUQR�D�WUHV�HMHV�GHÀQLGRUHV�IXQGDPHQWDOHV��DUWt-
culo 1 Reglamento 1082/2006): 

a) Supone una nueva fase de la cooperación 
entre territorios, puesto que la misma acoge 
en su seno, además de la cooperación estric-
tamente transfronteriza, las modalidades de 
cooperación interregional y transnacional. 
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b) La voluntad cooperativa se plasma en la crea-
ción de una agrupación de entes territoriales 
dotada de personalidad jurídica, a la que se 
reconoce en cada uno de los Estados miem-
bros «la más amplia capacidad de actuación 
que la legislación de ese Estado miembro re-
conozca a las personas jurídicas». 

c)� 6X� ÀQ� H[FOXVLYR� HV� ©UHIRU]DU� OD� FRKHVLyQ�
económica y social» (artículo 175, Tratado 
GH�)XQFLRQDPLHQWR�GH� OD�8QLyQ�(XURSHD���D�
través de «la gestión y ejecución de los pro-
gramas o proyectos de cooperación territorial 
FRÀQDQFLDGRV�SRU�OD�&RPXQLGDG��HQ�SDUWLFX-
ODU�FRQ�FDUJR�DO�)RQGR�(XURSHR�GH�'HVDUUR-
OOR�5HJLRQDO��HO�)RQGR�6RFLDO�(XURSHR�\�R�HO�
)RQGR�GH�&RKHVLyQª��DUWtFXOR�����5HJODPHQWR�
1082/2006).

En relación a los entes a los que se reconoce capa-
cidad subjetiva para formar parte de la AECT, el 
Reglamento presenta una aproximación amplia y 
variada, puesto que el plantel de actores incluye 
(artículo 3.1): a) Estados miembros; b) autorida-
des regionales; c) autoridades locales; d) organis-
mos regidos por el Derecho público. Cualquier 
combinación entre tales sujetos resulta factible a 
los efectos de constituir una Agrupación, aunque 
con una condición de obligado cumplimiento 
(artículo 3.2): «La AECT estará constituida por 
miembros situados en el territorio de al menos 
dos Estados miembros». Esto quiere decir que la 
cooperación ha de presentar una dimensión ne-
cesariamente transnacional de geometría variable 
cuyo umbral se sitúa en un mínimo de dos sujetos 
participantes y que, asimismo, se hallen situados 
en dos Estados miembros diversos.

0X\�LQWHUHVDQWH�UHVXOWD� OD� UHÁH[LyQ�TXH�SODQWHD�
la posibilidad de que la AECT no presente una 
identidad exclusivamente europea, esto es, la hi-
pótesis de incorporar a actores situados extramu-
ros del territorio de la Unión. En este sentido, el 
argumento que abre la puerta a tal eventualidad 
puede extraerse del propio reglamento. En efecto, 
el contenido del Considerando 16 que antecede 
al articulado propiamente dicho no deja lugar a 

OD�GXGD��DÀUPDQGR�OR�VLJXLHQWH��©OD�DGRSFLyQ�GH�
una medida comunitaria que posibilite crear una 
AECT no debe excluir la posible participación de 
entidades de países terceros en una AECT consti-
tuida con arreglo al presente Reglamento, en caso 
de que así lo permitan la legislación de un país 
tercero o los acuerdos entre Estados miembros y 
países terceros». Así pues, si en su ámbito interno 
los entes territoriales ajenos a la Unión no encuen-
tran obstáculos para formar parte de una AECT, 
en el nivel europeo, tampoco. De esta forma, el 
adjetivo «europeo» que se aplica a la propia de-
nominación de la agrupación de cooperación 
territorial no implica necesariamente que todos 
sus miembros presenten tal condición. Desde 
tal aproximación, cabría la posibilidad, al menos 
teóricamente, de crear una AECT con territorios 
ubicados en la orilla sur del Mediterráneo. Así, 
aventurando un supuesto meramente hipotético, 
sería factible una AECT integrada por Andalucía 
y alguna región o entidad local situada en el nor-
te de Marruecos. Siempre y cuando, obviamente, 
la legislación marroquí no prohibiera tal tipo de 
actividad cooperativa.

Abundando en esta hipótesis, debe tenerse muy 
presente que la dimensión exterior de las ini-
ciativas de cooperación territorial con entes de 
otros países también está presente en el ámbito 
GH�OD�3ROtWLFD�(XURSHD�GH�9HFLQGDG��3(9��\�HQ�HO�
,QVWUXPHQWR�(XURSHR�GH�9HFLQGDG�\�$VRFLDFLyQ�
�,(9$���XQR�GH�FX\RV�REMHWLYRV�HV�©DSR\DU�OD�FR-
operación transfronteriza mediante iniciativas lo-
cales conjuntas para promover un desarrollo eco-
nómico, social y medioambiental sostenible en las 
regiones fronterizas y un desarrollo territorial in-
tegrado a lo largo de las fronteras exteriores de la 
&RPXQLGDGª��$Vt�SXHV��(O�,(9$�RWRUJD�XQD�JUDQ�
relevancia a las iniciativas de cooperación trans-
fronteriza entre los Estados miembros y los paí-
ses socios en las regiones limítrofes de los tramos 
compartidos de la frontera exterior de la Unión 
(XURSHD�FRQ�HO�ÀQ�GH�FUHDU�XQD�]RQD�GH�SURVSH-
ridad y buena vecindad. Por su parte, el Regla-
PHQWR� GHO� )('(5� LQFRUSRUD� XQD� SUHYLVLyQ� TXH�
hace referencia a supuestos de esta índole (artícu-
lo 21.3) estableciendo lo siguiente: «En el ámbito 
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de la cooperación transfronteriza, transnacional 
H�LQWHUUHJLRQDO��HO�)('(5�SRGUi�ÀQDQFLDU�JDVWRV�
originados en la ejecución de operaciones o de 
partes de operaciones en el territorio de países no 
pertenecientes a la Comunidad Europea, con un 
límite del 10% del importe de su contribución al 
programa operativo considerado y siempre que 
DTXHOODV�UHGXQGHQ�HQ�EHQHÀFLR�GH�ODV�UHJLRQHV�GH�
la Comunidad».

En el capítulo de las funciones susceptibles de ser 
desplegadas por las AECT, el Reglamento alude, 
como elemento determinante, a la voluntad que 
HQ� WDO� VHQWLGR�PDQLÀHVWHQ� VXV� LQWHJUDQWHV� HQ� HO�
convenio mediante el que aquellas son creadas, 
DXQTXH� VLHPSUH� YLQFXODGDV� D� OD� ÀQDOLGDG� TXH�
PRWLYD�OD�SURSLD�H[LVWHQFLD�GH�GLFKDV�ÀJXUDV��UH-
forzar la cohesión social y económica a través de 
la cooperación territorial. No obstante, tal capa-
cidad atributiva se topa con un límite insupera-
ble: el respecto del ámbito de competencia que, 
según cada ordenamiento interno, corresponde a 
los entes que participan en la AECT (artículo 7.2 
Reglamento 1082/2006). Esto quiere decir lisa y 
llanamente que no se pueden asumir funciones 
contrarias a lo previsto por las normas de los sis-
temas jurídicos nacionales implicados. De este 
modo, el principio de autonomía institucional 

que rige la actuación de la Unión Europea y que 
se basa en el respeto hacia la organización y es-
tructura interna de los Estados miembros queda 
formalmente inalterado. Lo cual, sin embargo, 
desde una perspectiva práctica limita el marco de 
facultades potencialmente atribuibles a la AECT, 
al imponerse un mínimo común denominador 
normativo directamente que se desprende de lo 
dispuesto por cada ordenamiento interno.

Desde un enfoque basado en su contenido, y con 
HO�ÀQ�GH�FHUUDU�HO�SDVR�D� OD�HPHUJHQFLD�GH�FXDO-
quier resquicio de duda, el reglamento añade (ar-
tículo 7.3): «Concretamente, las funciones de las 
AECT se limitarán principalmente a la ejecución 
de los programas o proyectos de cooperación te-
UULWRULDO�FRÀQDQFLDGRV�SRU�OD�&RPXQLGDG��HQ�SDU-
WLFXODU�FRQ�FDUJR�DO�)RQGR�(XURSHR�GH�'HVDUUROOR�
5HJLRQDO��HO�)RQGR�6RFLDO�(XURSHR�\�R�HO�)RQGR�
de Cohesión. Las AECT podrán realizar otras ac-
FLRQHV�HVSHFtÀFDV�GH�FRRSHUDFLyQ�WHUULWRULDO�HQWUH�
sus miembros y en el marco del objetivo a que se 
UHÀHUH�HO�DUWtFXOR����DSDUWDGR����FRQ�R�VLQ�FRQWUL-
EXFLyQ�ÀQDQFLHUD�GH�OD�&RPXQLGDGª�

Llegados a este punto hemos de incidir en una 
cuestión de capital importancia, a saber, que el 
acceso a los fondos vinculados con la política de 

90º Sesión Plenaria del Comité de Regiones.    © Committee of the Regions.
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cohesión en modo alguno está subordinado a la 
creación de una AECT, puesto que los sujetos des-
WLQDWDULRV�GH�WDOHV�UHFXUVRV�ÀQDQFLHURV�VRQ�OLEUHV�
de gestionarlos a título exclusivamente indivi-
dual o de forma coordinada con otros entes: bien 
HQFRPHQGDQGR�GLFKDV� WDUHDV�D�XQ�HQWH�HVSHFtÀ-
camente creado a tal efecto y dotado de persona-
lidad jurídica propia, bien asignándole la misma 
a otro tipo de estructura. El ejemplo de las euro-
rregiones, como se verá en su momento, suponen 
una excelente muestra de dinámica cooperativa 
transfronteriza al margen del mecanismo aquí 
analizado. Aclarada esta cuestión, sin embargo, 
hay que llamar la atención sobre la apreciable 
ventaja que supone, en términos funcionales, la 
FUHDFLyQ� GH� XQD� ÀJXUD� GRWDGD� GH� SHUVRQDOLGDG�
jurídica propia con capacidad para gestionar 
de forma autónoma y con independencia de los 
entes participantes los fondos que se obtengan» 
(Janer, 2010).

7UD]DGDV� ODV� OtQHDV� HVHQFLDOHV� TXH� FRQÀJXUDQ� OD�
ÀJXUD�GH�OD�$(&7��GHVGH�XQD�SHUVSHFWLYD�SUiFWL-
ca, un reciente dictamen del Comité de las Regio-
QHV��&G5���������KD�SXHVWR�GH�PDQLÀHVWR�TXH�HV-
tas no muestran un rendimiento funcional acorde 
con las funciones para las que fueron concebidas: 
únicamente un número limitado de las AECTs 
constituidas gestiona programas o proyectos de 
FRRSHUDFLyQ�WHUULWRULDO�FRÀQDQFLDGRV�FRQ�FDUJR�D�
)RQGRV�&RPXQLWDULRV��0X\�DO�FRQWUDULR��OD�PD\RU�
parte de las mismas realiza otras acciones espe-
FtÀFDV� GH� FRRSHUDFLyQ� WHUULWRULDO�� DO� PDUJHQ� GH�
OD�FRQWULEXFLyQ�ÀQDQFLHUD�GH� OD�8QLyQ�� WDO�FRPR�
prevé el párrafo segundo del artículo 7.3 del Re-
glamento 1082/2006 (CdR, 2011). La exigencia de 
respeto de los marcos normativos correspondien-
tes a la nacionalidad de los entes participantes 
(con el evidente problema que se deriva de las 

asimetrías institucionales concurrentes), a la pos-
tre se mostrado como un handicap evidente que 
ha impedido que las agrupaciones desplegaran 
la funcionalidad originaria según la cual fueron 
concebidas. A la luz de tal constatación, se ha to-
mado conciencia de la necesidad de reformar el 
reglamento regulador, abriendo espacios norma-
WLYRV�TXH�LQFRUSRUHQ�XQ�PD\RU�JUDGR�GH�ÁH[LELOL-
dad en el mecanismo.

&LHUWDPHQWH��WDOHV�GLÀFXOWDGHV�RSHUDWLYDV�QR�KDQ�
sido un obstáculo en el caso de España, cuyos 
entes regionales y locales se han mostrado parti-
FXODUPHQWH�SUROtÀFRV�D�OD�KRUD�GH�FRQVWLWXLU�XQD�
AECT. En tal sentido, la dimensión transfronte-
riza de la cooperación es clara, puesto que solo 
se ha creado una AECT de índole transnacional, 
«ARCHIMED-Archipiélago Mediterráneo», com-
puesta por territorios insulares situados en el 
Mediterráneo y en la que participan las CCAA de 
Baleares y Cataluña, las regiones de Sicilia y Cer-
deña y un organismo público con domicilio en 
Chipre, predominando la cooperación con Portu-
JDO�\�)UDQFLD��WDO�\�FRPR�SXHGH�REVHUYDUVH�HQ�ODV�
tablas 2.3 y 2.4. 

Con una clara dimensión mediterránea, aunque 
sin participación española, hemos de mencionar 
OD�$(&7� ©$QÀ]LRQLDª�� FUHDGD� HQ� ����� SRU�PX-
QLFLSLRV�SHUWHQHFLHQWHV�D�,WDOLD��)UDQFLD��*UHFLD�\�
&KLSUH��7RGDYtD�HQ�IDVH�GH�DSUREDFLyQ�GHÀQLWLYD��
encontramos la AECT Parque Marino Internacio-
nal Bocas de Bonifacio (PMIBB), integrado por la 
Reserva Natural del mismo nombre (en Córcega) 
y el Parque Nacional Archipiélago de La Magda-
lena (sito en Cerdeña). 
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Tabla 2.3.
AECTs hispano-lusas (en funcionamiento, 
constituidas o en fase de constitución)

Fuente:  elaboración propia.

Fuente:  elaboración propia.

Denominación Estados CCAA y  
Regiones Entes locales Otras entidades de 

derecho público

Galicia-Norte de Portugal x

Duero-Douro x

ZAS-NET x

Agencia Eurorregional de 
Desarrollo do Eixo Atlántico 
(AEDEA)

x

AECT Faja Pirítica Ibérica x

Eurociudad Chaves-Verín x

Denominación Estados CCAA y  
Regiones

Entes 
locales

Otras entidades de 
derecho público

Pirineos-Mediterráneo x

Pirineos-Cerdaña x

Eurodistrito del Espacio 
Catalán Transfronterizo x x x

Espacio Portalet x

Hospital de la Cerdaña x x x

Tabla 2.4.
AECTs hispano-francesas (en funcionamiento, 
constituidas o en fase de constitución)
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Llegados a este punto de nuestra exposición, 
KHPRV� GH� SODQWHDUQRV� VL� OD� DQDOL]DGD� ÀJXUD� GH�
la AECT resulta idónea para su implantación 
a escala mediterránea. Para afrontar de forma 
idónea la hipótesis planteada, resulta oportuno 
distinguir entre las agrupaciones constituidas 
entre Estados miembros y aquellas otras integra-
das por entes ubicados en terceros países. En el 
primer caso (AECTs de cuño exclusivamente eu-
URSHR���OD�SRWHQFLDOLGDG�FRRSHUDWLYD�GH�OD�ÀJXUD�
resulta indudable, sobre todo si se aplica un enfo-
TXH�JHRJUiÀFR�VHOHFWLYR�TXH�OLPLWD�VX�FDPSR�GH�
actuación a zonas concretas (espacio occidental, 
espacio adriático-jónico, por ejemplo). De esta 
forma, se optimiza la puesta en marcha de estra-
tegias de acción conjunta sobre la base de unos 
intereses comunes previamente individualizados 
y cuya gestión exige un enfoque integral. En este 
sentido, debe resaltarse que en la práctica se está 
constatando una creciente tendencia evolutiva en 
el ámbito de la cooperación trasnfronteriza, supe-
rando la tradicional herramienta de la «comuni-
GDG�GH�WUDEDMRª�\�VXVWLWX\pQGROD�SRU�OD�ÀJXUD�GH�
la AECT. Desde una perspectiva más ambiciosa y 
con una proyección aplicativa pro futuro, resulta 
imprescindible incorporar y no perder de vista el 
valor añadido que se derivaría de la apuesta por 
XWLOL]DU�OD�ÀJXUD�GH�OD�$(&7�FRPR�PHFDQLVPR�D�
través del que encauzar las estrategias macrorre-
JLRQDOHV��GRWDQGR�GH�XQ�HVSHFtÀFR�PDUFR�MXUtGL-

co de referencia al compromiso de gestionar de 
forma conjunta políticas comunes (Documento 
METIS: 2010).

Por lo que respecta a la constitución de AECTs 
a las que se incorporan entes de terceros países, 
entre las recomendaciones formuladas por el 
Comité de las Regiones de cara a la revisión del 
5HJODPHQWR� UHJXODGRU� GH� GLFKD� ÀJXUD�� VH� KDFH�
una expresa referencia a la necesidad de fomen-
tar la participación de los mismos, asociándola a 
los Reglamentos referidos a los Instrumentos de 
3UHDGKHVLyQ� �,3$�� \� GH� 9HFLQGDG� \� $VRFLDFLyQ�
�,(9$���(VWD�SRVLELOLGDG�TXH��GH�FRQVWDWDUVH�HQ�OD�
SUiFWLFD�FRQIHULUtD�D� OD�ÀJXUD�GH� OD�$(&7�GH�XQ�
extraordinario potencial en la profundización y 
extensión de la cultura cooperativa, sin embargo, 
se topa con el inconveniente en absoluto irrele-
vante —que también se constata entre las AECTs 
compuestas únicamente por entes europeos— 
derivado de la necesidad de que el ente que se 
crea se ajuste a las normativas existentes en los 
Estados respectivos. Desde tal punto de vista, el 
éxito de la hipótesis propuesta dependería del 
compromiso efectivo asumido por parte de los 
interesados de proceder a adaptar sus marcos 
jurídicos de referencia, abriendo —allí donde no 
existan— espacios a la capacidad de actuación 
que, en el ejercicio de sus funciones, debe corres-
ponder a la AECT. 

2.4.3. La «macrorregión». Las experiencias del Báltico y el Danubio. Su posible 
aplicación al espacio mediterráneo

/D�ÀJXUD�GH� OD�©PDFURUUHJLyQª�� FDUHQWH�GH� UHJX-
lación jurídica por parte de ninguna norma euro-
SHD�� DSDUHFH� GHÀQLGD� HQ� OD� &RPXQLFDFLyQ� GH� OD�
Comisión Europea sobre la Estrategia del Báltico 
(2009) como «un espacio que incluye territorios de 
varios países o regiones distintos asociados con 
uno o varios rasgos o retos comunes (…) geográ-
ÀFRV�� FXOWXUDOHV�� HFRQyPLFRV�R�GH�RWUR� WLSRª��$Vt�

pues, dicho término nos sitúa ante una realidad 
WHUULWRULDO�GH�FRQWRUQRV�JHRJUiÀFDPHQWH�ÁH[LEOHV��
que se articula y adquiere identidad corporal a 
partir de criterios esencialmente funcionalistas: no 
prejuzga competencias administrativas o políticas 
con respecto a los territorios que la componen, ni 
tampoco presupone o exige una determinada or-
ganización institucional a los entes que la integran. 
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Mapa 2.1.
Estrategia del mar Báltico

Como certeramente ha sido subrayado (Stoc-
chiero, 2010), la idea de macrorregión implica la 
toma de conciencia por parte de territorios trans-
fronterizos sobre la existencia de un conjunto de 
UHWRV�\�RSRUWXQLGDGHV�FRPXQHV�FX\D�JHVWLyQ�HÀ-
ciente exige la puesta en marcha de acciones co-
OHFWLYDV��(Q�XQD�OtQHD�VLPLODU��UHÀULpQGRVH�DO�0DU�
Báltico pero con una innegable aplicabilidad 
a otros ámbitos, el Comité Económico y Social 
Europeo (CESE), al referirse a la macrorregión 
pone el acento en la idea matriz de la que parte 

la solicitud de diseñar una estrategia conjunta 
HQ�HO�iPELWR�JHRJUiÀFR�GHÀQLGR�SRU� OD�PLVPD��
D� VDEHU�� OD� QHFHVLGDG� GH� ©LQWHQVLÀFDU� \� KDFHU�
más efectiva la coordinación entre la Comisión 
Europea, los Estados miembros, las regiones, los 
entes locales y otras partes interesadas para lo-
JUDU�XQD�DSOLFDFLyQ�PiV�HÀFD]�GH�SURJUDPDV�\�
políticas» (CESE, 2009). Así pues, estamos ante 
la expresión de una voluntad indudable de co-
operar como vía para optimizar la gestión de 
problemas comunes.

Mar Báltico

Noruega

Suecia
Rusia

(Rusia)

Estonia

Letonia

Lituania

Bielorrusia

PoloniaAlemania

Dinamarca

Finlandia

Fuente:  elaboración propia.
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La plasmación efectiva de iniciativas de esta índo-
le en el ámbito de la Unión Europea, a día de hoy, 
DSXQWD�KDFLD�GRV�HVSDFLRV�JHRJUiÀFRV�FRQFUHWRV��
por un lado, el Báltico (Alemania, Dinamarca, Es-
WRQLD��)LQODQGLD��/HWRQLD��/LWXDQLD��3RORQLD�\�6XH-
cia), y por otro, el Danubio (Alemania —Baden-
Wurtemberg y Baviera—, Austria, Eslovaquia, 
República Checa, Hungría, Eslovenia, Rumania y 
Bulgaria). Aunque todavía pendiente de plasma-
ción efectiva (se espera que la Comisión Europea 
presente su comunicación sobre el tema en junio 
de 2011), hemos de hacer referencia a la existen-
cia de una destacada iniciativa en pro de la ar-
ticulación de una estrategia macrorregional que 
WRPD�FRPR�UHIHUHQWH�HO�iUHD�GHÀQLGD�SRU�HO�$UFR�
$WOiQWLFR��,UODQGD��5HLQR�8QLGR��)UDQFLD��(VSDxD�
y Portugal) y que está siendo encauzada funda-
mentalmente a través de la actividad desplegada 
por la Comisión Arco Latino de la CRPM. 

A falta de un marco jurídico regulador, el estudio 
GH�ORV�SHUÀOHV�FRQFUHWRV�TXH�GHÀQHQ�OD�ÀJXUD�GH�
la macrorregión obliga a utilizar como referentes 
necesarios los diversos documentos que en torno 
a las referidas iniciativas han generado las institu-
ciones europeas y muy señaladamente, la Comi-
sión, en tanto que referente institucional inmediato 
D�FX\R�WUDYpV�VH�FDQDOL]D�HO�SURFHVR�GH�FRQÀJXUD-
ción, desarrollo e implementación. Desde una 
perspectiva aplicativa, una posición privilegiada 
presenta el caso de la Macrorregión Báltica, no solo 
por su condición de pionera (es la primera que se 
crea) sino también porque la observación de la ex-
periencia desarrollada desde su puesta en marcha 
permite determinar debilidades y fortalezas inhe-
rentes a la misma. Por su parte, la Estrategia del 
Danubio (aprobada por la CE en 2010), todavía 
está en fase de despegue, presenta una notable di-
ferencia con respecto a su predecesora, puesto que 

Mapa 2.2.
Estrategia del  
océano Atlántico

Fuente:  website Instituto Geográfico Vasco 
Andrés de Urdaneta.

España

Francia

Reino Unido

Portugal
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incorpora un grado congénito de heterogeneidad 
con relación a sus componentes que resulta mucho 
más atenuado en el caso del Báltico. 

Centrado el enfoque analítico dentro de los pa-
rámetros referidos, la primera consideración a 
formular en torno a la macrorregión es su vincu-
lación con el objetivo de cohesión territorial que 
persigue la Política Regional de la Unión (CE, 
2009). Desde tal premisa, la estrategia funcional 
que implica su creación comporta la necesidad de 
TXH�VH�LGHQWLÀTXHQ�WDQWR�SRU�OD�8QLyQ�FRPR�SRU�
los Estados qué necesidades han de ser aborda-
das de forma conjunta, procediendo a adaptarlas 
a los recursos disponibles. Debe aclararse que la 
estrategia macrorregional presenta, en principio, 
carácter interno, puesto que está «dirigida a la 
Unión Europea y a sus Estados miembros». No 
obstante, como la misma Comisión se encargó 
de resaltar en el caso del Báltico, no estamos ante 
XQD�FXHVWLyQ�FHUUDGD��SXHVWR�TXH�©OD�HÀFDFLD�GH�
algunas de las acciones propuestas aumentará si 
prosigue la cooperación constructiva con terceros 

países interesados de la región». El carácter fun-
cionalista de la estrategia, orientada al diseño de 
estrategias comunes para cuestiones que presen-
tan tal índole, ocupa un lugar determinante a la 
hora de formular abiertamente para el caso del 
Báltico la necesidad de «una estrecha colabora-
ción entre la UE y Rusia para abordar de mane-
ra conjunta muchos de los retos de la región. La 
misma necesidad de cooperación constructiva es 
también aplicable a Noruega y Bielorrusia» (CE, 
2009). En el caso del Danubio, como ya se apuntó 
más arriba, la implicación necesaria de terceros 
SDtVHV�VH�SHUÀOD�FRPR�XQD�FRQGLFLyQ�LQGLVSHQVD-
ble de cara a la optimización de la estrategia, dado 
HO� FULVRO� GH� SDtVHV� \� UHJLRQHV� TXH� FRQÁX\HQ� HQ�
GLFKD�iUHD�JHRJUiÀFD��$Vt�� MXQWR�FRQ�ORV�(VWDGRV�
FRPXQLWDULRV�� OD�&RPLVLyQ� DÀUPD� H[SUHVDPHQWH�
que «la estrategia está abierta a otros socios de la 
región», aludiendo por un lado a Croacia, Serbia, 
Bosnia-Herzegovina, Montenegro, Moldavia y 
Ucrania (regiones del Danubio) y por otro, a la 
zona del Mar Negro (puesto que el Danubio des-
emboca en dicho espacio marítimo).

Mapa 2.3.
Estrategia del Danubio

Rep. Checa
Eslovaquia

Austria

Italia

Hungría
Austria

Rumanía

BulgariaSerbia

Croacia

Fuente:  elaboración propia.
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'HÀQLGR�HO�iPELWR�JHRJUiÀFR�REMHWR�GH�OD�LQWHU-
vención conjunta, la concreción de tal enfoque 
exige la puesta en marcha de políticas apropia-
das y debidamente coordinadas «mediante una 
estrategia regional multisectorial integrada» que 
genere sinergias a la hora de utilizar los recursos 
ÀQDQFLHURV�HXURSHRV�\D�H[LVWHQWHV��VLQ�QHFHVLGDG�
de aprobar una normativa ad hoc�HVSHFtÀFDPHQWH�
dirigida a la macrorregión y, asimismo, sin que 
se plantee la necesidad de crear nuevas estruc-
turas institucionales encargadas de su gestión o 
aplicación práctica. Planteada la cuestión en estos 
términos, queda claro que la articulación de una 
estrategia macrorregional se condiciona por la 
Comisión Europea en función de tres requisitos, 
los denominados «tres noes»:

ï La puesta en marcha de la macrorregión no 
implica la necesidad de aprobar normas jurí-
dicas que regulen o circunscriban sus activi-
GDGHV��(VWDV�VH�LQWHJUDQ��SRU�GHÀQLFLyQ��HQ�HO�
marco del objetivo de cohesión territorial que 
GHÀQH�OD�SROtWLFD�UHJLRQDO�HXURSHD�

ï La macrorregión y la estrategia de acción que 
la misma trae consigo en modo alguno fun-
ciona como una vía para que sus componen-
WHV�REWHQJDQ�PiV�UHFXUVRV�ÀQDQFLHURV�GH�ORV�
ya asignados. No aporta, pues, fondos adi-
cionales; antes bien, estamos ante un cauce 
para la optimización de los fondos disponi-

bles por los territorios singularmente con-
siderados, que proceden a gestionarlos no 
según su exclusivo criterio sino en función 
GH� ODV�GLUHFWULFHV�GHÀQLGDV�SRU� OD�HVWUDWHJLD�
conjunta.

ï El surgimiento de una macrorregión no trae 
consigo la creación de nuevas instituciones, 
puesto que la gestión de las actuaciones pre-
vistas por la estrategia se llevan a cabo a tra-
vés de esquemas de gobernanza en los que 
participan los distintos niveles de gobierno 
implicados en la misma.

A partir de tales premisas fundacionales, la Co-
misión indica los ejes esenciales sobre los que ha 
de articularse la estrategia macrorregional: 

1. Planteamiento integrado de actuaciones, 
puesto que «una mejor coordinación y un uso 
más estratégico de los programas comunita-
rios son ingredientes fundamentales»; 

2.� 'LVHxR�GH�©DFFLRQHV�HVSHFtÀFDV�SDUD�UHVSRQ-
GHU�D�ORV�UHWRV�LGHQWLÀFDGRVª��

3. Compromiso e implicación directa de los 
interesados de la región (gobiernos y orga-
nismos, municipios, organizaciones interna-
cionales y no gubernamentales) tanto en su 
puesta en marcha como en su desarrollo.

13º Reunión del Consejo Adriático-Jónico.    © Committee of the Regions
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Establecidos tales criterios de base, a continua-
ción entra en escena el denominado «Plan de 
$FFLyQª�� TXH� VH� FRQÀJXUD� SRU� OD�&(� FRPR� IXQ-
damental herramienta para determinar los con-
tenidos concretos que van a ser abordados por 
la estrategia. Desde tal aproximación, tanto en el 
caso del Báltico como en el del Danubio los res-
SHFWLYRV�SODQHV�SUHVHQWDQ�XQ�HQIRTXH�HVSHFtÀFR�
a tres niveles, orientados por una lógica de con-
creción progresiva:

1.� (Q�HO�SULPHU�QLYHO�VH�GHÀQHQ�ORV�©SLODUHV�Ei-
sicos» que se corresponden con los que pre-
YLDPHQWH� KDQ� VLGR� GHÀQLGRV� FRPR� ©SXQWRV�
principales» de la estrategia.

2. El segundo nivel acoge los «ámbitos priori-
WDULRVª��HVWR�HV��OD�H[SUHVLyQ�GLYHUVLÀFDGD�GH�
contenidos que componen cada pilar básico. 
En este nivel, el desglose de temas genéricos, 
señalando las prioridades de acción asumi-
das, se presenta como elemento fundamen-
tal que permite apuntar hacia una serie de 
«proyectos de temática general y, a menudo, 
muy amplia». A tal respecto, la Comisión se 
muestra especialmente celosa a la hora de 
proceder a la selección de dichos proyectos, 
velando por que los mismos «promuevan el 
cumplimiento de los objetivos o brinden la 
posibilidad de abordar cuestiones de impor-
tancia para la región» (CE, 2009).

3. El tercer nivel es donde se alcanza el mayor 
grado de concreción de la estrategia, puesto 
TXH�SDUD� FDGD� iPELWR�SULRULWDULR� VH�GHÀQHQ�
XQD�VHULH�GH�SUR\HFWRV�HVSHFtÀFRV��©GH�FDUiF-
ter concreto y práctico» que, en el caso del 
Báltico, aparecen bajo la emblemática deno-
minación de «proyectos insignia». 

&RQFUHWDGRV� ORV� WpUPLQRV� TXH� GHÀQHQ� OD� HVWUD-
tegia y señalados los principios que inspiran su 
diseño y ejecución, la cuestión que inmediata-
mente se plantea a continuación es precisamen-
te cómo, de qué manera se llevan a cabo en la 
práctica las referidas exigencias de coordinación 
y acción estratégica conjunta. En tal sentido, 

nuestro interés preferente se centrará en explo-
rar las posibilidades reales de implicación efec-
tiva de la lógica sub-estatal (sobre todo, regional 
pero también de ámbito local) en las dinámicas 
macrorregionales. A modo de premisa, hemos 
GH� WUDHU� D� FRODFLyQ� OD� FRQWXQGHQWH� DÀUPDFLyQ�
de la Comisión Europea cuando señala que «Las 
macrorregiones solamente podrán aportar valor 
añadido a la integración europea si se traducen 
en un incremento de la cooperación estatal, re-
gional y local que refuerce las políticas euro-
peas». Así pues, resulta evidente la necesidad de 
aplicar una estrategia multinivel y multiactor, en 
un juego de suma positiva en la que todos los 
niveles de gobierno afectados participan (Stoc-
chiero, 2010). 

Una vez establecida la genérica precondición 
participativa, sin embargo, la pregunta inicial-
mente planteada sigue esperando ser respon-
dida, puesto que nada se nos ha dicho todavía 
sobre cómo se articula la misma en términos 
prácticos. A este respecto, una atenta observación 
de las dinámicas concurrentes tanto en el proceso 
de gestación de la estrategia como en la fase de 
aplicación, una vez aprobada, nos permitirá ex-
traer valiosas conclusiones.

Si bien resulta un lugar común subrayar las am-
plias consultas llevadas a cabo por la Comisión 
D�OD�KRUD�GH�GHÀQLU�OD�HVWUDWHJLD�GH�OD�PDFURUUH-
gión del Báltico, recibiendo un ingente caudal de 
propuestas e indicaciones por parte de los actores 
interesados (bottom up), también suscita un con-
senso generalizado el hecho de que, en términos 
efectivos, el protagonismo recae sobre los Estados 
miembros, los cuales «desempeñan una función 
clave», puesto que «establecen los objetivos de 
la estrategia y adoptan las decisiones acerca de 
sus líneas principales y prioridades» (CdR, 2010). 
De este modo, la estrategia constatada inicial-
mente (impulso regional-local hacia los niveles 
de gobierno superiores) invierte radicalmente su 
orientación, conformándose en sentido «de arriba 
abajo» (top down) y circunscribiendo la actividad 
de los entes no estatales al ámbito consultivo» 
(CPRM, 2009). 
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Esta situación claramente desfavorable para las 
aspiraciones participativas y decisionales de las 
instancias regionales, lejos de experimentar un 
cambio sustancial en el momento clave de la ela-
boración del Plan de Acción, va a mantenerse, 
puesto que aquí, de nuevo, las amplias consul-
tas de la Comisión con los actores interesados 
acaba por resolverse a favor de la lógica estatal. 
Téngase en cuenta que en el caso del Báltico, una 
YH]�GHÀQLGD� OD� HVWUDWHJLD�� ODV� UHJLRQHV� VLJXLHURQ�
participando, puesto que debían adaptar sus pro-
gramas operativos a los ejes de acción y proyectos 
HVWUDWpJLFRV�LGHQWLÀFDGRV�HQ�HO�PDUFR�GH�DTXHOOD��
A tal efecto, el proceso seguido volvió a presen-
tarse como una dinámica de arriba hacia abajo 
(top down). Llegados a este punto, debe recordar-
se el relevante papel que desarrollan los Estados 
PLHPEURV�D�OD�KRUD�GH�DVLJQDU�ORV�UHFXUVRV�ÀQDQ-
cieros dedicados a los programas de cooperación 
transnacional: cada Estado miembro recibe una 
DVLJQDFLyQ�JOREDO�FRQ�FDUJR�DO�)('(5�TXH�DEDU-
ca todos los objetivos de las políticas regionales 
(programas regionales, cooperación transfronte-
riza y programas transnacionales). Ahora bien, la 
competencia para determinar la concreta cantidad 
que del monto total recibido se asigna a cada pro-
grama corresponde a los Estados miembros (junto 
con las autoridades regionales, en función de la 
UHVSHFWLYD�FRQÀJXUDFLyQ�LQVWLWXFLRQDO�QDFLRQDO���

'HÀQLGRV� ORV� iPELWRV� SULRULWDULRV�� WDPELpQ� ORV�
Estados miembros han sido los responsables pre-
ferentes de su aplicación. Los datos cuantitativos 
aportados por el Comité de las Regiones resultan 
inapelables: De quince ámbitos prioritarios, solo 
uno es de responsabilidad regional, el desarrollo 
de la política turística regional, que ha recaído en 
el Estado de Mecklemburgo-Pomerania Occiden-
tal. En este mismo ámbito de actuación, la promo-
ción de la sanidad ha recaído en la Asociación de 
la Dimensión Septentrional para la Salud Pública 
y el Bienestar Social (NDPHS) (CdR, 2009). Como 
FRQVHFXHQFLD�GH�HOOR��FRPSDUWLPRV�ODV�DÀUPDFLR-
nes contenidas en el documento «Tres escenarios 
para un enfoque macrorregional en el Mediterrá-
neo», elaborado por el Instituto del Mediterráneo 
en 2010, en el sentido de que «la apropiación de la 

estrategia por parte de los actores territoriales es 
limitada, y en el caso de aquellos que desempeña-
ron un papel activo en la fase de consulta pública 
y ahora se ven excluidos de la fase de aplicación, 
la frustración es enorme».

<� SRU� OR� TXH� VH� UHÀHUH� D� ORV� SUR\HFWRV� LQVLJQLD�
������ HO� FRQWLQXLVPR�VLJXH�DÀUPDQGR�XQ� URO�GR-
minante, ya que en ningún caso su dirección 
ha sido asumida a escala regional, «aunque son 
precisamente estos los proyectos donde las re-
giones podrían desempeñar un destacado papel» 
(CdR, 2010). A la luz de la situación concurrente, 
el Comité de las Regiones formula una clara rei-
vindicación pro futuro, indicando que «cuando 
se adopten decisiones acerca de los proyectos in-
signia, se deberá ofrecer a los entes locales y re-
gionales la posibilidad de participar activamente 
en la aplicación de dichos proyectos». Lo cual no 
constituye sino una exigencia acorde con la idea 
manejada por la Comisión cuando alude a la ne-
cesaria cooperación entre los niveles implicados 
por las acciones que desarrolla la estrategia y que 
se traduce «en el compromiso y la participación 
concreta de todas las autoridades a nivel nacional 
y regional, así como a otros niveles». Solo apli-
cando una perspectiva que refuerce la dimensión 
territorial de las tareas abordadas se logrará in-
corporar un enfoque integrado (CE, 2009).

En el ámbito de la coordinación, otro de los ejes 
articuladores de la estrategia conjunta, la Comi-
sión va a arrogarse el papel de responsable del 
nivel macro (esto es, en la elaboración del Plan de 
Actuación), aunque apoyándose en la ayuda pres-
tada por el Grupo de Alto Nivel integrado, órga-
no de extracción únicamente estatal, puesto que 
está compuesto por representantes de todos los 
Estados que integran la macrorregión (importante 
hacer referencia a la salvedad prevista: Cuando 
sea necesario, convendría invitar a terceros paí-
ses a participar). En los niveles subsiguientes de 
desarrollo de los pilares básicos, se observa una 
actitud más receptiva a las dinámicas no estric-
tamente estatales, atribuyéndose la coordinación 
de todas las áreas prioritarias (con la excepción 
de aquellas cuestiones que son abordadas por la 
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Unión Europea en clave nacional) así como su im-
plementación a los Estados miembros «conjunta-
mente con los terceros países y/o las regiones». La 
idea de fondo que maneja la Comisión es que la 
responsabilidad recaiga en aquellos sujetos «que 
demuestren compromiso, aceptación y experien-
cia» sin prejuzgar el nivel de gobierno en el que se 
encuentran situados. Solo a partir de la aplicación 
de este enfoque se estará contribuyendo a que la 
tarea desempeñada sea «transnacional, intersecto-
rial e interinstitucional» (CE, 2009).

Desde una perspectiva mucho más comprometi-
da con la implicación regional, y teniendo muy 
presente la situación que se constata en la expe-
riencia práctica del Báltico, suscribimos plena-
mente la posición del Comité de las Regiones, 
requiriendo a la Comisión para que reconozca 
el importante papel que desempeñan los entes 
locales y regionales «de cara a la ejecución de la 
estrategia» atribuyéndoles «una posición central, 
en cuanto elemento consolidado del sistema de 
JREHUQDQ]D�PXOWLQLYHO�� FXDQGR�VH�GHÀQDQ�\�HOL-
jan los órganos de coordinación y los responsa-
bles de los proyectos insignia correspondientes a 
los ámbitos prioritarios» (CdR, 2010). Lo contra-
rio equivale a mantener la tendencia actualmente 
vigente en el área según la cual la estrategia ma-
crorregional funciona a favor de la renacionaliza-
ción de las acciones acometidas. Consciente de 
dicho handicap, la Comisión Intermediterránea 
de la CRPM, de cara a la determinación de los 
SHUÀOHV�GHÀQLGRUHV�GH�OD�(VWUDWHJLD�0HGLWHUUiQHD�
Integrada (en tanto que expresión de una estrate-
gia macrorregional para la cuenca mediterránea) 
llama la atención sobre la necesidad de incorpo-
rar a los entes locales y regionales no solo en el 
SURFHVR�GH�FRQVXOWDV�SUHYLDV�D�VX�GHÀQLFLyQ�IRU-
mal desarrollado por la Comisión Europea sino 
también en la fase posterior de implementación, 
aprovechando el marco de cooperación territorial 
actualmente vigente (CRPM, 2011: 2).

6HxDODGDV�ODV�GLÀFXOWDGHV�D�ODV�TXH�VH�KDQ�HQIUHQ-
tado los entes sub-estatales a la hora de conquistar 
XQ�HVSDFLR�IXQFLRQDO�SURSLR�HQ�OD�GHÀQLFLyQ�JHV-
tión de la estrategia báltica, hemos de referirnos 

al que se ha considerado como el principal de los 
obstáculos (estructurales) con que se ha encon-
WUDGR� GLFKD�PDFURUUHJLyQ�� OD� ÀQDQFLDFLyQ� GH� ORV�
SUR\HFWRV� GHÀQLGRV�� 5HFRUGDQGR� TXH� OD� HVWUDWH-
gia macrorregional no supone un aumento de los 
fondos ya asignados, esto implica la necesidad 
GH�TXH�HVWRV�VH�DGDSWHQ�D� ODV�SULRULGDGHV�GHÀQL-
das ex post por la lógica cooperativa. El problema 
fundamental es que la mayoría de los programas 
HXURSHRV�\D�VH�KDEtDQ�GHÀQLGR�\�SURJUDPDGR�FRQ�
anterioridad sin ninguna referencia a la Estrate-
gia del Mar Báltico. De esta forma, resulta que los 
proyectos macrorregionales carecen de programas 
\� IRQGRV� HVSHFtÀFRV�� DO� LJXDO� TXH� FDUHFHQ�GH� XQ�
marco de gobernanza que permita coordinar los 
diferentes programas existentes en su respectivo 
ámbito de actuación. Esta falta de sincronización 
entre la programación 2007-2013 y la de la Estra-
tegia merma la potencialidad de sus efectos. De 
cara al próximo periodo presupuestario 2014-2020 
debería existir una necesaria coordinación entre 
los enfoques macrorregionales y la elaboración 
de los programas operativos. Precisamente en tal 
sentido se pronuncia la Nota Técnica «Estrategia 
Mediterránea Integrada» sobre la que actualmen-
te está trabajando la Comisión Intermediterránea 
de la CRPM, subrayando la necesidad de que la 
puesta en marcha de una estrategia macrorregio-
nal en la cuenca mediterránea se integre en el pro-
FHVR�GH�GHÀQLFLyQ�GHO�SUy[LPR�SHULRGR������������
En dicho marco negociador, el establecimiento de 
vínculos entre las líneas de acción a desarrollar a 
escala macrorregional y los fondos estructurales 
DVLJQDGRV�D� ODV� UHJLRQHV�VH�SHUÀOD�FRPR�XQD�YtD�
de exploración necesaria (CRPM, 2011: 1).

&RQFOXLGR�HO�UHFRUULGR�SRU�ORV�FDUDFWHUHV�FRQÀJX-
radores de la macrorregión, hemos de plantearnos 
VL�GLFKD�ÀJXUD�UHVXOWD�DSOLFDEOH�HQ�HO�iPELWR�PH-
diterráneo. A tal respecto, resulta imprescindible 
tener presente las siguientes cuestiones de fondo: 

Primero 

No puede perderse de vista que la estrategia 
macrorregional se basa en necesidades comunes 
TXH� FRQFXUUHQ� HQ� UHJLRQHV� R� iPELWRV� JHRJUiÀ-
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cos transfronterizos funcionales y que requieren 
acciones de la misma índole. La necesidad de 
coordinar políticas territoriales y sectoriales que 
operan sobre la base de objetivos compartidos 
es la idea matriz de la que ha de partir cualquier 
SODQWHDPLHQWR� PDFURUUHJLRQDO� �/LEUR� 9HUGH� GH�
OD�&RKHVLyQ�7HUULWRULDO�� �������/D�DÀUPDFLyQ�GHO�
enfoque interno que inicialmente caracteriza a la 
macrorregión, sin embargo, no excluye la proyec-
ción hacia terceros países. Si en el Báltico el rol 
de terceros es minoritario (en términos cuantita-
tivos, Rusia, Noruega y Bielorrusia, frente a los 
ocho Estados miembros), en el Danubio la pre-
sencia de estos se incrementa notablemente (….). 
Esto quiere decir que, en principio, una hipotética 
macrorregión mediterránea podría acoger teóri-
camente a todos aquellos territorios con voluntad 
participativa. Tales aspectos son expresamente 
incorporados por la Nota Técnica sobre «Estra-
tegia Mediterránea Integrada», ya que desde la 
CRPM se trabaja con una idea de macrorregión 
mediterránea integrada en la política regional 
europea, que funcione como marco estratégico de 
cohesión para las acciones desarrolladas en dicho 
iPELWR�JHRJUiÀFR�\�TXH��DVLPLVPR�KDJD�XVR�GH�
los instrumentos europeos de vecindad. En tal 
sentido, la cohesión/vecindad se presentan como 
«instrumentos transversales que implicarán otras 
políticas sectoriales de interés para el desarrollo 
común en la zona. Desde tal enfoque integrado, 
se señalan como ámbitos prioritarios de actua-
ción los siguientes: transporte, turismo e inno-
vación, energía y política marítima y ambiental 
(CRPM, 2011: 1). 

Así pues, ante la emergencia de ciertas cuestio-
nes con una innegable proyección supranacional 
como el medio ambiente, el transporte, la logís-
tica y la seguridad ciudadana, la cooperación 
transfronteriza en la UE se presenta como cues-
tión necesaria. Muchas cuestiones territoriales 
LGHQWLÀFDGDV� HQ� HVWD� UHJLyQ� VXSRQHQ� XQ� DOWR�
grado de interdependencia entre diversos terri-
torios, ámbitos políticos y niveles de acción. Por 
consiguiente, requieren respuestas transnaciona-
OHV��GHELHQGR�©H[SORUDU�\�GHÀQLU�ORV�HVFHQDULRV�HQ�
los que la(s) macrorregión(es) mediterráneas re-

sulten más coherentes y sinérgicas y que presten 
apoyo a iniciativas políticas más amplias como 
la Unión por el Mediterráneo» (Instituto Medite-
rráneo, 2010). A este respecto, hemos de llamar la 
atención sobre el hecho de que la necesidad de 
una implicación a gran escala de las instituciones 
TXH�RSHUDQ�HQ�HO�HVSDFLR�PHGLWHUUiQHR�VH�FRQÀ-
gura como la apuesta en la que se apoya la pro-
puesta de una Estrategia Mediterránea Integrada 
que en la actualidad está diseñando la Comisión 
Intermediterránea del CRPM. Para dicho órgano, 
el lanzamiento de una estrategia macrorregional 
HQ� GLFKD� ]RQD� JHRJUiÀFD� KD� GH� FRQWDU� QHFHVD-
riamente tanto con la contribución política de la 
Unión por el Mediterráneo (UpM), que operaría 
a nivel estatal (diplomático) como con la apor-
tación de los entes locales, a través del ARLEM 
(CRPM, 2011: 2). 

Cualquier enfoque macrorregional en el Medite-
rráneo ha de afrontar esta premisa de partida e 
inmediatamente a continuación decidir su radio 
JHRJUiÀFR�GH�DFWXDFLyQ��/D�KHWHURJHQHLGDG�HV�HO�
rasgo dominante en el Mediterráneo, constatán-
GRVH� OD� FRQÁXHQFLD�GH� HMHV�GLYHUVRV�GH�GLYLVLyQ�
entre países: miembros/no miembros (orilla nor-
te, orilla sur); nivel de desarrollo económico; asi-
metrías institucionales, etc. Aun así, el elemento 
catalizador más relevante y que necesariamente 
ha de poner en marcha cualquier estrategia es 
la voluntad de cooperar: un enfoque macrorre-
gional debe ser apoyado ante todo y sobre todo 
por los actores locales y regionales, que han de 
cooperar entre sí y también establecer vínculos 
con actores externos. Debe forjarse una coalición 
de intereses entre los Estados miembros que par-
ticipan en la macrorregión. En este sentido, desde 
la CRPM se está llevando a cabo una interesante 
tarea orientada a trazar las líneas esenciales de 
una futura Estrategia Mediterránea Integrada, 
impregnada de un ambicioso espíritu de coope-
ración que incluye ambas orillas. No obstante, 
desde una perspectiva realista, a la luz de los 
procesos de cambio y transformación política que 
están viviendo destacados países de la orilla sur 
(Egipto, Libia, etc.), no puede pasarse por alto la 
H[WUDRUGLQDULD�GLÀFXOWDG�LQKHUHQWH�D�WDO�HQIRTXH�
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omnicomprensivo. El momento de extraordinaria 
inestabilidad política no fomenta un ambiente 
adecuado al respecto.

Siendo estas las circunstancias de fondo que ro-
dearían el nacimiento de una macrorregión medi-
terránea, quizás lo más adecuado sea plantearse 
una estrategia por fases, paso a paso: por zonas o 
cuencas. En un sentido coincidente se expresó el 
representante de la Administración autonómica 
HQ� OD�HQWUHYLVWD� UHDOL]DGD��DÀUPDQGR� OR�VLJXLHQ-
te: «Andalucía mira al sur del Mediterráneo, la 
cooperación con Marruecos resulta fundamental, 
pero el escenario más factible en la actualidad se-
ría reconducir la cooperación hacia el ámbito de 
la política de vecindad y a través del Instrumento 
(XURSHR�GH�9HFLQGDG�\�$VRFLDFLyQ� �,(9$�ª��$Vt�
pues, desde una perspectiva macrorregional el 
horizonte tendería a situarse inicialmente en la 
orilla norte (área occidental). Este escenario, no 
REVWDQWH�� WDPSRFR� VH� SUHVHQWD� H[HQWR� GH� GLÀ-
cultades, fundamentalmente por las diferencias 
políticas existentes entre los distintos gobiernos 
implicados, tanto a nivel interno, entre las CCAA 

españolas bañadas por el Mediterráneo y tam-
bién a escala transnacional. Además, no se pue-
de obviar otro dato fundamental como es que en 
GLFKR�iPELWR�HVSHFtÀFR�QR�VH�HVWiQ�FRQVWDWDQGR�
LQLFLDWLYDV�FRQFUHWDV�TXH�VXSRQJDQ�OD�DÀUPDFLyQ�
de una vocación macrorregional. 

Esta situación, todavía en fase difusa, contrasta 
abiertamente con la propuesta, aún en estado 
embrionario, pero que ya se ha plasmado en la 
Declaración de Ancona, suscrita en dicha ciudad 
en mayo de 2010 por los representantes de los 
Gobiernos que integran la Iniciativa Adriático-Jó-
nica (Albania, Bosnia-Herzegovina, Croacia, Gre-
cia, Italia, Montenegro, Serbia y Eslovenia), tras 
OD� UHXQLyQ� GH� VX�&RQVHMR��$ÀUPDGD� OD� JHQpULFD�
voluntad de profundizar en la experiencia coope-
rativa existente, mejorándola e incrementándola, 
se acompaña a tal declaración un documento en 
HO�TXH�VH�PDQLÀHVWD�GH�IRUPD�H[SUHVD�\�HVSHFtÀFD�
el apoyo a la puesta en marcha por parte de la 
Unión Europea de una estrategia para la región 
Adriático-Jónica, en línea con las previamente 
GHÀQLGDV�SDUD�ORV�FDVRV�GHO�%iOWLFR�\�HO�'DQXELR��

Mapa 2.4.
Iniciativa Adriático-Jónica

Fuente:  Ministerio de Asuntos Exteriores de Italia.
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Segundo 

La creación de la macrorregión ha de aportar va-
lor añadido a la gestión de las políticas existen-
tes, aplicando un enfoque integrado, que apueste 
decididamente por la coordinación y la coopera-
ción. 

(Q� HO� 0HGLWHUUiQHR� FRQÁX\HQ� LQLFLDWLYDV� HXUR-
peas muy diversas (con sus correspondientes 
IRQGRV�GH�ÀQDQFLDFLyQ��TXH�UHVSRQGHQ�D� LQVWUX-
PHQWRV�\�SURJUDPDV�HVSHFtÀFRV��(VWR�TXLHUH�GH-
cir que los enfoques que aplican no son unívocos, 
de modo que ante los diversos objetivos a cum-
plir también lo son los destinatarios encargados 
de llevarlos a cabo (tupida red de agentes insti-
tucionales que actúan en la zona). Plenamente 
consciente de tal necesidad, la futura macrorre-
gión mediterránea que presenta el documento de 
trabajo de la CIM sobre Estrategia Mediterránea 
Integrada incide en la necesidad de explorar po-
tenciales herramientas orientadas a armonizar 
las diversas iniciativas transnacionales e interna-

FLRQDOHV�TXH� FRQÁX\HQ�HQ�HO� iUHD�PHGLWHUUiQHD��
Como no podía ser menos, una aproximación si-
PLODU� VH�GHÀHQGH� HQ� HO� iPELWR� HVSHFtÀFR�GH� ODV�
acciones desplegadas en el ámbito de la Unión 
Europea, apostando por integrar las orientacio-
nes estratégicas europeas en coherencia con los 
programas estatales y regionales. Se trata, pues, 
GH�DXQDU�IXHU]DV�\�QR�GLVSHUVDUODV��FRQÀJXUDQGR�
una estrategia coordinada que evite duplicidades 
funcionales e iniciativas yuxtapuestas. Todo ello 
potenciando las sinergias derivadas del funda-
mental caudal de experiencias cooperativas ac-
tualmente vigente en el área y que debe tradu-
cirse en un proceso macrorregional desarrollado 
a través de acciones y proyectos estratégicos con-
tando con la cooperación de todos los niveles de 
gobierno en el actual marco de cooperación terri-
torial europea (CRPM, 2011: 2).

En tal sentido, y a pesar de la dilatada experien-
cia de colaboración que concurre en el ámbito 

13º Reunión del Consejo Adriático-Jónico.    © Committee of the Regions.
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mediterráneo, no puede pasarse por alto que el 
panorama relativo a la coordinación de las po-
líticas y acciones concurrente sobre dicha zona 
resulta insatisfactorio, dado que la fragmenta-
ción del mapa de fondos resulta abrumadora, 
sin que se constate una dinámica predominante 
que venga a coordinarlos. La creación del Instru-
PHQWR�(XURSHR�GH�9HFLQGDG�\�$VRFLDFLyQ��,(9$��
en 2007 respondió en parte a esta necesidad de 
FRRUGLQDFLyQ�� (O� ,(9$� VXVWLWX\y� GLYHUVRV� SUR-
JUDPDV�JHRJUiÀFRV� \� WHPiWLFRV� DQWHULRUHV�GH� OD�
Unión Europea con sus países vecinos, como los 
programas MEDA y TACIS, concentrando por 
WDQWR�OD�PD\RU�SDUWH�GH�OD�ÀQDQFLDFLyQ�GHVWLQDGD�
a los programas regionales euromediterráneos. 
6LQ�HPEDUJR��ORV�VLVWHPDV�GH�ÀQDQFLDFLyQ�VLJXHQ�
estando fragmentados y los recursos disponibles 
para un enfoque territorial siguen siendo escasos. 
En función de tal situación empírica, el CIM, al 
diseñar un conjunto de prioridades temáticas a 
abordar por una futura macrorregión mediterrá-
nea introduce una serie de indicaciones en rela-
ción con determinados proyectos que, en dichas 
áreas temáticas ya están vigentes, señalando su 
potencialidad para una aplicación a escala macro-
rregional (CRPM, 2011: 4-6).

Tercero

Si uno de los requisitos para crear una macrorre-
gión es que no se aumenten los fondos ya exis-
tentes sino que estos se empleen de forma más 
idónea, el esfuerzo de coordinación en un área 

VREUH� OD�TXH�FRQÁX\HQ� LQVWUXPHQWRV�ÀQDQFLHURV�
diversos se convierte en una cuestión clave. Dada 
la heterogeneidad ya reseñada de actores, progra-
mas, iniciativas, instrumentos de acción que, en 
las actuales circunstancias, rodearía el desarrollo 
GH�ODV�DFFLRQHV�GHÀQLGDV�SRU�OD�HVWUDWHJLD�\�TXH��
como ya se vio en el caso del Báltico opera como 
una rémora a la hora de permitir el uso idóneo 
de los fondos ya previamente circunscritos por 
los programas operativos, lo más lógico sería in-
corporar la estrategia macrorregional a la hora de 
FRQÀJXUDU� ORV� SURJUDPDV� WUDQVQDFLRQDOHV� SDUD�
el periodo 2014-2020. Dichas estrategias podrían 
VHUYLU�SDUD�UHGHÀQLU�HO�DOFDQFH�JHRJUiÀFR�GH�ORV�
programas de cooperación transnacional (Institu-
to Mediterráneo, 2010). 

Precisamente desde tal enfoque, debería tenerse 
muy presente la recomendación formulada por 
la Comisión Arco Atlántico CRPM, proponien-
GR� OD� FUHDFLyQ� GH� OD� ÀJXUD� GHO� ©SURJUDPD� RSH-
rativo macrorregional», cuya función principal 
VH� LGHQWLÀFD� FRQ� OD� LQGLFDFLyQ� GH� ORV� SUR\HFWRV�
prioritarios y las responsabilidades de los dife-
rentes actores (UE, Estados miembros, autorida-
des regionales y locales), tomando como base la 
(VWUDWHJLD� GHÀQLGD� SUHYLDPHQWH� �&530�� �������
Obviamente, dicha propuesta sería susceptible 
GH� VHU� LQFRUSRUDGD� DO� SURFHVR� GH� GHÀQLFLyQ�GHO�
marco presupuestario para el periodo 2014-2020. 
La necesidad de sincronización entre las inicia-
WLYDV�D�GHVDUUROODU�\� ORV�PHFDQLVPRV�ÀQDQFLHURV�
aplicables a tal efecto emerge como un elemento 
fundamental a tener en consideración de cara a 
la optimización de la estrategia macrorregional. 
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Este enfoque sincronizador también debería ser 
aplicado con respecto al planteamiento de las 
políticas a desarrollar por la estrategia macrorre-
gional, las cuales para alcanzar un grado satisfac-
torio de éxito habrían de discurrir en consonancia 
con otras iniciativas que sobre los mismos temas 
son puestas en acción desde las instancias euro-
peas: los casos de la política marítima integrada 
y la red europea de transportes suponen claros 
ejemplos en tal sentido, habiéndose detectado en 
la macrorregión báltica situaciones de yuxtaposi-
ción y descoordinación en las actividades desple-
JDGDV�TXH�HQ�QDGD�EHQHÀFLDQ�D� OD�HÀFLHQFLD�GHO�
planteamiento macrorregional.

Mapa 2.5.
Cuenca del Mediterráneo

Fuente:  elaboración propia.

Mar Mediterráneo

Oc. Atlántico


